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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

junio de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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De mi conside¡ación:

Mediante oficio No. UTMACH-R-2025-0071-OF, de 20 de febrero de 2025, in$esado
en el correo institucional de la Proct¡¡aduría Gene¡al del Estado en la misma fecha" se

formularon las siguientes consultas:

"¿La rctdición de cuentas de los fondos públicos establecida en el a¡tículo 25
la Ley Oryónicq de Educación Supefio4 es la mismq contemplada en el
aúícalo 90 de la Ley Orgónica de Participación Ciudadana?

De ser tegafi»a la rcspueslt ¿Cudl es el prucedimienlo que se debe seguir poro
difererciarlas y cumplit de maneru correcta con la obligación?"

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

D€l oficio remitido y documentos adjuntos, se desprende que:

l.l. Mediante oficio No. UTMACH-R-2025-0055-OF, de 4 de febrero de 2025,
ingresado en el coneo institucional de este organismo en la misma fecha, la entidad
consultante presentó la consulta antes mencionada, sin adjunta¡ el criterio juridico
collespondiente.

1.2. Mediante oficio No. 10334, de 5 de febre¡o de 2025, la Procuraduria Gene¡al del
Estado solicitó a la Universidad Técnica de Machala (en adelante "UTMACH") qne
rcmita el írforme jurídico debidamente fundamentado. Este requerimiento fue
atendido mediante el oficio previamente citado.

1.3. El c¡iterio jurídico, contenido en i¡forme No. INF-PG-043-2025 (sin fecha),
susoito por la Procu¡adora General de la UTMACH, citó pdncipalmenle los
artículos 100 numeral 4, 208 numeral 2,226,227 y 237 de la Constitución de la

4
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República del Ecuadorr (en adelante "C'Rr"); 10, 25 de la Ley Orgánica de
Educación Superiol (en adela¡te. "LOES"); 90 de la Ley Orgánica de Participación
Ciudadana3 (en adelanle, "LOPC"); l0 del Reglamento a la Ley Orgiínica de

Educación Superiora (er adelante, "RLOES"); y, 3, 7 del Reglamento para el
Cumplimiento del Principio del Carácter No Lucrativo de las l¡stituciones de
Educación Superiors (en adelante "RCPCNLIEI"), con fundamento en los cuales
analizó y concluyó lo siguiente:

" 4, C RITERIO INSTITUCIONA L :

1.1. En términos generales, la rendición de c ektas l¡o es un proceso únic,t y
unforme, sino que responde a distinlos fueles de regulación según el ámbito en
el que se aplicd. Esto ifltplíca q e las inslitltciones y ent¡dades deben atender las
exigencias especílicat de cada konkatiya, cumpliendo con los mecanismos
adminístrativos, frnancieros y ciudadanos que coüesponden el1 cada caso.

1.2. Trus el análísis realizado, rc puede concfuir que lq rcn¡liciór cle cuentas es

un princípio funclamental en la gestión de los.fondos públícos, culo objeti,ro
principal es gara tizar la transparencia, la efrciencia en el uso de los rccürsos y
la paflic¡pació ciudadand en la supervisión de los actos de las ¡hstitüciones y
autoridades. Tanb lo Ley Orgúnica de Educación Superíor y su Reglamenlo,
como la Ley Orgánica de Participación Cíudadana establecen esta obligación,
pero desde enfoques y alcances dístintos.

1.3. El ortículo 10 del Reglamento a la Ley Orginicd de Educación Superior
establece la ohlig.tciók de las iÍtstituciofies de educación süpetíor de conl )tar
un senício de auditoría exteno indepekd¡ente co el objeti,o de ."erificar el
cumplimienfo de su carócter no lucrat¡vo. Esta práctica instítucional responde a
la necesidad de garantízar la transparenc¡a en la gestión de los recursos
públicos y wfirtcff el c mplimienlo del carácter no luctativo de la institución
confonke lo detelr inddo ek el arlículo 25 de la Ley Orgánica de Educacíón
Superior.

1.4. En tanto que la Ley Otgánica de Parl¡c¡pació Ciudadana, establece la
obligación de las autoridades, etfipresds públícas y entídddes qüe manejan

fondos públicos de rcfidil cuenlas a la ciudadanía. En este sentido, la
Uni|etsidad tiene la obligución de reportar dnte las ¡nstanciqs de control ¡le

educación superior y realizar procesos de rendición de cuentas ahiertos y
accesibles a la comunidad, gardnfiztú1do la partic¡pttció ciuda¡lana en la
supeflisión de su gestión. Estos mecanísmos de rekdición de cuentas, que

¡ncluyen la prcsentación de informes financieros, la rc1lizació de a die ciar

) CRE, ptbtnadd ¿h el Regsoo Ol.¡dl ]!o 119 de 2A de aclabre de 2008.
) LOES, publicdda e. el SupbD¿nto del P€g¡t4 óf.id¡ n'a. 298 d¿ l2 de dtubp r¡¿ 2012
) LoPc. publi@d, .n el Suplenerto del P€etsttó O¡aa¡ Na I 5 de 2a de abil d. 201 a
) RLALS,?tbhca¿a.n ¿l Saplenento d.¡ P¿Eisna Olc¡al Na. l10 t/e 1l .le juln de 2022
:RCPCNLIFS.?ubli.oda e" el S¿ph@nto d¿ I Regtsrc Oictdl Na 5ó1¿e 23 de arade 2A24
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públicas y la publicación de información accesible, fortalecen la Íansryenciq
la geslión ejiciente de los recursos y la confiqrua de la comunidad u\iwsitatia
y la sociedad en general. "

1,4. A ñn de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficio No. 10676,
de 7 de maxzo de 2025, la Procu¡aduria General del Estado solicitó al Consejo de
Educación Superior (en adelante "C¿S") que remita su criterio juridico institucional
sobre Ia materia objeto de la consulta. Este requerimiento fue atendido mediante
oficio No. CES-CES-2025-0155-CO, de l8 de ma¡zo de 2025, al cual se acompañó
el informe juridico ln, de I7 de marzo de 2025, suscrito por la Procuradora del CES.

1.5. El criterio juídico del CES citó, además de las normas señaladas antedormente.
los a¡tículos 83 numeral I I, 207, 208.226 y 353 numeral l; y, 355 de la CRE, 14 y
22 del Codigo Orgánico Adoinistrativo6 (en adelante, "COA")| 14, 15, 17,25.
27.166 y 182 de la LOE§; 86, 88, 89. 90, 94 y 95 de la LOPCT 9, 10, 12 de la Ley
Orgrinica del Consejo de Participación Ciudadana y Control SocialT (er¡ adelante
"LOCPCCS"): e, Imt¡uctivo para la Rendición de Cueúas de las Instituciones de

Educación SuperiorE (en adelante 'lRClES"), con base en los cuales concluyó Io
siguiente:

"Pot consiguiente, se concltrye que las instiluciones que forman parte clel SES

t¡enen h obligación de rc dir dnualmente cuenlas a la sociedad. rcspec¡o ol
cumplím¡etto de su misión. frnes v obietivos. Tal proceso de rendición -a mós de
considerar lo dispuesto en la LOES- debe set realizada torhakdo eñ cueñla lo
previsto tanto en la Ley Orginica de Parlicipacíót Ciudadono como en Ley
Orgánica del Consejo de Püliciryción Cíudadana y Control Social, y en la
den*l,s normuiva pe ineñte que fuese aplicable. (el subrdyado pertenece al
texto otiginal)

Las atr¡bucioñes del CES que se deriton de lo obligación de rerulicióh sociql de

cuentas que deben cumplir las IES en la LOES, se liñitah pdtticül@ñente a
verificar que aquellas prcsenten ante este Consejo su informe anual de

rendición de cuentas. Paru el efecto, se subraya que esle Consejo ha expedído el
lnsbuctivo para la Rerulición de Cuenlds de las Inslituciones de &lucacíón
Superior, a ttavés de Resolución RPC-SO-11-No.740-2019 de 27 de enero de
2020, con el objeto de establecer el procedimienb a rtn de dat cur,lplirniento a
la obligación de preseútación del infbtme de lq rendición de cuentas al Cons¿jo
pot pafie de las IES.

(...)

' COA. ptbhcadó eñ S"pkwdo ¿el R?A¡s¡rc (üicú| \o 3I d¿ 7 dz Juho ¿. 201 7
' Loc PaCs, pubtcotl" en el ynhÉnto del Recitno olctal fo. :2 & 9 & @ph.ñbÉ da 2009

' lRClES, Pubh.o¿¡o ¿n ¿l Supl¿Nnto .¡zl lbs¡stu Olci¿l lto. 10 de 1 d¿ ¿postó .!e 2021 .
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La rerulición de cuefitqs prc\lista e el artíc lo 25 de la LOES versa
exclustuamente sobre la rcfidición ¡le cuentas de los fondos públicos rccibídos
por parle de las i stitüciofies que forman pafle del SES: por lo to to, dquella
clijiere de la rend¡c¡ón social tle cuentus ulu.lí.la dentro del artículo 90 de la
LOPC, la cual tiene por objeto que las autorídddes que asumen una.l nción
pública rindan anualmente cuentas a la soc¡edarl rcspecfo .tl cumplimiento de su
gestión, y se encue tlq regulada como tot üeconísmo dístinlo elentro del artículo
27 de la LOES.

La rcn.l¡ción de cuentas de fondos públicos debe ser realizada bajo los
mecanismos que haya establecido la CGE en coordinación con la SENESCYT.
Mentras que, la rendíción soc¡al de cuentas debe ser efecludda lomañdo en
cuenta lo preNisto en la LOES. la LOPC, la LOCPCCS, el Insfructi|o para la
Rerulición de Cuentds de las lnstituciones de Educación Superior del CES y en
la demtis hottkdt¡ya que hubiese emitido el C PCCS para el efecto ".

1.6. De lo expuesto se observa que el informe jurídico de la consultante y el cdterio
juridico del CES coinciden en señalar la obligación que tienen las instituciones de

educación superior de realiza. la rendición de cuentas. En su arullisis, la UTMACH
señala que la LOES y la LOPC abordan esta obligación desde enfoques nomativos
distintos, lo que implica que las instituciones deben sujetase al régimen especifico
previsto en cada una de ellas. Por su parte, el CES establece una diferenciación entre
Ia ¡endición de cuentas de fondos públicos que se regiá bajos los mecanismos que
señale la Cont¡aloría General del Estado (en adelante "CGt') en coordinación con la
Secreta a de Educación Superior, Ciencia, Tec[ología e Innovación (en adelante,
"SENESCYT"); y! por otro lado, la ¡endición de cuentas de carácter social que se

rige por 1o dispuesto en la LOES, LOPC y el Instructivo para la Rendición de

Cuentas de las lnstituciones de Educacién Superior del CES y demás normativa que
hubiese emitido el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social.

2. Análisis. -
Con el Fopósito de facilitar el estudio de la mate¡ia objeto de consulta, el análisis
desanollará los siguie[tes puntos: , Autonomía de las instituciones de educación
superior; i, Rendición de cuentas ante el Consejo de Participación Ciudadana y Control
Social; ¡ iir) Rendición de cuentas de las Instituciones de Educación Superior.

2,1. Autonomía de las I¡stituciones de Educación Superior. -

El artículo 351 de la CRE p¡evé que el Sistema de Educación Superior se regirá por los
principios de "aufonomía responsdble, cogobierno, igaldad de oportunídddes,
calidad, pe ikencia, ¡nteglid¡td, autodetenki ación para la producción del
pens amie nt o y conocimiento ".

7



-
rilt l168(

9

I
,

Ed¡ñ<io AmaE¡ Pl¡a
Ay A!@ñ3 Nl9-12! y ArE¡g¿
r59! 2 294M0

! |NI|1:1L\1DID E(Nt( A t)t tlALH4L4
tr -!16 )üs

hpoJ

De acuerdo con el primer inciso del afículo 352 de la CRE y el afículo 14 de la LOES,
el Sistema de Educación Superior estiá integrado por: " univenidatks y escuelas
polilécnicos, ihst¡tutos superiorcs técn¡co§, tecnológicos y pedagógicos: y
consenarorios de música y arles debidornente acreditados y evaluados " (el énfasis me
p€¡tenece). Estas instituciones ca¡ec€n de fines de lucro y se rigen por un organismo
público de planificación, regulación y coordinación intema del sistema, asi como de la
relación entre sus distintos actores y la Función Ejecutiva, y por un organismo público
técnico encargado de la ac¡editación y aseguramiento de la calidad de instituciones.
carreras y p¡ogramas, segh lo preüsto en el anículo 353 de la CRE y atículo 15 de la
LOES.

El numeral I del afículo 353 dela CRE dispone que el sistema de educación superior se

regirá por un organismo público de pla ficación, ¡egulación y coo¡dinación intema del
sistema y de Ia ¡elación de los distlntos actores con la Función Ejecutiva. En
conco¡dancia: el articulo 166 de Ia LOES establece que el CES es el organismo
responsable de la planificación, regulación y coordinación. asi como de la a¡ticulación
institucional enre Ios actores del sistema y la sociedad.

Asimismo. el artículo 355 de ta CRE establece que el Estado reconoce a las
universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administativ4 financiera y
orgánica, acorde con los objetivos del régimen de desanollo y los principios
establecidos en la Constitución. Por su pa¡te, el articulo I de la LOES determina que

este cuerpo normativo "/egrl¿ el sistemu de educación superior en el país, a los
organísmos e instituciones que lo integran: defermino delechos, deberes y obligociones
de las personos natutales yjuridicas. y establece las respectivus sanciones".

Concordante con lo anterior, el a¡ticulo l7 de la LOES plevé que las universidades y
escuelas politecnicas goz,¡ de "autonomía acadéútica, administrqtiva, Jinanciera y
org.in¡ca, acorde co los pt¡hcipios esfablecidos eñ la Constitución de la República" .

De lo expuesto, se concluye que: , Ia Constitución y la Ley Orgánica de Educación
Superior ga¡antizan la autonomia académica y administ¡ativa de las r¡nive¡sidades,' i,
las miversidades fo¡man parte del sistema de educación superior y deben adherirse al
pincipio de autonomia responsable; y, ii, la Ley de Educación Superior regula al
sistema de educación superior y sus organismos.

2.2. Rendición de cuenfrs ante el Consejo de Participación Ciudrdana y Contml
Social.

El segundo inciso del artículo 297 de la CRE establece que las instituciones y entidades
que administren fondos o recu¡sos públicos se -'se sot e¡erán a las normas que las
regulan y a los principios y procedimientos de tansparencia, rendición de cuentas y
control públíco".

8
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El afícülo 207 de la CRE dispone que el Consejo de Participaciótr Ciudadana y Control
Social (en adelante "CPCCS'): "prcmoyetá e incentíyará el ejercicio de los derechos
reldtiros a la pqrticipacióh c¡udqdqna (...)". A su vez, el numeral 2 del articulo 208 de
la CRE señala que el CPCCS deberá: "establecer mecanismos de rendición de cueatos
de los insliluciones y entidades del sector público, y coadyubar procesos de veeduúo
ciudadana y contol socia¡' (el énfasis me pedenece).

Por su pa¡te, el a¡tículo 88 de Ia LOPC señala que es un de¡echo de los ciudada¡os
solicitar a las instituciones públicas o privadas que prestan servicios públicos o manejen
recursos públicos la rendición de cuentas una vez al año, siempre que "no esté
contenplada medianfe otro procedimienlo en la Constitución y lar leyes".

El afículo 89 de la misma no¡ma deline a la ¡endición de cuentas colro "un proceso
s¡sleñático, delíberqdo, interqct¡ro y universal, que invohcra a sutotidades",
fnncio¡a¡ios o sus representantes legales, segh s€a el caso. gue estén 'obligados a
ínfon tqr y sometetse a evaluación ¡le lo ciudadanía por las acciones u omisiones en el
ejercício de su geslión y en la administrqción cle recursos públicos".

El artículo 90 de la LOPC establece como sujetos obligados a rendfu cuentas a "¿¿r
aulofidades del Estado, electas o de librc remoción, representantes legales de las
empresas públicas o petsonas jurídica; del sectot üivado que manejenlondos públicos
o desarrollen actividades de ínterés público, ¿...) '(énfasis añadido).

Asimismo, el a¡tículo 94 de la LOPC y los numerales 2 y 9 del artículo 5 de la
LOCPCCS refuerzan la competencia del CPCCS para establecer y coordinar los
mecanismos, instumentos y procedimientos de ¡endición de cueffas para dichos sujetos
obligados. El artículo 12 de la LOCPCCS dispone que los informes deben remitirse al
CPCCS dentro de los teinta dias posterio¡es a su p¡ese¡tación. con el fin de verificar su

cumplimiento y fomentar su difusión:

"(...) Los informes de rendición de cuentas de las instituciones y entidades del
seclor público, serán remilidos al Consejo de Patt¡c¡pdción Ciudadana y
Contrcl Social ek el plazo de lreinta días poster¡ores a la fecha de presentació
del inlbrme, .tfrn de que se wt¡frque el cumplimiento de la oblígación y también
se difundo a través de los meconismos de los que dispone el Conseio."

En consecuencia. se concluye que: i) la re¡dición de cuentas es ru¡ mandato
constituciooal y legal que alcanza a todas las i¡stituciones públicas que manejan fondos
públicos, sin distincióo. incluyendo a las instituciones de educación superior¡ y, ii) el
CPCCS es la entidad competeote pa¡a norma¡, coordinar, recibir, evaluar y dax
seguimiento a dicho proceso. garantizando su transpa¡encia, eñcacia y acceso
ciudadano.

9
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2.3. Rendiciótr de cuent¡s de hs Instituciotres de Educoción Superior. -

El inciso cuarto del articulo 355 de Ia CRE aclara que la autonomia de las instituciones
del sistema de educación no las exime "de ser fiscalizudas, de la responsabilidad
socíal, rcndición de cuentas f...) " (el subrayado me pefenece).

Por su parte, el segundo inciso del anículo l7 de Ia LOES establece que las
universidades y escuelas politécnicas "obseNatán los principíos de justicia, equidad,
sol¡darídad, parlicipación ciudadana, rcsponsabilidad social y rendición de cuentas"
(el énfasis me pertenece).

El articulo 25 de la LOES establece la rendición anual de cuentas de fondos público, y
señala:

"Las instituciones del Sisteña de Educoción Superior deberán rend¡r cuentas de

los forulos públicos recibidos en relación con sus f;ne$ mediarrte el meca smo
qte establezco la Conlruloiq General del Estado' en coordfuación con el
órgano ruclot de la polltica pülica de educación superiot, y conforme las
diiposiciones de la Ley que regula el occeso q la información." ¡Énfasis
añadido)

De forma complementaria, el a¡tiaulo 27 ibidem señala quei

"(...) en el ejercicio de su aulohomío responsable, tienen la obligación anuql de

rchd¡r cuenlas a lq sociedad, sobrc el cumplimicnto de su uisión, fines y
objerivos. La rendícíón de cuentas también se lo realiz.trá qnte el CoLsejo de
Educación Supeñof' (el énfasis me corresponde).

El articulo 50 de la LOES prevé que el rector de la institución de educación superior
debe¡á presentar anualmente un i¡forme anual de rendición de c\entas "a la sociedqd,

en el que incluya el reswctivo informe del cumpliñienlo de su plan de lrabajo a la
conu\idad unitersitaria o polilécnic.t, al Consejo de Educación Superior y al ente

rcctor de le política pública de educación superior". el cual deberá ser publicado en un
medio que garantice su difusión masiva.

A su vez, el literal b) del aniculo 47 del RLOES determina como atribución y
responsabilidad del órgano colegiado superior de los institutos y cor¡servatodos
superiores el "presentar a üalmente el inJorme de rendició de cuehtas ikslilucíonal al
Consejo de Educación Suryfior: ,rrismo que en el caso de los ittsti¡u¡os superiorcs
públicos deberá set rcmitido sl ótgano rcclor de la politica pública de educación
§uperior".

El Consejo de Educación Superio¡ con base en la atribución señalada en el artículo 169
letra g) de la LOES. expidió el IRCIES cuyo adículo I establece como su objeto el
"establect el procedimiento pora d.tr cump¡imierlto a la obligación de presentación

10
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del inlbrne de la rendíción de cuenlas al Consejo de E¡fucación Superior (CES) por
parte de las Instituciones de Educación Superior (rES) .

El articulo 3 del tRClES define la rendición de cuentas como "un proceso a traús del
c al las IES lepo an, analizan, discuten" con la sociedad, sobre la gestión académica e
institucional ejecutada cada año, en relación con su misión, objetivos estratégicos.
¡ecu¡sos ¡ecibidos, su administración. mandatos y desar¡ollo de obligaciones previstrs
en la Ley.

Finalmente. la Disposición General Primera del Instructivo a¡tes mencionado menciona
que. para la rendición de cuentas de las Instituciones de Educación Superior (lES). ya
sean públicas o particulares que reciban asignaciones y re¡rtas del Eslado. "se deberá
couti.lerdr lo dispueslo en la Guía Especializado de Rendición de Cuentas paro las
Inslilaciones de Educación Superior elaborudo po¡ el Consejo de Paaicipación
Ciudadona y Confiol Social ' (el énfasis me pertenece).

De lo expuesto se desprende qu§: , la autonomia de las i¡stituciones de educación
superior garantiza el ejercicio pleno de la libefad académica. sin que ello las exima de
se¡ fiscalizadas ni de cumplir con la obligació¡ anual de rendir cuentas; i¡) la rendición
de cuentas de fondos públicos es de cañícter técnico-financiero. se orie¡ta al uso de
rccursos estatales y debe realizarse conforme a los procedimientos establecidos por la
CGE en coordinación con la SENESCYT. ii, Ia rendición de cuentas de ca¡ácter social
debe efectua¡se ante el Co¡sejo de Educación Superior, en cumplimiento de los
propósiros y transparencia institucional ante la ciudadanía; y; iv) el Consejo de
Educación Superior con base a sus competencias expidió el Instructivo para la
Rendición de Cuentas de las Instituciones de Educación Superior cuyo iímbito de
aplicación es obligatoria para las lnstituciones de Educación Superior.

3. Protrunci¡mie¡lo. -
En atenciór a los términos de la consult4 se concluye que, si bien la LOPC y la LOES
establecen ia obligación de rendición de cuentas de los fondos públicos, el articulo 25
de la LOES se refiere especificamente a Ia rendición de cuentas de los fo¡dos públicos
recibidos Do¡ las instituciones que inteqran ei Sistema de Educación SuDerior. Esta
rendición debe efectuarse mediante los mecanismos que establezca la CGE, en
coo¡dinación con la Secretaría de Educación Superior, Ciencia. Tecnologia e
Innovación.

Por su parte, el a¡ticulo 90 de la Ley OrgríLnica de Participación Ciudadana contempla un
régimen eeneml aplicable a las autoridades del Estado que adminisua¡ fo¡dos públicos.
estableciendo la oblisación de rendir cuentas a la ciudadaria respecto del eiercicio de
sus fu¡ciones. Adicionalmente, es importante señalar que todas las institucio¡es de
educación superior deben ¡endir cu€ntas a la ciudadanía, en relación al cumplimiento de
su misión, fines y objetivos, según lo establecido por el articulo 27 de Ia Ley Orgánica
de Educación Superior.
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En este sentido, la obligación de rendición de cuentas por paÍe de las instituciones de
educación superior debe entende¡se de manera complementa¡ia y no excluyente, por lo
que deben cumplir, tanto la rendición técnica fina¡cie¡a de los fondos públicos
recibidos, de acuerdo con los procedimiertos que establezca la CCE y la SENESCYT,
confome al a¡ticulo 25 de la LOES; como la rendición de cuentas de carácter social,
orientada a garantizar la transpa¡encia y evaluación pública del cumplimiento de sus
objetivos inslitucionales, según lo previsto en el articulo 27 de la LOES, el artículo 90
de la LOPC, la LOCPCCS. y el lnstructivo expedido por el Consejo de Educación
Superior. La distinción normativa entre estos regimenes no implica una disyuntiva, sino
la coexistencia obligatoria de ambos, cada uno con su frnalidad p¡opia, destinata os y
procedimientos especíñcos.

El presente Pronunciamiento es obligatodo pa¡a la Administración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos
institucionales específicos es de exclusiva ¡esponsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier ora entidad pública que lo apli

Ater¡tamente,

Abg. Juan Carlo
EL ESTADO
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Magíster
Silvana Raquel Salazar Tones
Gereote Geneml
CORPORACIÓN DEL SEGURO DE DEPÓSITOS, FONDO DE LIQUIDEZ,
Y FONDO DE SEGUROS PRIVADOS - COSEDE
Ciudad.

De mi consideración:

Mediante oficio No. COSEDE-COSEDE-2025-0118-OF'ICIO. de l0 de abril de 2025.
ingresado el mismo día en la Procu¡aduria General del Estado, se formularon las
siguientes consultas:

"1. ¿El ctilculo de intercses inicia unavezculminado el témino de 10 dlas para
el pago ,olunÍa¡io señ ado en el artículo 271 del Código Orgánico
Administrolit'o o el cdlcalo de infercses iricia cofi lo liquidación de valorcs,
tetiendo en consideruciór, que puede qcufiularce hasta por 10 años anteriores
a su emisiók siendo este lafuenle del lítulo de crédito?

2. ¿Según el pronancidmiento indicado en el oÍicio No. 03518 de 07 de
septiembre de 2023, en donde se deleruifió que el origen y la fuente de la
obligqción para el inicio del procedimienfo de ejecución coaclitd, es la
liquidación, y tenien¿lo en conside¡ación que en el procedimienlo coactivo se
aparcja el rcquerirfliento .le pago volanlq o y la liquidación de valores; y,
pretia a la emisiót de lq otdek de cobrc se rcaliza una reliqaidación con
inlercses actualizqdos a lafecha.le emisión,la liquidación que se consfituiría
comofuerrle .lel título de crédito es aquella aparejada al requerirrrierrlo de pqgo
o aquella generuda preúa la emisión de la o¡den de cobro ?

3. ¿La liqaidación aparejada en el rcquerimiento de pago tolunlaio debe terrer
calculados intereses o paede co tener solo el ,rmhlo de la obligación pñncipal
y de demás acreencias sin intereses?"

Frente a lo cual, se manifiesta 1o siguiente:

1. AntecedeÍtes.-

Al ohcio de consulta se adjrmtó el infome jurídico conte¡ido en memoÉndo No.
COSEDE-CPSF-2025-0049-M, de 9 de abril de 2025, suscrito por el Coordinador
Técnico de Protección de Seguros y Fondos de la Corpomció¡ del Seguro de Depósitos,
Fondo de Liquidez. y Fondo de Seguros Pdvados (en adelante, "COSEDE"). En el

L
ñ
!,
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.eferido informe se citaron los articulos 226, 227 y 308 de la Constitución de la República
del Ecuado¡r (en adelante, 'CRE"),10,'79,80. 87, 9l nume¡al 5, 319,321, 322,330 y
331 del Código Orgrínico Monetario Financiero2 (en adelante, "COMF"),4,5, 16,134-
261,265,266,267,268,271 y 272 del Código Orgránico Administrativo3 (en adelante,
''COA");3 y 65 de la Codificación de Resoluciones de1 Directorio de la COSEDEa (en
adela]nte. "Codificación Cosede");65 y 7l del Reglamento de gestión del seguro de
depósitos de los secto¡es financieros privado y popular y solidarios (en adelante,
"Reglamento del seguro de Depós¡tos") confer,ido en el Título Cua¡to, Capítulo I, Sección
I de la Codihcación Cosede; el pronunciamiento de Ia P¡ocuraduria General del Estado
contenido en oficio No. 03 548, de 07 de septiembre de 2023; y la sentencia No. 105- l0-
JP/2 I , de 1 0 de ma¡zo de 202 1 , de la Corte Constitucional del Ecuador. Sobre dicha base,
se manifestó y concluyó lo siguiente:

45. (sic) CONSULTAS

Se debe ¡ r|¡cú q e el procedilkiento del pago del seguro de depós¡tos es n
derecho que perdura por l0 años desde que se rcsolrió la liquidación forzosa de
ld entiddd frnanciera acotde al artículo 71 del REGLAMENTO DE GESTIÓN
DEL SEGURO DE DEPOSITOS DE LOS SECTORES FINANCIEROS PRIVADO
Y POPULAR y SOLIDARIO, y que por ende Íie e ¡ jerencía .lirecta parct
eslablecer el petiodo del cálculo de intereses-

Por otrt¡ lado, conforme con el ortículo 271 del Código Orgán¡co AdministatiNo,
existe ld obligación en el procedimiento coacf¡vo de emith y notiJicat dl
coactivado el tequerim¡ento de pago voluntüío j nto confl!9lllJbbtbLg!9¡!fo
o tít lo que pard el efecto, la fuente de obligación determínada por la COSEDE,
es lq liquidación de volores adeuda¿los por concepfo del oaso del seeuro de

&té;j!q, aplicando actualmente .el artículo 65 del REGLAMENTo DE
GESTION DEL SEGURO DE DEPOSITOS DE LOS SECTORES F]NANCIERO
PNVADO Y POPULARY SOL]DANO.

En el caso que no se realizsta el psgo rtoluntario en eI término de díez días
co tados dl día s¡guienle de sü noÍtfcació co la Í]lgu?Jlephl jgg!:jlif y de no
haber requerielo fqc¡lidade; de pago, lo COSEDE, emitiría la orden .le cobro mós
la orden de laso inmediato con la correspond¡ente LIQUIDACION de cobro de
los talores adeudados acÍual¡zando, el cálculo de los intercses pol t ora
ge etados a parlit del día posterior del w cimie to del término para el pago
\jolu tario. así como la emisión del título de cúdito de conformidad con los
requis¡tos señalados (sic) elartículo 268 del Código Orgá ico Admikis[tatiro.

(...) 4. AMíLLSLS JURíDTCO

t (: RF,. púl t.úlo.n e l Re Ei s to Olu¿ l 4 19 d¿ 29 de ¡ h¿ d¿ 2 AA8
: CAMF, ptbl'cd¿o en el s.suñdo Suplen 

"to 
d.l tueisno Alcial Na. 332 d¿ 12 d. s¿pneñbrc d2 2A14

rCOl,pthbcddae ¿l Segkdú Sqlen2nto del Resis¡rc Aic¡al !¡a.31de7 det ja.b2A17
tco.l¡fi.oc¡¿ú Cóede. pubh.a.la eh la t:.ln¡ü Esped¿l ¿¿ I Reg§trc Afu¡al )+a I 133- .le 7 .le a.1ubre de 202A
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(...)Respecto de los deudores de lq COSEDE, son los administradores (gerentes,
presidentes, miembros del consejo de administración, y miembros del consejo de
vigilancia) quienes tiehen responsdbilidad por la liquidación forzosa de la
ent¡da<l fnonciera, esto, confotme con los artículos 238 y 410 del Cócligo
Ory¿nico Monetaio y Financierc, y que, consecuentemente por el pago del
seguro de depósitos a los deposiranks de tales entidades fnanciercB, esta ca era
de eslado, se subrcga el derecho de cobro conforme lo dispkslo en los artículos
330 y 331 del Código ibíden.
Con base en la normativa y los consi<leraciones expuestas respecto del

pIgegdrn&fuplq441ta que efeclúa lq COSEDE para la recupetación de valores
pot concepto de pago del seguro de depósitos, pot tunto, sería procedente que se

cqlcule los ihlereses pot moru desde que venció el requerírtiento .le pago
voluntar¡o (adju tando una l¡quidación en donde conste solo la obligación
principal), y que úna vez que fianscuftan los l0 dí^s létmiho sea el inicio del
cálculo de inkrcses efectuáodose a reliquidación prcvia a la emisíón de oden
de cobro. puesto que:

. El rcq erimienlo de pqgo tolu tario puede ser notiJicado al deudor con
la fuente de obli?ación o titulo kn este caso seúo la liquidación con lq
oblisación orincioall: que, para esta adrtinistación pública, lafuente de
la obligqc¡ó es la liqúdación de valores adeudatlos por concepto de pago
del seguro de depósitos, el cual podría ser emitido solamente con la
indicación del valor del segwo de depósilos (sic) pagado a los
depositdntes, dsí como lqs acreencias generodas;

. De no reolizarse el pago roluhtaño por parte del deudor en el t¿rm¡no de
diez días contodos al día sigu¡ente de su not¡icac¡ón y en el caso de ko
haber solicitado facilidades de pago, la COSEDE, co4forme los arlículos
272 y 279 del COA, procedería a enitir: la ORDEN DE COBRO MAS lA
ORDEN DE PAGO INMEDIATO con la correspondiente LIQUIDACION
DE COBRO DE LOS VALOR.ES ADEUDADOS POR CONCEPTO DEL
PAGO DE SEGURO DE DÉPOSITOS, con el cálculo de intereses por
mora generados d pqrlir del día posterior del vencimiento del t¿rmino
pora el pago voluntotio y el título de cúdito.

Se enfatiza que la COSEDE ejerce lq potestad de ejecución coactivd únicamente
arondo la obligación es delerminqdq y exigíble, de manera que, notíficado el
deudor con la liquidación de valores adecuados y requeimiento de pago
voluntario, en observanci¡t del debido proceso, al deu¡lor se le concede el plazo
determ¡nado por la ley para que reqlice el paqo voluntul¡o de la obligación o
solicite facílklades de pago.

(... ) 5. CRTTENO ruRiDrCO
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(...) Por las consideraciones manifestadas. y en función de no realizqr
actuacioñes .lesproporc¡onqdat al cálculo tle intereses, es críterio de la
Coordinación Técnica de Protección de Seguros y Fondos que el cálculo de
íntereses debe efectuarse desde el,rehcimie to del término para el requer¡miento
de pqgo rol nttio, conforme con el artículo 271 del COA, )a que el coactivado
serio notificado con la fuente de la oblisación lliquidación prelíminar en dohde
solo conste lo obliqación principal ! demás acreencias sin intereses Wr mord:
y, de no realizarse el pago volunfqrio en el término de diez dias contados al día
siguiente de sunotificacióno no haya requeridoJbcilídades de pago, lq COSEDE,
emítirís la ord:n de cobro , ás la otden de paso íhmediato con la correspondiente
LIQUIDACION de cobro de los valores adeudados con el cálculo de los intereses
por mora senerados a a)rlír del día posletíor del vencimiento del tém¡no lara
el potlo voluntario. dsí como el título de crédito enitid.o dc conformidad con los
requisitoE señqlados el (sic) artículo 268 del COA, garantizatuJo así que el
coaclirddo hayq tenido conocimieñlo de manera oportuno la obligqción
correclomenle determinada, y o su vez, garantizondo su derecho a la defensa,
siempre precautelando el debido proceso.

(...) Es criterio de la Coordinación Técnica de Protección de Seguros y Fondos
que según lo cronología para la emisión de los documentos que soportan el
procedimiento coactiro, y aquellos que deben ser aparejados .r los mismos en
cunplimiekto del rlebido proceso. lo liquidación sobre la cual haria referencia el
oficio No. 03518 de 07 de septieñbe de 2023. es ld liquidación preliminar
odiuntodd al reauerimienlo de .lmqo yolun¡ario. va que la ,nisma se cotslituve con
.fuente del título de crédito ses)n el attículo 266 v 271 tlcl COA.

(...) En qtenciók a las consi.leraciones efectuqdqs, es criterio de la Coordinación
Técnica de Protección de Seguros y Fondos que los intereses que señola este
urticulo (265 del COA) se enconta¡ían calculados en la liquidación efectuada
prev¡amenle a la emisión cle la orden de cobro teliquidqción poslerior al
requerimieh¡o .le pago voluntsrio), cumpliendo a$í coh lo determinado en la ley '.

(énfasis añadido en el texto original)

De lo expuesto se desprende que, a criterio de la entidad consultante, pam la recuperación
de valores provenientes del pago del segu¡o de depósitos efectuado por Ia COSEDE, en
la liquidación preliminar debe cons¡nx "l.t obligac¡ón príncipal y demás qcreenc¡as sin
intereses por nora", pues, segtiLn el afículo 271 del COA, que ¡egula el procedimiento
coactivo. dichos inte¡eses deben calcula¡se a partt del vencimieoto del término otorgado
al deudor para realizar el pago voluntario.

2. Atrálisis.-

Para facilitar el estudio de la consulta fo¡mulada, el análisis desanolla¡á los siguientes
puntos: , Seguro de depósitos: i, Régimenjurídico aplicable a las entidades financie¡as
en liquidación¡ y iiil Potestad coactiva otorgada a la COSEDE.

-
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2.1. Seguro de Depósitos.-

De acue¡do con los numerales I y 4 del artÍculo 80 del COMF, corresponde a la COSEDE
administ¡a¡ el seguro de depósitos de los sectores financiero privado y det popular y
solidario, efectuar el pago de dicho segu¡o en caso de liquidació[ for¿osa de una entidad
lrnancier4 y "gestionat la recrperación de los recursos del seguro de depósitos
u¡¡lizados en dicho proceso" -

Para financiar el seguro de deñsitos. los a¡ticulos 320 y 324 del COMF disponen que las
entidades de los sectores financiero privado y popular y solida¡io "egá¡¡ obligadas a
pa iciÍ)ar con la.t contribuciones y apo es al Seguro de Delisitos y Fowlo de Liquidez
y con los mecdnismos de garantia". Adiciotalmente, Ios numerales 2 y 3 del articulo 325
ibídem dispooen que el seguro de depósitos se nutre también del rendimiento de sus
inversiones, utilidades líquidas anuales, donaciones y otros rectrsos. Por otra parte. los
afículos 321 y 324 del COMF6 disponen que los recurcos del seguro de depósitos se

gestiona¡ a través de ñdeicomisos independienles constituidos por la COSEDE y
administrados por el Banco Central del Ecuador.

En este sentido, de acuerdo con el a¡ticulo 322 del COMF, los recursos del seguro de
depósitos est¡án destinados exclusivamente a Ia protección limilada de Ios deÉsitos
efecfuados en las entidades financiems privadas y de la economia popular y solidaria. En
consecuencia. el a¡tículo 81 ibidem, prohíbe que los recursos del seguro de depósitos que
admidstra la COSEDE sea\ "deltinados pota /¡nanciar el preltupuesto de la
Corporación " .

Una vez emitida la resolución de liquidación forzosa, según el artículo 329 del COMF,
coresponde al organismo de cont¡ol competente notificara IaCOSEDE, hecho que activa
el derecho al pago del seguro de depósitos. Los artículos 330 y 331 ibídem establecen
que, efectuado el pago,la COSEDE "adq¡,ierc. en lugar del acreedor, el derecho de cobro
de la acreencía por el valor pagado" y ello da lugar a que la COSEDE se subrogue "ez
los derechos de cobro respecto de los ralotes cubieúos pot el Seguro de Depósilos".

De Io expuesto se observa que: r) el seguro de depósitos se tinancia con aportes
obligatorios de las entidades financieras privadas y del sector popular y solidario, recursos
que s€ canalizan mediante fideicomisos independientes; ii) una \ez notificada la
resolución de liquidación forzosa, conesponde a la COSEDE efectuar el pago del seguro
de depósitos; y, ii, ¡ealizado dicho pago.la COSEDE se sub¡oga en los derechos de cob¡o
respecto de los valores pagados y debe efectuar la liquidación conespondiente para su

recuperación.

ó COMF, "A . 324.- F¡de¡coñisos del S¿gurc de Depósitos: Lo Cotporución del Seguto de Depóslos.
Fondo de Ligu¡dez y Fondo de Se8l!,¡os Privados constítuid los sigu¡efies $de¡conisos ¡tulepe diehtes, en
el Banco Cenlrul del Ecuador, con los ¡¿cq¡sos qae corrfi¡bulan las anldaales ate cada sectot:
I. Fi.leicotkiso ..lel Segúo de Depos¡tos de las en,idades del Sectot F¡nanc¡ero Pñvado; y,
2. Fideiconbo del Segurc d. Depósitos d¿ las entidades del Sector Financiero Popular v Solidatio.
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2.2. Régimen jurídico aplicable a las entidades li¡ancieras en liquidación.-

El afículo 309 de la CRE establece que el "sislema fnakcielo nacional se coüpone de
los sectores público, pritado, y del popular y solidario, que intermedian recursos del
púólico", lo cual es concordante con el articulo 160 del COMF.

Las causales de liquidación forzosa de las entidades del sistema financiero privado y de
la economía popular y solidaria constan en el aÍículo 303 del COMF. La resolución que
decla¡a la liquidación debe contenor, de acuerdo con los numerales 2,3 y 5 del 307 del
COMF, la revocatoria de las autorizaciones pa¡a realizar actividades ñnancieras, el retirc
de lospermisos de funcionamiento y ladesignación del liquidador, y está sujeta a un plazo
"de hasta ¡rcs (3) qños, puriiendo ser prorrcgado por dos (2) .tños, previa solicítud
debidamente sustentqd.¡ por el líquidq.lot y autorizada por el Supeintende te".

El artículo 312 del CON{F establece que el liquidador tiene la obligación de "efectuat
todas las actit¡idades conducehtes a realizar los actiyos de la e tidad Jind cierd en
liquidación, con el.fin de cancelar los p.ts¡vos ex¡stenles (...) ", incluyendo el pago a los
acreedores, según el orden de prelaclón del articulo 315 del COMF.

Adicionalmente, es opoduno conside(a¡ que, desde la fecha de Ia liquidación forzosa, las
deudas y obligaciones de una entidad financie¡a en favor de tercercs no devengan
intereses, según lo prevé en forma expresa el artículo 3 I 4 del COMF:

"Art. 3I1.- Intereses y plazos de créditos concedidos. Todos los depósitos, deudas
y demds obligaciones de unq entidad rtÍqncieru en Íavot de tercerus, o pa¡tb de
lafecha de sa liqaidación forzosa, no detengqtdn inlercses frcnfe a la masa de
ocreedores, sabo lo dispuesto en el arlículo siguiente.

Los créditos concedíd<ts por und entiddd fnanciera en ptoceso de liquidac¡ón

.lbrzosa mantendrán los plazos y condiciones pacta.los or¡giru r ente- Sin
embargo, los créditos que tengdn la calidad de r)inculatlos se ehte detán de plazo
lezcido " (énfasis añadido).

Al resp€cto, es oportuno considerar que el afículo 315 del COMF establece el orden de
prelación de pagos en Ia liquidación forzosa de una entidad hna¡ciera, y sus numerales 1

y 7 se refieren, en su oñe11, a: "1. Los depósitos hasta por el monto legalmente asegurado
con cargo al seguro ¡le depósito:' (...) "7- Los valores adeud,tdos por concepto de
conlribució al Seguto de Depósito. así co o los costos de ejecución y comunicación
del pago del seguro de d¿pdsiros" (énfasis añadido).

De lo expuesto se concluye que: , corresponde a la respectiva entidad de contol expedir
la resolución que declara la liquidación forzosa de una entidad hnanciera privada o
popular y solidaria. por las causales previstas en el COMF; iy' dicha resolución rige desde
su expedición; ii, el p¡ocedimiento de liquidación de una entidad fina¡ciera está sujeto a
un plazo deteminado, y compete al liquidador pagar a los acreedores, incluido los pagos
correspondi€ntes a costos de ejecución del seguro de depósitos: y, iy) desde la fecha de

!-
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la liquidación forzos4 los depósitos, asi como las deudas y obligaciones de una entidad
financiera no devengan intereses en favo¡ de terceros.

23. Potest¡d coacliv¡ otorgada ¡ ls COSEDE.-

El a¡ticulo 10 del COMF la confiere potestad coactiva a la COSEDE"para el cobro de
los créd¡tos y cuolquier lipo de obligaciones a su.fqror o de terceror§ ", mediante €l uso
de "cualqu¡er ¡ítulo de Üédito de los deterü¡nqdos en la ley ' segíñ el p¡ocedimiento
determinado en la ley. El numeral 9 afículo 9 ibídem faculta al Ge¡e e General de la
COSEDE a ejercer y delegar lajuisdicción coactiva.

Entre los créditos que la COSEDE puede cobrar a través de coactiva se encuentran las
contibuciones y aportes que firancian y esutr destinados al pago del seguro de deÉsitos,
asi como otros cÉditos a favor de dicfu corporación, ent¡e ellos, los provenientes del
pago efectuado del seguro de depósitos. Se trata por tanto, de créditos que tienen distinto
origen y finalidad.

Al respecto, el procedimiento coactivo se encuentra regulado, de manera general, en el
COA y prevé dos fases: prelimi¡ar y de apremio. La fase preliminar se activa con la
notificación de la orden de cob¡o al fu¡cionario ejecutor, misma que debe contener la
liquidación de intereses conforme al a¡tículo 265 del COA. Dicha liquidación constituye
un requisito formal del título de crédito, se$iLn el atículo 268 numeral 7 ibídern. A panir
de ello, el artículo 271 de la misma no¡ma dispone que debe notifica$e al deudor con el
requerimiento de pago voluntario, "dento de diez día contados desde la fecha de su
nolirtcación, prc\,i iéndole que, de no hace o, se procedetd con lo ejecuciók coactira" .

Al desarrollar el procedimiento coactivo, el a¡ticulo 274 del COA prevé que, a partir de
la notificación con el requerimie¡to de pago voluniario, el deudor puede solicitar a la
administración acreedora la concesión de facilidades de pago de la obligación. De no
efectuarse el pago ni solicira¡se facilidades en el plazo previsto, el funciomrio ejecutor
podrá emitir la orden de pago inmediato e iniciar la fase de apremio, conforme al articulo
279 del COA.

Sobre la base nomativa previamente citada, en el pronunciamiento contenido en el olicio
No. 03548, de 07 de septiembre de 2023, esta Procu¡aduda atendió una consulta anterior
de la COSEDE y concluyó que:

''(...) de conlbrnidad con los arlículos 2ó6 y 267 del Código Otgánico
Administrotivo, el otigen y fuehte de la obligación porq el ¡nicio .lel
procedimienlo de ejecucióñ co.tctiva es la liquidación yaclicudo por la COSEDE
por concepto del pago del Seguro de Depósilos y el rcspect¡ro títülo de crédíto
que debe reun los rerluisitos ptevistos en el artículo 268 de ese código, en
concordancia con lo dispuesto en los artículos 23 y 24 del Reglamento pata el
Procedimie b de Ejecución Coactivq de la Corporación del Segurc de Depóltitos,
Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros Privatlos".

-
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Adicionalmente, debe tene¡se presente que el artículo 314 del COMF señala que "Icrdos
los depósitos, deudas y demás ohligaciones de una entidad Jinanciera en favor de
terceros, a partir de la fecha de su liquidación forzosa. no detengatán intereses lrekte a
lq masa de acreedores f...,/ ". lo cual con§ituye una norma especial de aplicación
preferente respecto de la regulación general contenida en el COA, conforme al principio
de jerarquía normativa establecido efl el articulo 425 de la Constitución y el numeral 1

del articulo 3 de Ia Ley Orgráaica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

E¡ armonía con dicha disposición. el artículo 67 de la Codificación Cosede. que se refiere
a la recuperación de valores correspondientes al seguro de depósitos mediante coactiva.
con relación a la Iiquidación de cobro, dispone lo siguiente:

'' Los gaslos generados para el pogo del Segwo de Depósítos, así como lds costas
judiciales que se rayan generando dentro deljuic¡o (sic) coacti|o. no devengorda
intercses pa¡a la elaborución de td liquidoción de cobro. Únic¿mente se

considerardn para el cdlculo de intereses,los desembolsos del costo contingeÍte
paru el pago del Seguro de Depósitos. " (énfasis añadido).

Finalmente, anículo 3, numeral I de la Codificación Cosede define el término
"acreencid", en la siguiente forma:

"1.Acrce cia: es la obligación de pago de una entidadrt,tancieru declaroda el
liqaidación Íorzosa, debidamerrte regbtruda q su coñabilidad, a Ídeot del
FIDEICOMISO en eirlad de lq subrogación de los dercchos de cobru respecto
de los valores chbierlos por el Seguto de Depósilo§, pagados con los rccurso§
del rcspectivoJideicomiso, que incluyen los gastos a catgo de ¿slos señalados en
el co espondie te con r¿ro 1,,) "(énfasis añadido).

Los afÍculos 65 y 6? ibídem distinguen ente la recuperación de acreencias de u¡a entidad
hnanciera en liquidación forzosa mediante prelación de pagos y aquellas que el ejercicio
de coactiva.

De tal manem. el artículo 65 de la Codificación Cosede prevé que para la recuperación
de acreencias de una entidad fina¡ciera en liquidación forzosa, una vez que se ejecute la
prelación de pagos prevista por el COMF, "se deberá imputar directamente al volor
rcgistrado efi los cuentas por cobrar delfdeicomiso resryctivo. pora su baja parcial o
lo¡al ", considerando qne "lodos los depósitos, deudas y demds obligaciones de ufi¿l

enfidud Íinanciera enfator de terceros, a parti de lo fecha de su liquidacióttforzost\ no
de,rengar.ifi i lereses frente a la maso de acreedore§".

En conclusión, del análisis efectuado se establece que: i) IaCOSEDE estitula¡de potestad
coactiva para el cobro de las contribuciones y aportes que financian y estráa destinados al
pago del seguro de depósitos, así como de otlos créditos a favor de dicha corporación,
como los provenientes de los recursos utilizados pam realizar el pago del seguro de

depós¡tos de u¡a i¡stitució¡ financiera en liquidación: i, a partir de la expedición de la
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resolución que declara la liquidación forzosa de una entidad hnanciera. sus deudas y
obligaciones en favor de lerceros no devengan intereses, según dispone en forma expresa
€l a¡tículo 314 del COMF, sin que dicha norma legal, que constituye la norma especifica
que rcgu1e esa materia, establezca ningur¡a excepción; ii, realizado el pago del seguro
de depósitos, la COSEDE se sub¡oga en los derechos de cobro y debe efectua¡ la
liquidación de los valores pagados por concepto del seguro de depósitos para efectuar su
recuperaciónt iv) corresponde al liquidador de la institución financiera efectuar los pagos
observando la prelación prevista en el COMF; r,/ el procedimiento coactivo debe respeta¡
el debido proceso y las fases previslas en el COA; y. vf en virtud de la norma especial
contenida en el aniculo 314 del COMF, no es procedente el cálculo de iotereses
poste o¡es a Ia fecha de Ia resolución de liquidación forzosa de la entidad fina¡ciera,
salvo e¡ los casos expresam€nte autorizados por la nomativa aplicable.

3, Protrutrci¡miento.-

En atención a los términos de la primera consulta" se concluye que. tratáfrdose de
ilstituciones del sistema financiero privado y de la economía popular y solidaria cuya
liquidación forzosa ha sido ¡esuelta por el organismo de control competente, la
recuperación de valores desembolsados por concepto de pago del segu¡o de depósitos
realizado por la COSEDE debe observar lo dispuesto por el articulo 314 del Código
Org¡ínico Monetario y Financiero que expres¿mente dispone que las "deudas y demás
obligaciones de únq ehtidad .finañc¡erq en.f.^)ot de telceros, d parfit de la f¿cha d¿ su
liquidacíón .forzosa, no devengarán intereses Írente o la masa de ocreedores". Esta
disposición constituye una norma especial y p¡evale¡te de acue¡do con el artículo 3

numeral I de la Ley Org¿lnica de Carantlas Jurisdiccionales y Control Constitucional y el
articulo 425 de la Constitución de la República del Ecuador, por lo que prevalece frente
a Ia disposición del Código Orgáoico Administrativo relativa al cálculo de intereses en el
procedimiento coactivo.

Por lo tanto. sin perjuicio de la facultad que concede el aticulo 265 del COA al órgano
competente para liquidar intereses devengados antes de la emisión de la orden de cob¡o,
dicha at¡ibución debe ejercerse respetando la p¡ohibición contenida en el a¡ticulo 314 del
COMF. En ese sentido, Ia liquidación que p¡actique la COSEDE podrá comprender
únicamente los valores efectivamente desembolsados por concepto del seguro de
depósitos. y, de ser el caso, los intereses generados con anterioridad a la declaratoria de

liquidación forzosa. siempre que dichos valo¡es hayan estado previarnente determinados
y exigibles. A partir de la fecha de liquidación. no se devengan intereses frente a la masa
de acreedores. incluidos los cEditos en favor del fideicomiso del segu¡o de depósitos.

Respecto de la segunda y tercera pregunta, se reitera que, conforme al pronunciamiento
contenido en el oficio No. 03548. de 7 de septiembre de 2023, el origen y la fuente de la
obligación ejecutable está¡ d¿dos por la liquidación efectuada por la COSEDE, en virtud
del pago del seguro de depósitos. Esta liqüdación. practicada confo¡me al a¡ticulo 266
numeml3 del COA. constituye también el titulo de crédito pam efectos del procedimiento
coactivo, siempre que cumplalos requisitos del aficulo 268 delmismo cuerpo norrnativo.
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En ese s€ntido. la liquidación aparejada al requerimiento de pago no debe limilarse al
valor principal, sino refleja¡ la totalidad de la obligación deierminada y actualmente
exigible. No obstante, t¡at¡índose de entidades financiems en liquidación fo¡zosa, y
conforme al articulo 314 del COMF, no se podrán incluir intereses poste¡io¡es a la fecha
de liquidación, salvo los autorizados expresamente en el aficulo 67 de la Codificación de
la COSEDE-

El presente pronunciamiento es obligatorio pa¡a la Administraciór hiblica y se limita a
la inreligencia y aplicación general de normas jurÍdicas. Su aplicación a casos
institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de
cualquier ot¡a entidad pública que lo apli

Atentamente,

Abg. Juan
PROC DEL ESTADO
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Olicio No. 11695

Quito, D.M., 03 dejunio de 2025

Abogado
¡ván Femando Rosero Rodríguez
DIR.ECTOR GENERAI" ENCARGADO
§ERVICIO NACIONAL DE ADUANA DEL ECUADOR
PYesente. -

I
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De mi consideración:

MedianG oficio No. SENAE-SENAE-20?5-0018-OF, de 30 de enero de 2025, ingresado en la
Dirección Regional I de la Procuraduri¿ Gene!-¿l del Estado el 5 de febrero de 2025 y ¡em¡tido a

este despacho el 2l de febrero de 2025, se fomularon las siguierles coffultas:

"1. ¿Tieie el Senicio Nacional de Aduana del Ecuador del Ecuador atribucianes pa¡a
exo e¡a¡ a los irnporta.lorcs de vehlculos de la obl¡gación de presenlar el certi¡icado de
homologoción o su ercapciorultdad, segúd lo e§ablecido en los arllculos 211 del
Código O¡gánlco de lo P¡odacclót , Coñ¿?cio e Inwrsioies (COP'Cq, 66 ! 205 de lo
Ley Oryá ra de Troúspofle Te?¡estrc, Ttánsito ! Seguridad Vlal, como docuoenro de
sqporle ,nenclorrodo e,t el orícalo I de lo Resolucióñ Nro. MS-2023 del Conilé de
Co, e¡cio E¡lerlor?

2. En caso de que su ¡espueslo sea negaliw, ¿Cultl se¡la el ñecañlsño ñedio e el cual
los íñporlado¡es de vehlctlos, o cuslqulet otto lntercsado, podrln deJar sfu electo ln
obligaciófi co enida ei los añ{culos 8ó y 205 de la Ley Orydñica de Transpo.te
Te¡.est¡e, T4ánsilo ! Ségu¡idod yiol?"

I. An lecedeitcs, -

¡ .1. En el informejuridico No. SENAE-DNJ-2025-002s-OF, de 2l de enero de 2025, suscrito por
la Directora Nacional Juridica Aduaner4 subrogante, del Servicio Nacional de Aduana det

Ecuador (en adela¡te, "SEL4'') se citaro. los añiculos 305 y 425 de la Conslituc¡ón de la
República del Ecuadorr (en adelante, "CR "); 11,73 y 211 del Código Orgárico de la
Producción, Comercio e lnversiones! (en adelante, 'COPCI )i86f 205 de la Ley Orgiinica
d€ Tra¡spote Terrestre. Tninsito y Seguridad Vialr (e, adelanrc, "¿O77Srl"); I36 de l. Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucionala (en adelanfe,"LOAJCC)i
I I8 del Reglamento General para ia Aplic¿ció¡ de la LOTTSVT (en adetan¡e, 'RGLOTTST '):
7l y 73 del Reglamento al Titulo de la Facilitació¡ Adua¡em paü el Comercio del Libro V
del COPCI6 (en adelante. " Reglañerto al TFAC')i el articulo I de la Resolución No. 0O5-
20237, emi!¡da por el Comité de Comercio Eñerior (en adelsnte, "COM¿Y'), medianre la

! C RE- p,bhcda .n ¿ Res6h Oj.ial ];ó. ,ú9 th 20 ¿z ctobÉ d. 2o¡J3
: corct, pútnada a" et súptew"b del Reseo O¡.úl No. I t ¡ d¿ 29 d. ¿EEñbt. d¿ 2010.

' Lonsy publi.ado ¿ñ .l S"p¡¿ftñto ¡t¿¡ R.g'st¿ ol.tdl No 398 d4 '/ de asdto de 2008.

' Lt aJCC p,bl¡atla ú ¿¡ S.stt ¿o Sqteru¡to ¿¿t R¿esttu olc¡ot No 52 d. )2 ¿e Étlbrc de 2ff9-
' RALO'n|;r'. puthútu e. el Seg@lo Sqhwúo ¿.1 R¿sttuo Ofido! No t 1 & 25 ¿¿ Jú'o & )01 )
r Regbñeñto ¿t TFA., pubh.a¿a en e¡ §phñento rlel Resúna O¡cial No- 152 de 19 d¿ ña!ó ¿¿ 20t L

' R¿etuc¡óh Nd oo5-:023 publico¿" en el Resh¡to Olci.at No. 3OS ¡le 8 d¿ ru)a d¿ 2023.
hips!.Lta p,o¿t ¡angob e.^tp!M."t \ptóelt 2q2''U,Restrcoyoccyd ¡ n1N5-202]dI
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cual ese organismo estableció como documento de soporte a la Declaración Aduanera de
Importación para el consumo el "Cefiificado de Homologelció l/ehicular (CW),' o el
"Cettifcado de Ex.epcionalidatl a lo Homologaciók fehicular (CEHIT)". Con b¿se en dicho
marco nonnativo, concluyó Io sigúiente:

"Esrt! Dirección Naciokal Jurídica Aduañera contidera q e el Senicio Nrcioñal de
Aduana del Ecuadot, en ú u.l de las at¡buciones contenidat en el a ícltlo 211 det
Código Orgánico rle la Producción, Coñercio e Inyersiones, úo mantlene los
alr¡buclones poru eriñir a Io! impo¡lodoaes de vehlculos de la üesentación cooto
docurieúo de sopo¡le del Cetillcado de lloñolosació yeh¡culat o su
excepcionalidad. toda vez oue esta oblieotorieda¿ ho ,tace de lo odminÚ¡ació,t
aduarrera, siño de la Ler pet se. especlficornente los artículos 8ó | 205 de lo Let
Oednica de frans:po¡te Tefiestrc, Túrrsito t Sepu dad nal

Es íitpo ante destacar que el artículo 136 de la Ley Orgtin¡ca de Garontíos
Jurisd¡ccionales ! Control Constüucíonal establece de manerd claru que el control de
conslilucíondlidad de actos hormativos y adñ¡ñ¡strafiyos de catácter generol
corresponde exclush)ameñ¡e a la Corte Constit cional,

En consecuencia, la úñica foma en la qu¿ lo.t impo adorcs pueden levantar la
oblieatoriedad de pres¿ktación del Certifcado de Homololocióñ yehicltlar o rle su
excepcionalidad. es erclusilamente, med¡añte lo oreseníación ante la Corte
ConstitüciofiaL de una Acción de lncon i¡uctonalidad de los a l&los 66 v 205 de lo
Resolucióñ eñil¡da pot elComit¿ de Coñercio bteríor COMEX-

Es impona te rcsaltar que el Certifcado de Honologación VehicülaL erígido por e\ta
a&hinistración como docwnento de sopofle para la declarución aduanera de
iñporlación, es obligatotio por ñandato legal, y no pot un acto administrativo
particular El Senicio Nacional de .4duana del Ecuodo¡ a tiehe las atribuciones ni
competencias necesar¡as a e{ectos dr ¿ximir a los i oonadares d¿ yehiulas del
cumplimiento de la oresenlac¡ón del Certilitddo de Honoloeación yeh¡cular o su
exc e pc íonal idad' (énfasis añadtdo).

I .2. A fin de conta¡ con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 10594 y 10595. de
25 de fehero de2025, este organismo solicitó ala AgenciaNacional de Regulación y Control
del Transporte Terrestre, Tránsito y Segu¡idad Vial (en ad€lante, '7,\?'); y. al Ministerio de
Producción, Comercio Exte¡ior, InveNiones y Pesca (e¡ adeláinfÉ, "MPCEIP') que .emitan
su criterio j urídico institücional sobre la materia objeto de la consulta. Mediante oficio No.
10826, de l9 de marzo de 2025, se insistió en el requerimiento realizado a,a ANT-

l.3.Los requeímimtos efectuados fueron atendidos: , por el MPCEIP, mediante oficio No.
MPCEIP-MPCEIP-2025-0128-O. de 11 de ñarzo de 2025, ingresado en el coreo
institucional de esla Procumduía el mismo dia y suscrilo por el Miñistro de esa Catera de
Estado: y, i, por la ANT, mediante oficio No. ANT-ANT-2025-0243-OF, de 24 de abrjl de
2025, emitido por el Director Ejecutivo e ing¡esado en el correo i¡stitucional de este
organismo al sigüiente día. al que se adju¡ló el memorando No. ANT-DAJ-2025-1666-M, de
22 de abril de 2025, que contiene el criterio juridico del Director de Asesoria Juridica.
encargado. de esa entidad.
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1.4. El criler¡oju¡idico del MPCEIP citó los artícr¡los E2, 83 y 22ó de la CRE y 72 del COPCI y
conchyó:

"Al rcspecto, los cotnpeteñcias del Comlé de Corne¡cio Ete¡io, e§ón d¿tallados en el
o¡licalo 72 del Código Orydnico d¿ lo Muccbn, Con erclo e Inv¿rsiones. Entre
dbhas competekcias no se incluye la de intetpretat las atríbuciones de otras entidades
del sector público, ni detern¡nor en qué casos n inleresado podría dejar sin efectos una
obligación legal.

Por eslo razón, en seguimiento al attículo 226 de la Constit .ión, el Comité.le Coúercio
Exteior no podría pronutciarse al respecao, ya que no le han sido atr¡bu ias las
compelenc¡ds ciladas en el pórralo anler¡or.

Sin etibatgo, e ara¡ de contribuir con un crilerio en abslracto respecto a la consuka
realizodo, quisiero transmit¡t dos elecrentos que, basados ek las garañtíat y obligaciones
con¡en las en lo Constítuciói, puedek ser de iñpo ancia al moñento de analizar esle

l. El artículo 82 de la Constitución establece que: 'El derecho a la seguridadjurídica se

futulatneñta en el respefo a la Constitución y en la existencia de normqs jwdicas previos,
claras, públicas y aplicadas por los autoridades competentes.' , por lo tonto es obligación
de toda outoridad conpetente el aplicqr las normas jutídlcos que estén vigeúes.

2. Dicho principío coñstihrcionol esforia complementado pot lo dispuesto por el numeral
I del artlculo 83 de la misma Constitución, el clal prescribe que son deberes y
rcsponsabilidades de las ecualoriarras y los ecualorianos, el 'acatar y cuñplir la
Co stitroión, la ley y kü decisiones legítim.rs de autoridad competente'.

De esta mahera, en segu¡miento a los dos preceplos conslilucionales se colige que las
ño¡,rras Jarldbos que eslán vigeiles debea ser a?licados de ,none.o obligatoria po¡ los
aatoridsdes cornpelentes, a meios que exíldt decitiorr?§ legt¡rnos de au,otdad
cornpetenle que otdene algo disliiro con re§pecto o Lorma§ e§peclfrcaf' (énfasis
añadido).

l.s.Por su pare, el criterio juridico de la ANT cito los afícu,os 1,20,29,207,209 y
Disposición Transitoria septuagésima Cu¿rta de la LOTTTVS, asl como el articu,o 2 de
Resolución No. 005-2023, y concluyó lo siguiente:

"CTITERIO IURIDICO:

(...), en refercncia a la prineru pregunta se pwde determinat que lo Ley (»gánica de
Transporte Terrestre, Ttá$ito y Seguridad Vial le confiere a la Agencia Nacional .le
Regulación y Control del Transporte Terrestre lo obligoción de conferir el certificado de
homologación docunento que certifica a los vehículos, rcpuestos. eqripos, pattes !
pieza canple con todas las disposiciones de seguridad expedidas IW los organisños de
fionnalizació , es decir el proceso de homologación se encuehtra supedilado al
cumpliñien¡a de nonkas t¿ch¡cas que pem¡len wr¡liur que el prcdücto a comercíalizar
clt plo con garantias de seguridod de cowumo de esta manera facilitor el coñercio y
contribuir al mejoramienlo de los productos a comercializat en el caso de vehlcl/los y
parfes lo que pemíte garantizar par.imellos de segúidad víal lo que coñlribuye a rcduc¡r
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los índíces de siniesltu¡ e incluso en asryclos ambientales; obligac¡ón que ld LOTTTSI/
determino (sic) que ld Ageñcia Nacionsl de Regulaciót J Conl.ol del Trurrspo¡te
Tetesfie, Trónsito ! Segañdad naL como orgot kt to comperente pa¡a eñitit los
certifrcados de horfiologacün, co la Íínaluad que dicho documenlo gan tlice que la
imporlación !/o ertsomhlaje de veh[culos, rcpuesbs pattes ! pie?!r, cumplei con
garandas téct icos de idoneidad del pndrclo que ser¿ entregado al asuario finol.

El artículo 2l I del Código (»gáníco de h Producción, Comercio e Inyersioñes rcJiere d
lasatribuciones del Sistema Nacionalde Aduonas,delas atribuc¡ones enlistadas ek dicho
arlicu¡o ninpuno refiere o le conliere la poleslad de exonerar ñirleúh reouisito Daru el
inereso'¡ reqisto de oersonas, mercancían v medíos de t¡unsoorte (...1.

ConstituJéndose en una obligación legal el que el Senicio Nacional de Aduona wrifique
todas las.forn1lidades t requisibs para el caso d¿ impor¡acíón de vehículos es un
reqüisito legalñente establecido pot lo Ley Oryáñica de Transporte Terrestre, Tr¿nsito
y Seguriddd l/ial el contar co el (sic) Cerllicodo de Homologación Vehiculat (CHl/)
(sic) o el 'Celtilicado de ExÍepcioñaliddd a la Honologación Vehiculur (CEHI) según
correspokda eñítido pot la Agencio Nacional de Regulación y Contol del Transporte
Terrestre (sic) Tlahs¡to (sic) y Segurídad l'iol (ANT), señolatulo a lu vez el Código
Otgát ico de la P¡odacción, Corfiercio e Inveñlones eslablece que lo obligaclóñ del
Serv¡aio Naclonal de Aduana es la ye friación de r¿qulsitos aunque la emis¡óa le
cor¡esPofida d un ó¡gono di¡erenle de la Adñinirrraciór, Centol

En rclación a la segunda consulta, es necewfio in¿icor que co for e lo establece la
Consl¡ttción de la Repllblica es deber de los ecua¡orianos y ecuatorianas el acatar y
cunpl¡r con lo LOTTTSI/ en concordanc¡a con el a¡lculo 226 de la nísna norna (...)-
tn virtud de lo señalado la Agenc¡a Nacional de Transporte Tefiestre y Segtridad Vi.tl
cumple con las catnpet¿ncias yjAcültades d tr6,és de sus dependencias admini:ttratiyas,
mis¡nas que le faeron alribuidas po¡ dispas¡ción de lo Ley Oryánica de Tra$porte
fefieslre, Ttáhsi¡o ! Seguridad nal que se encuentan vigente v no eÍiste ninpuna
iorrna de ca¡ltcte¡ o¡ettrrico oae deterñine la oosib¡lldad de exitn¡. del celillcado de
hoñolo?ación t los lmoo¡tado¡es de whículos, reouestos, eouloo§, pattes » blezas:
cafiocetus l) ensamblodores oue rcouie¡an corne¡ciol¡zaa sus paoduclañ dentro del pals"
(énfasis añadido).

l.6.Finalmente, de lo expuesto se desprende que el informe jurídico del SENAE y los criterios
jurldicos del MPCEIP y la ANT coinciden en señalar que: , conforme el artículo 2l I del
COPCI, el SENAE no tiene competencia pam "e.rimir a los impofladores de vehiculos de la
presentación como doalmenlo de soporte del Ce iJicado de Homologacióñ Vehialat o su
excepc¡onalidad' por ser una obligación prevista en los aficulos 86 y 205 de la LOTTSV; y,
ii, l¿s atribuciones del COMEX se encuentran deteminadas en el a¡tículo 72 del COPCI y
que las noÍnas vigentes deben ser cump¡idas obligatoriammte por las autoridades
competentes,

2.- Anólisis. -
Con elpropósito de facilitar el estudio de la materia objeto de co¡sult4 el análisis desanollará los
siguientes puntos: i) Las competencias del COMEX como organismo rector de la politica
comercial; i, Las competencias de la administración aduanera; y. ii, Competencia de la ANT
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para la homologacióD de los med¡os, equipos y dispositivos de transporte. prevista en la
LOTTTSV.

2.1. Les competc¡ci¡s del COMEX coBo org¡¡ilmo rector de l¡ polltics comerci¡I.

Elañiculo 71 del COPCT establece que el COMEX es el "organiwo que oprobará las políticas
pliblicas nacionales eú ñatetia de política comerciol". Se trata de "¡r, cuerpo colegiado de
canic¡et inlersectorial pibl¡co, encargodo de lo regulación de todos ¡os asuntos y procesos
vinculados a esla nalelid'.

El articulo 72 del COPCI, por su parte, prevé entre las atribuciones del COMEX:

"a. Forrnulot y aprobar las políticas y estrategias, genetales y sectofiales, en rnltteria de
comercio exlerior de biefies y senticios, ,fomenfo y promoción de las expoflaciones, Ltsi

como des¡tlnar a los organisños ejecütores;

e. Regular, facilitar o testringir la expo acióñ, importación, circulación y tránsito de
ñercancías no nacioñales fii naciondlizadas, eñ los casos previslos en este Código ! en
los acuerulos inlernociotales dehida¡nenle rolilicados Nt el Eslado ectatoriano;
f. Ex¡tedir lat normas sobre registros, autotizacíones, doanentos de control prerio,
licencias y procedimientc,s de iñportación y erpo ación, distintos a los aduanen'
general ! sectorial, con inclusión de los requisitos que se deben cumplir, distintos a los
trómiles aduaneros (... )".

El primer inciso delartículo 73 ibídem prevé el "caróctet gehetul y de c-wnplimiento obligatoio
qw aptuebe el oryanísmo rector en maleria de polílica co erc¡a|", a¡¡avés de sus resoh¡ciones.
Adicionalmente, agrega qlre"Laforma y electos de los deñós ac,os que dpngbe el Comit¿ se¡tir,
regulados en el Reglon ento y se s jetarán a las ditposiciones de este C igo y a los rcuetdos
inteñdciokales debidamente ratilcados por Edador". Él segundo inciso del articulo antes
mencio¡ado señálá que la ejecució¡ y cont¡ol de las decisiones adoptadas por el COMEX
"corrcsponderd o los Minislerios y ot4onismos públicos competentes, de confortnidad con los
fimciones y deberes establecidos e el Redqtneúto, asi como en las rcsoluc¡ones que expida este
mismo organisño" , y qlJe la Secreta¡la Téc¡ica del COMEX super,,/isará el cumplimiento de sus
disposiciones.

Adicionalmente, el articulo 74 del COPCI establec€ lo siguiente:

"Los M¡nisterios e instituciones públicas responsables de la adrnik¡ttación de
autorizaciones o procedi¡fiientat previos a la importacíón o exportación de nercdncias,
eñ üateria de salud pública, ambiental, sok¡dad anímal y vegetol, regk erltación téchica
y calidad, patrimonio cuhwal, control de estupdacíentes y sustoncias psicotrópicas, !
otras nedidas relacionodas con elcoñercio, ejed¿tanin dichasfuncic,res de conformidad
con las políticas y norma¡s que adopte el organismo rectot en materia de polítical
comercial Estos organismos ,to podráñ aplica n¿dldas odmlfiistrativas o t¿cnlcas
relacio¡adas coü el corterclo, que no halan sido previarneite cooadlña¡las con el
orgathmo ¡eclot ei ,iqteria d¿ politica corrre¡ciol' (énfasis añadido).

De lo expuesto se obse.va que: , el COMEX es el organ¡smo intersectorial que aprueba las
pollricas públicas nácionales en materia comercial y regular los p¡ocesos relacionados coñ la
impotacién y €xportación; ¡, conesponde al COMEX regula¡, facilita¡, o restringir la
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importación. circulación y tánsito de mercancías no nacionales ni nacionalizadas, asi como
regular, entre otros,los documentos de control previo, !icenciasy requisitos que se deben cumplir,
distintos a los Fev¡stos específicamerte psra drnites aduaneros; iii/ sus resoluciones so¡l
obligatorias y generales, y deben sujeta¡se al COPCI y a los tratados intemacionales vigentes; y.
iy) las ent¡dades públicas con competencia en procedimientos previos a la import¿ción o
exportación deben observa¡ Io dispuesto por el COMEX en esta meteria de política comercial.

2.2. Le Administració¡ Aduá¡ers ylas competerciss del SENA-E, -

El ariculo 205 del COPCI señala que e¡ '\eryicro de aduana es una potestad pública qw ejerce
el Estado, a trsy¿s d?l Ser.¡icio Nocional de Ad ana del Ecuador". E¡ el inciso segundo del
referido articulo, describe que la Aduanatiene como objeto:

'facil¡¡ot el cornercío ¿rter¡or y ejercet el contol de la entrado y salida de mercancía¡,
unidades de cdrya y nedios de transporle pü las fronteras y zohas dduatera¡ de la
Repúbl¡ca, asl coma quienes efectúen acfividodes directa o índirct:tamekte rclacionadas
con el ltuifrco intemacional de mercatcíos: determirar y recaudar las obliguciones
aduaieras causadas por eÍecto de ld inporlación y exportación de rnercdhclas, cúforme
los sislemas preyisf(E e el códi4o bibutario: rcsolver los rcclomos, tecutsos, peticiones
y consultas de los iñteresados: prevenir, perseguit y stmcionar las infracciones
aduañeras: y, ei generol, las an¡buciones que le son propias a las Administraciones
Adüahetus en la konl,tdlíva odoptado por el Ecuador en los convenias internacionales" .

El articulo 206 ibidem señala que le codesponde al SENAE la ejecución de la política aduanera
y la expedición de norm¿s necesarias p6ra su aplicacióo. Compleme¡tariamente, el anículo 207
del COPCI Éconoce que la potestad aduanera "es el conjffito de dercchos y atribuciohes que lat
nornas stpranacionales, la ley y el reglamento otorga de rfianera pri.taliva al Sanicío Nacionol
de Aduana del Ecuadü para el ainpliñiento de sus fines" .

Asl, según el afículo 208 del COPCI, "Las ñercancios, los ñedios de tronsporte que crucen lo
frontera y quienes efechten actitidades ditecta o ¡ndiectanente relacionodas con el trófco
ihtetuacíoñal de mercancías, esrán sujelos d la poreíad nduañetu" (énfasis al'adido).

A su vez, el artículo 209 ibidem determ¡na que, tanto las merca¡cías de tñlfico intemacional,
como aquellos "comerc¡antes" encargados de éstas. están sujetos a "¿/ c¡rñplifiiento de todas las

fomalidades ! requisilos que regulen la enlruda o salida de personos, merca cías, y medios de
trunsporle; el pago de los tribttos t demái grurómenes exig¡bles", ncluyendo aquellas que por
mandato legal o reglamentario, su control o recaudación cor¡esponda al SENAE. aunque sean
exigibles por parte de "diferentes órganos de la Administrución Central o a dist¡ntas
adñ i ní s t at i one s tr i b ut a r i as".

El articulo 2l I ibídem estabiece las atribuciones del SENAE. enEe ellas:

"a. Ejercet vigilancio sobre hs personas, mercancías y edios de íansporte en las mnas
primaia y secandar¡a;

(...) I Coor.linar sus actividades con otas entidades u organismos del Estado o clel
exterior, requer¡¡ de ellas ¡nformación, y proporcionársela, con relación al ingrcso y
sal¡da de bienes, medios de transporte y personas en lerritorio ecüatoriano, así coño a
las acti,ridades económicas de las personas en el Ecu¿dor. Resryclo de lo información
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que proporcione o rec¡ba el Senicio Nacional de Aduana del Ecuador, el destinatarío
guatdofti la misma resewa que terría la pe$ona o enli.lad responsable de dicha
informaciók:

(...) ¡. Regulat y regloñentar las operociones oduaneras derivadas del desarrcllo del
coñetcio inlemacionaly de los re§menes aduoneros a:1m cuando o eslén exprcsaDtenle
detetutinadas en este Código o su reglomenlo".

Por otra pane. el inciso segundo del aniculo 212 del COPCT i¡dica que el SENAE posee "/as
competeñcias tecnicoedrhinistratbas, necesarias para llettar adelante la plandtcación y
ejecución de la polílica arluanerd del país y para ejercer, en forma reglada, las Íacultades
tribularias de delerrníñacióú, de rcsolución, de sanción y reglamentaria en ñateia a¿uznero" .

Finalmente, el aficulo 73 del Reglamento aITFAC establece que, sin perjuicio delos documentos
previstos en esa nonnativq "deberán acompañar a la Declarución Aduanera los dertuis
documentos necesuios para la apliatción de Lu dispuiciones que reg)lan el réginen adüonero
declarada y los que sean ,nandotorios de acuetdo a las io¡rfies taclonales e intenaclonales a
que hub¡erc lagal' (énfa-sis añadido).

De lo expuesto se obseNa que: , la titulaidad del servicio de adua¡a la ejerce el SENAE, el cual
debe coordinar cor otras entidades u organismos del sector público, con la finalidad de facililar
el comercio exterior y efectuar el control de la enrrada y salida de mercáncias; i, la ejecución de
la política aduane¡a y su ejercicio, así como el ejercicio de la potestad aduanera, le coÍesponden
a la SENAE: ii, las mercancfas, medios de tra¡spone y personas rclacionadas con el comercio
intemacioral estlin oblig¿dos al cumpl¡miento de los requisfos legales para el ingreso o salida del
pals, conforme Ia polestad aduanera del SENAE, adenás del cumplimienlo de regulaciones y
p¿go de tributos exigidos por otras entidades del Estado, cuyo conüol ha sido asignado
reglamentaria o legalmente al SENAE.

2,3. Coúpetenciá d. l¡ A¡{T cotr relsción ¡ la homologaciótr de m¿dios, equilos y
dbpositivos de tr¡Nporte preüsts eo l¡ LOTTISV. -

El arlísulo I de la LOTTTSV establece que esta norma tiene po¡ objeto "/a otganización,
plan¡fcación, fomento, rcguloción, modernizac¡óñ ! control del Trunsporte Terrestrc, T insito ))
Seguridad nol' .

El artículo l7 de la LOTTVS señala que la ANT es "tao entidad de confrcl y rcBulación técnica
del tra$pone ¡eftestre, lránsito y seguridad vial, la misma que estorá u*crita al Ministeio del
seclor y será regida por n Direc¡otio (. . .\" . Al respecto, el articulo 20 ibidem señala entre las
airibuciones del Di¡ectorio de la ANT:

"(...) 2. Esrable@t las regulaciones de carácter nacioúal en materia de tansporte
terresíe, tráns¡to y seguridad viol; controlar y aud¡tar en el áñbito de sus cotnF¡etenc¡as
su cumpli¡niento por purte de los Gobiemos Aulónomos Descentrolizados, de acterdo
con el Reglamenlo que se erpida paru la prcsente L¿y;

(... ) ó. Aptobü las norñas lécn¡cas en el marco de las pol¡ticas piblicas nacionales pora
la aplicacióñ de la presente LLa y su Reglamento General:
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(...) 11. Aptohar las normas de homologacíón, rcgulación y contnl de los medíos !
sistemas de transporle teüestrc, tráh\ito y segwidddvial, en e¡ ámbito nacionaf'.

En cuanto a lahomologación de los medios, equipos y dispositivos de transporte, el incisoprimero
del articulo 86 de la LOTTVS est¿blece la obligatoriedad de contar con "el ce¡tfuado de
homologaciót " ototgado Wr la AllT "corn rcqahüo obligato¡io p¡evio al ingreso al pals ! sa
comerciallzoción, de ucue.do con el rcglamenlo espec|ico", reglamento que "d¿¿etá prever las
occiones de control ! saficíón sobrc quienes no acalen la prcsehle d¡sposició , lanto e su
iñporlación, como en sü comercializoc¡ón o uso" (énfasis añadido).

Adicionalmente, el inciso segundo del artículo 86 de la LOTTTVS señala que "¿/ p/oceso d¿
homologación de los vehículos, medios, dis¡xtsit¡vos v oplicatiws de transpor¡e terrestre y
lránsito a nivel nacioúal, s¿ ekcluará en coordinac¡ón con los organisños compe¡enles e
ihcorporurá los más altos estándores de nomatividad iñternacional de ac ¿rdo co el
?egl@neñto cofiespondi¿n ¿" (énf¿sis añadido). El inciso final señ'ala qtret "Poro el coso del
lrdisporte regulado ,nediante acuetdos o convenios ilterrracionale§, se deberd tenet en cuenta
las dhposlcloñes corrstantes en estos instruñen oc' (énfasis añadido).

Por sü pane, el artícu,o I 18 del RGLOTTTVS agreBa qse "Preeio a irnportc¡ an vehlculo de
lra sporle terrcslre, debetá coilarse coñ a cerli¡icddo de homologación" olorgado por la ANT
y qve "Al momehto de ñaticular ü vehícülo se deberá contor con un cetilirado de
homologocióñ del mismo" (énfasis añadido).

Los a¡tículos I I 9 y | 20 ibldem est¿blecen que para la obte¡ción del certificado de homologac ión
único otorgado por la ANT esle o¡ga¡ismo 'erpedini el Reglanento General de Homologación,
en coordinación con las a toridades corresy)nd¡entes, el mismo que seró de cumplimienlo
obligatorio en el terrilorio ecuotoriano" y 9üe el mísrno "en coordínación con el Mínisterio de
lndustrias y Ptod clir¡dad y el lns¡ituto Ecuatoridno de Normolización. deberó establecet la
estrucfuru téc ica, l¿gal y eco óñica de aplicac¡ón, bai) procedimienlos que no afeclan los
ocuerdos del libre conercio de productos en¡re palses".

En cuanto a la'?evisid, Técnica Vehicular ! Homalogaciones". el af¡culo 205 de la LOTTVS
señala que "¿¿s inpofioalores de |ehícult 9, repuesfos, eqúpos, patles y piezas; carncens y
ensambladores, podrón comercialízarlos síenpte que cueñlen con el certificado de
hoñologación" ernttido por la ANT que certifique que el modelo del vehiculo "cuñple con todas
las rlisposicio es de seguridad expedídas por los organismos competen s§". Al respecto, dicho
afículo ac¡ara que ¡as acciones de control que se derjven de su incuñplimiento se sujeta:n al
reglamento correspondimte y que Ia obtención del cenificado de hoñologaaión"seú requit¡¡o
prcvio a la inpo¡laciót ! matriculaclón de unlddd¿s v¿iicr,ror¿s" (éñl'asis añadido).

Finalmente, el articulo 207 de la LOTTVS faculta ala ANT para"adoptar las ned¡das necesarias
para la homologacíón de materiales t disposítivos .le tránsito ! scgwidatl vial" p a
"homageneizarlos v gara tízar a los üsuaríos condiciones óptiñas de operac¡ón, cot rpatíbilidad

¡- cumplímíento de normas úac¡onales e intemacionales, así como las mejores preslatciones en sú

En comp¡€mento, en el oficio No. 09723. de ¡ I de dicier¡bre de 2024, eía hocuraduria recordó
los principios de jera4uía normativa y legalidad. deslacando quei
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"Respecto a la posibilidad de nodifrcac¡óú de una ley orginica pot disposicíón de @1

rcglañento de rango ínferíoa Eduardo García de Enteftía y foñós-Ramón Femtindel
señalah que:

'El rcglamento, en cuarrto norma subordinada a la ley. no puede contadecir el
contenido de ld ley. Su áñbilo de actuación estó necesariamente limitado lmr lq ley
qae lo aütoriza. Cuolquier disposic¡ón redamenlaria q e conüavehga la ley es. por
tanto, nula y carcce de efecros juridicos.'

Asiñisño, la Co slitúción de la Repúblíca del Ecuador prevé con somera clar¡dad como

facúhad ptiyatiyo de la Asonblea Nacional;

"Arl. 120.- La Asanblea Nacional tendrá lds s¡gaie tes dttibücíones y deberes,

adeñás ¿e las que detemine la ley:

6. Expedir, codiJicar, rcÍortnot ! detuga¡ las leyes, e interyretarlds con carácter
generalmente obl¡gatoio 1..r " (é¡fasis pertenece al texto original).

Asi ehtonces, 16 pr¡ncipios de jerarquía noniatíva y legalidad, delimlan las potestades

reglamentafias y subordlnoa al reglaúe lo ol desarrullo ! coic¡eción de lo
preceplaodo en la ley, sin qte oqaello se l¡adv?xs el la poslbllldtd d¿ "r{o.rna¡" o
conLadec¡r ditposlc¡ones o lnclas¿vé plazos dados por le!; lac had qle es

exclusivamehte reservada o la Asamblea NacioDal' (énfasis añadido).

D€ lo expuesto se concluye que: , la LOTTTSV otorga a la ANT la facuhad de reglamentación
técnica y de control; asu Directorio ¡e compele establecer regulaciones a nivel oacional, inclu¡das
aquellas referentes a homologación, regulación y conúol de los medios y sistemas de transporte
terrestre, tÍi¡sito y s€güridad vial; r, la LOTTVS establece Ia obligatori€dad de contar con el
certificado de homologac¡ó¡ de los medios, equipos y dispositivos de tra¡sporte otorgado por la
ANT como requisito previo al ingreso al país, requerido para su comercial¡zación y
matriculación; ii, dicha obligación tieñe sustento en una norma o.gánica, cuyamodificación solo
puede ser dispuesta por ¡a Asamble¿ Nacional; y, ¡, la ANT, como e¡te técnico, regula el
procedimiento para la emisión del cert¡ficado de homologación en coordinación con otras
autoridades competentes.

3.- Prctrutrciamie¡to. -

En aterción alos términos de las consultas seconcluye que. según lo previsto en los atículos 86,
205 y 207 de la Ley Orgá¡¡ca de Transporte TeÍestre, Trá¡sito y Seguridad Vial, el Servicio
Naciona¡ de Aduana del Ecuador no t¡ene compe¿encia para regular, modificar ni exonem¡ la
presenÉción del certiñcado único de homologación de los medios y sistemas de t¡ansporte
terrestre, tránsito y seguridad vial, en el ámbito nacional, como requisito obligatorio previo a su
importación y matriculación, por cuanto Ia reforma de leyes org¡inicas es facultad paivativa de la
Asamblea Nacional.

s Fi-do e*,ío d" Eñ*i"t To,Át-R¿ñón Fetui,1&,. c@b d. D.rhho,t.b,ttust¡diw. I { EA.¡o. E)d¡tqtol Ciei¡as. Nalad.
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Asimismo, las rEsoluciones emitidas por el Coririré de Comercio Eñerior, en el ejercicio de las
competencias establecidas en los litemles a), e), 0 e i) del articulo 72 del Código Orgánico de la
Prodlcción, Comercio e l¡versiones, son de carácter general y de cumplimiento obligatorio en
materja de politica comercial. Las pollt¡cas y normas adoptadas por este o.ganismo deben ser

observadas por todas las entidades y organismos del Estado, en el ma¡co de srrs comp€tenci¿sl en

concordancia con lo prcv¡slo en los aficulos 73, 74 y 205 ibidem y I 19 y 120 del Reglamento
General para la Apl icación de la Ley Orgánica de Transporte Tenestre, Tránsito y Seguridad Vial ,

EI presente pronunciamiento es obl¡gatorio para la Administración Pública y se limita a la
inteligencia y aplicación general de norm¿s jurídicas. Su aplicació¡ a casos institucioná¡es
específicos es de exclusiva responsabilidad
pública que lo aplique.

la enlid¿d consultanle y de cualquier otra entidad

. Juan Carlos Larea Val
PROCIJRADOR G ESTAIX)

9
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Ediñ.¡o 
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Pl.z.
av. añ.en.r N¡9¡2! y Arfzag.

C.C. Ja¡añillo C.
DE PRODI1CCTÓN COMERCIO EXIERIOR. INVTR§IONES Y PESCA (MPCE¡P)

PRf,SIDü,I\"TE DEL COMITÉ Df, COMERCIO EXTER]OR {COIÍEX)

lng. Alejúdñ José Lscúo Pma
DIRECTOR I-JECI.ITWO DE LA AGENCIA NACIONAL DE REGTILACIÓI.i Y CO:\TROL DEL
TRANSPiORTE TERRf,STRf,, TR{NSITO Y SEGTXDAD VLAL (ANT)

Ab. Iosé L.onardo Neiñ Rosero
DTBECTOR Rf,GIONAL I DE T,A PROCURADTTRÍA GENERAL DTL f,STADO
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Abogado
Diego Romero Oseguera
RXCTOR
I]NIVERSIDAD DE Sf,GIJRIDAD CTUDADANA Y CMNCLA.S POLICIALES
Presente. -

De mi conside¡ación:

Mediante oficios No. USECIPOL-RECTOR-2025-008, de 26 de marzo de 2025, y No.
USECIPOL-RECTOR-2o25-045, de 1l de abrilde 2025, ingresados en elcoreo institucio¡alde
la Procuraduría General del Estsdo, se solicito la aclaración del pronunciamiento contenido en el
oficio No. 10650. de 05 de ma¡zo de 2025, en los siguientes términos:

"1. La czsiób de derechos que cohriene la lransfe¡encia del aloriit io sunte efecto como
tílulo lrdslaticio hosta qae e}.ista el perfeccionamiento del dor inio co fomre a ld
tradicién de los b¡enes irrmueble§".

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

l. Artecedeútes. -
1,1. L¡ consulta e i¡fo¡mejuridico de la Universidad de Següridad Ciudadana y Cietrcias

Policiales -USf,CIPOL.

Mediante oficio No. 10941, de 1 de abril de 2025, este o¡ganismo solicitó que se remita, en
dosumento independiente, el informe juridico debidamente fund¿metrtado por parle del Asesor
Jurídico de la Universidad de Seguridad Ciudadana y Ciencias Policiales (en adelante
''usECtPoL").

En atención a lo solicitado, mediante oficio No. USECIPOL-RECTOR-2025-045, de 11 de abril
de 2025, ingresado en esta i¡stitución el mismo di4 se adjuntó el crirerio juridico No.
USECIPOL-SG-2025-002 suscrito por elAbogado Asosor de la USECIPOL.

La consulta inicial contenida en el oficio No- USECIPOL-RECTOR-2025-004. de 8 de enero de
2025, planteó lo siguiente:

al. 
¿De con¡o idad con el a¡d.ulo ll3 de la Ley Orgálíca de Etlrcación Supe¡io., una

cesión de de¡echos p¡evkta ea el arículo 1627 ! el tulo )(XIt/ det Cótligo Civít que
contemple la cesión rk dercchos de dorninío - es tltalo süflciente para la satislacclón de lo
obligaciót coülehidÁ en el oñlculo ibí¡lem, esto es,la t¡ansfsencia .d ¿stu el ilominio de
torlos los biercs ! rccaños que sin'ient de $ustefito pa¡a ta solic¡aad de c¡eación,?".

El informejurídico que se acompañó a dicha consult4 contenido en oficio No. USECIPOL-SG-
2025-001, citó los a¡ticulos 113 de Ia Ley OrBínica de Educación Superior (en adela¡te,
"¿OES '); 718, inciso tercero, y 1627 del Código Civil(en adelante. "CC"). con fundamenro en
los cuales analizó y concluyó Io siguiente:

-

Edificlo Aña¿oñ.s Pla¿o
Av. Amázonas N39¡23 y A.izágaI

ñ
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,,C R]T ERIO I NSTITUC IO NAL:

Es el c.iteño jurídi.o de la inrtitución que el artículo I I 3 de la LOES cantempla la obligación
de trans[etir el don¡nio de todas las bienes y rccursos qu¿ s¡niercn de sustento paro lo
solicitu.l de creación una institación del Sistena de Edacación Superior, oblícación que a la
tuz del oiictlo 718 del Códiga Ctuil p1lede umpl¡tse nedianÍe la ulilización de ottus títubs
translaticios de doninio caño la ce.sión de derc.hos y otros similares".

1.2. El pronunciamiento de Ia Procuraduría General del Estado

El pronunciarniento de este organismo contenido en eloficio No. I0650, de 5 de marzo de 2025.
analizó que la cesión de derechos contempla la posibilidad de transm¡tir, por parte del cedente,
derechos personales o reales a un tercero llamado cesionario, ya sea a tifulo g¡afuito u oneroso.
Se indicó, además, que todo acto de traslación de dominio debe ser elevado a escrifl¡ra públic4 e

¡nscrito en el libro correspondie¡te del Registro de la Propiedad del cantón donde se ubique el
inmueble.

Asi mismo, se concluyó que:

''conforme al artíado llj de La LOES y los artlc los 686 y 691 del CC, las entidades
promotorús de fiuelas w1¡,e idndes o ¿scxelas pol¡t¿cnicas crcados por l¿y ¡lebefl tañf¿th
denno .lel plazo establecida en su noüna de crcación, la propietlad de los biene.s y rccursas
qL¿ rcspaldúrcn su solicit d de creación. Esta trunslerencia puede realizarse mediante una
cesión de derechos, s¡et pre qae dicha ce|ión inchrya h ¡ra$nisión de tados los derechos
reales inhercntes al doninio de un ínnueble, ha,\ta su petfeccionaüiento y rceisto en el
Registo de la Propiedad. Pot últino, respecro al aúiculo 1627 del CC, no resuka aplicable
en relación con el altículo I I 3 de lo LOES, dudo que no existe a rcla.¡ón de d&dot, acreedot
y tercero en¡re el Ministerio del Interior la Palícía Nacionol y la USECIPOL '.

2. El pedido de aclaracién. -

El criterio juridico emitido por la USECIPoL citó los artículos 603, 686. 687, 691,102|' y, 691

det Código Civilr (en adelante, CC"); y, 113 de la Ley OrgriLnica de Educación Superiol (en

adelante "1,O¡S'), con fundamento de los suales analizó y co¡cluyó lo siguiente:

"2.ó. En razón de estd d¡stinción ex¡slente en naes¡ro oñenamiento jurdico entrc títúlo
translaticio .le doninio y modo de adquirir el do tinio, se dislinguen dos siÍuaciones jutídicas
indepen.lietues que, e el caso de los bienes raíces, tienen lugat en dos oñentos distintos: El
prinero, es el acto o contatu nanslaticio d¿l doninia de n inmueble, q e por reglu general se

produce coñ el otorgañiedo r:le la esctítura pública ¿otespandietue (de conpra\)enta, permuta,
donación, cesión de .llrccha' ¡on§@ción, etc.) : el segundo, es al vetilicatse el Modo de
Adquisició del rloa¡nio, qw se proúrce al ¡|l¡ct¡bbse en el rcgistro de la ptopiedad el tít lo
translaticio de don¡ io.

(...) 2.8. En dicha disposición se inpone la obligación de "ransfetb a lo institución ¡lel Skrema
de Etucación Supüior el dominio de todos los bíenes t rccurcos que sinieron de sustento para
la solicitud cle creacióL Es dec¡r, los Patracinadorcs .le la entidad de nuew educació sup¿riot
tienen la obligación de enítir el acto jurídico de nansfere c¡a, ¿lcüal se naterializo e el Título
ba,§latício de Doninio (esc.itura piblica de conprawnta, Donución, Cesión de Derechos,

fwlsdcción, etc).

1CC, publLa.da en ¿ I S,pb entodel RtExna OJiaa¡ ia.,16de 21d¿jwiade 2A05.
1 LOES. pablia¡fu en el Supletunto d.] Resistu Olcial Na 29¿l de I 2 d¿ dtube .lP 2A l2

i ,1.

34



-
tilt uTll

^ 
Edificio Añázoñat Pláz¿

V Av Amazon¿sNr9 123y^izaq¿

ANI'IE¡SID/ID DE SEGÜRIDAD CTUD,IDANA I CIENCIAS POUCULES . USECIN'L

2.9. La a.úluisición por paie ¡lel Ttadente, a su w4 es ana situación posteriot, que se producirá
uka tez que el Títula Tt islaticio de Doninio se insüiba en el RegisÚo de la Prupiedad,
¡nscripción que -en cuo ta a tiempos-, depende del funcionario ¿ncaryado de la ofcina púbtica
rcgistral del canrón corresponrl¡ente, y o a las partes, a la,\ cuales no le son imputables los
tiempos que tome d¡cha inscipción.

2.10. Es rlecn, los Patrcci adores de la nuew inst¡tu¿ió educati.ra debeún enitir el Títuk)
Trunslatiyo de Doninio en e|¡érmino de 90 días señalado enel afiículo 113 de la LOES. El tienpo
We eL Regisrrador de la Ptopiedad se tane para el análisis e insüipción del ac¡o o contrata nt)
et imputr¡ble d bs nencionados Pattocinarlorcs ni a los ntulares de la entidad de educación

2.11. Como releión, acotanox que, §i por algma razón el Registradot negare ld insclipción,
ante dicho negatba puede interponene acción judic¡dl ade jue. de lo ciyil, nl tenor de la Le! de
Registro. Los plazas que tone djchaacciónjudicial no pueden ser imputables ü las Patrccinadorcs
¡le la mew institucióñ educatila ni a sus titularcs, en todo clra.

C Rl TE NO I NST ITAC IO NA L :

Es el ctiteñojürí¿ico de nuestra ¡ns¡itución que la obligotión inpuesra a las sujetos setialados en
el artírulo ll3 de la LOES, se cunple con la eüisión del Tí¡ulo Trunslat¡ro de Dominio
correspondiente (Cotnp »enta, Do acíón, Cesión de dercchos, u otra sín¡lat de'los señilados en
el ütícltlo 713 det Códiga Civ¡l). A su *2, lo T.adición del derccho.le ¡loninio se rqilica con Ia
incripc¡ón del ind¡cada Tírulo Translatiyo de Doninio en el Regktrc de la Propiedad del can¡ón
coftefpotulle te, por lo rye el t¡empo que esta entidad se tome para la insc pciófi, úo selá
ímpu¡able a los patucinülorcs de lo nuew institución del Sis¡emo de Educación Superior ni a s s

3. ADálisis. -

El pronunciamiento de esta Procu¡aduría contenido en el oficio No. 10650, de 5 de marzo de
2025, examinó las normas rcferentes a los modos de adquirir el dominio, con especial énfasis en
la tradición, asi como los elementos necesarios para sl perfeccionamie¡to de actos traslaticios de
dominio. Con base en ello, se concluyó, principalmente, Io siguiente:

i. El ordenamiento jurídico ecuatoriano establece como modos de adquirir el dominio la
ocupación. la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción,
según lo previsto en el artículo 603 del Código Civil.

ii. La tradición lEouierc como presupuesto eselcial la existetrcia de un título traslaticio
49j9!qigi9¡ como en efecto señala el artículo 69i del CC:. "un título trunslotivo de
dominio, cor o el de wnta, permuta, donució , efc. " (énfasis añadido).

ir: De acuerdo con el articulo 702 del código ibidem señala expresamenteqüe I¡ tradición
¡lel ¿omi}¡io de bie¡es rzice§ se oerÍetcioí tá t'por la inscripción del titulo e el libro
co¡respondiente del Reeislro de la P¡opiedad " (énfasis añadido).

¡y. Por otra parte, esta entidad señaló en el oficio No. 10129, de 21 de enero de 2025. que
"( 1 el attuukt I de la LP contempla que la insoípcíón de los inslnt entos púhlicos,
titulo.e y demós docatfientus que la ley exige o permite que se inscriban en los legistlos
coftespondientes, tiene principalmellte b! §iguientes objetos; ^a) Set-rír de ,nedio le

I R- pübh.oda ?a ?, P?pt.¡"'¡. úl \".' )o a? ¿1 d" 
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t odicióñ del doriirrio de bienes ruíces y de los otros derechos reales cot slituidos ea
ellos " (énfasis añadido).

!. Por lo cual se concluyó que la tradición de un inmueble rcquiere la entrega del bien, así

como un título traslaticio de dominio (entre los cuales puede enconha¡se la cesión de

todos los dercchos que componen el dominio) el cual, para su pedeccionamiento debe ser

elevado a esüitu¡a pública e insqito en el libro co¡respondiente del Registro de la
Propiedad pertinente.

4. Aclareción del Pronutrci¡¡nierto. -

Luego de a¡alizsr los argumentos prese¡tados la su solicitud de aclaración, la Procu.aduría

General del Estado ratifica el contenido del oficio No. 10650, de 05 de rnarTa de2125.foda\ez
que no exisre oscuridad en el mismo.

Abg. Juan
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Quito, D.M., 0 5 JUN 2025

Magister
María Josó Pinto Conzález-Artigas
},ICEPRXSIDENTA DE LA REPUBLICA DDL ECUADOR
Presente. -

.l

De mi consideración:

Mediante oñcio No. VPR-VP-2025-00005-O, de 6 de mayo de 2025, ingresado en el correo
institucional de la Procuraduría General del Estado en la misma fecha. se formuló la sisuiente
consulta:

"¿De confomidad con el ar1íc.tlo 23, lilerul b) ¿le ld Le! Orgdnica del Servicio
Prlblico, coresponde pagar la remuhe rc l|, benelicios laborules ¡ aportes a la
segufidad social, a un serridot público de eleccióL populat que tiene impeümenlo
de ejercer un caryo público peru que no ha sido deslituido, rumotido o culo
mandato ,to eslá rcrocado?'

Frente a lo cual. se manifiesta Io siguienfe:

l. Antecedentes.-

Del oficio remitido y los documentos adjuntos se desprende que:

l.l.El infome jurídico contenido en el memora¡do No.VPR-DAJ-2025-0057-M, de 28 de
abril de 2025, susc¡ito por la Directom de Asesoria Juridica de Ia Vicepresidencia de la
República del Ecuador (en adelarle "Vicepresidpncía'), citó como fundamento los
artíc¡Jlos 33,34,226,227,229.233,326 r¡uI¡.erales 2, 3 y 4, y 328 de la Constitución de
la República del Ecuadorl (en adelante "CR "); los axtículos 3 numeral 1,22 literales b)
y c),23 literal b),24 lite.ales l) y p), y las Disposiciones Cenerales Tercera y Decima
Octava de la L€y Orgánica del Servicio Público2 (en adelante "LOSEP"); e1articula 279
de la Ley Orgrlnica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador,
Código de la Democracia3 (en adelante "CD"); los articulos 3, 5 numeral 1, 3l y 40 de
fa Ley Orgánica de la Cont¡alo¡ia General del Estadoa (en adelante "LOCGE"); y,
artículo 9 del Acuerdo Ministerial No. MDT-2023-067, de 18 de mayo de 2023, que
con¡lene la "Noma paro el Registto y Rehab¡litacióh de Prohibiciones, I habilidades e
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lágl¡o,2

I¡hpe(límentos legales para Desempeñar Cargo Público"s (ei adelarlte "Norma para la
Rehabilitacíón "), con f\¡ndamento en los cuales amlizó y conoluyó lo siguiente:

''(...), ela ¡culo 1l de la Ley Orgánica de Servicio Públíco señala que cotrespohde
la remocióú de los seryilores públícos impedidot de serlo, s¡n que se hdgd distinción
de si se trata de un digtatario o de un sen)idot que ingrcsa al sectot media te el
sistefia de seleccíóny designacíón preyisto para elefecto, sin petüicío de esto, g!!!
cqso planteado. ol dishatario coh suspe sión temporal de eiercicio ¡lel caruo
oúblico ho se lo ha rerrrovido ¡lel careo ni lamooco se le ha Íetocado el Do¿eh eh
lal sentido su calidad de dis alaio ,ro ha eornbiddo o extinsuido. perc sí se la (s¡c)
iupos¡bil¡dad elejercicio de su cargo-

Efi cua to a las remuneracíones y demás benejicios del digflatorio del cuso
pla leado, es imporfante considerar que el derecho a rcc¡bit ú1a remureración esfá
prcleqído por úormas ínternacionales, mismas que al trutarse de matería de derechos
humanos son patte del olde afiíefito jurídico clel Ecua¡úor- En su contexto amplio, la
OIT prevé lo prohibic jt de disoohet de foma alquna de la libe ad de un
trdbaiadot de disDo er de su sala o. tal es dsí oue. este o ouede ser embareado,
cedido o limitado exeeplo efi los casos deleft ihados eh la lesislación naciorral. aue.
pura el efeclo, en el Ecuador. estd suoedilado a las fü ciones oae este campla un
disrralaio.

No obstante, un diqnalo ocon imped
su calidad de disnala o ra oae esle o ha sido rcmovido o ,ro hd prucedido h¡
rerocatoia de poder, lr su remunerución v defiás beneliúos laboroles, los (s¡c) que
le permitirá desarrollarse ecofióm¡cay sociabteite, siix a:fectar su estiloy calídad de
vida, debe seguir reconoc iéndosele.

Conclusión

En conclusíón, al amparo de los antecedentes, normus citddas y análisis efecfuado, ),
loda wz que, es una obliseción leeal garuntizü el cuholirniento v resoeto de los
derechos laborales de los dishatarios. es c terio de esta Dbecció de Asesoia
Jatídica oue se cancelen las rcmane¡aciones v demtis benelicios laborules u ouien
aún coa impedirrresto de eie¡cet un caruo público no ha De lido su calidad de
disnataio" (el énfasjs me sorresponde).

l.2.Clon el objeto de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 11339,
11340 y 11341. de 6 de mayo de 2025, la Procuradu a General del Estado solicitó al
Mjnisterio del Trabajo (en adelante "MDT"); al Ministerio de Economía y Fina¡zas (en
adelante 'MEF'); y, al Consejo Nacional Electoral (en adelante "CNE ") que remitan sus
criteriosjuridicos instiÍucionales sobre la materia objeto de consulta.

1 .3.Posteriomente, con oficios No. 1 1509, No. I 1535 y No. 11536, de 20 y 21 de mayo de
2025, respectivamente, este organismo insistió en los requerimientos. A la fecha de
emisión de este pronunciamiento, no se ha recibido respuesta por parte del MEF.

: §atfu pdru la Rehaüli@lóh, /1cwt¡io M¡nistenal \a. 67 publiada en el S\pletuh,o del Reg¡s¡o OJic¡at na. 311 de 19 de ruj,o
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l.4.Los requerimientos realizados por este o¡ganismo fueron atendidos por: , el Secretario
General del Consejo Nacional Electoral, a través de oficio No. CNE-SG-2025-2794-OF,
de22 de ñ yo de 2025, al cual se ad.juntó eI criterio jurídico No. CNE-DNAJ-2025-2881-
M suscrito por la Directord Nacional de Asesoría Jurídica delCNE; y, ¡, la Subsecretaria
de Nomativa del MDT, con oficio No. MDT-SN-2025-0438-O, de 22 de mayo de 2025,
recibido el 26 de mayo de 2025.

l.5.El úiterio juridico del CNE señaló que:

"La Ley Orgánica del Servicio Públ¡co detenníro qreélMjli§lgjgjgflgbjglt
el o¡eanismo encaagado de ele¡ce¡ la ¡eclo¡la en lo odminist¡ación del talento
hurnarro y las rcrnuieruciohes del sedot Diblico: así conto, de ploñut¡cidtse acerca
de la aplic<.tción de los preceptos legales sobre los ñisttos; y, absolver las con¡uhas
que formulen las instituc¡ohes señaladas en el artículo 3 ei la indicada ley, entrc
ellas las Procuraduría General del Estado" (énfasis añadido).

l.6.Por su parte. el criterio jurid ico del MDT citó, adicionalmente. los artículos 326 numeral
I de la CRE; 11,47 y l18 de la LOSEP; 199 del CD; 105 numer8l 3 del Reglamento
Ge¡eral a la LOSEPó (en adelante "RGLOSEP");5.6,7,8 y 9 del Acuerdo Ministerial
No. MDT-2018-2?17, de 27 de diciembre de 2018, que contiene la "Norma Técnico del
Prccedimieflb Administuatieo pora Remover a los Semidores Públícos con lfiped¡hefito
para Ejercq Cargo Público" (en adelante "Norma T¿cnica para remocióh de

se^ridorcs "): y el prcnunciamiento contenido en ofic¡o No. 08256, de 8 dejunio de 2012.
Con base en lo anterior, el MDT concluyó lo siguiente:

.2. ANÁLISB Y CRITERTO JURíDICO:

(...) cohfome al artículo 328 de la Constituc¡óñ de lo Repúblico del Ecuador, !9
rcmurre¡Úción es la con lo que la
cokrierte en un delecho laboral, y consectentemente deherá ser justa, cot uh salario
d¡gno que cubra al metas los necesidodes básicos de la persona trobojudora y
pincirylmente fendrá corácter de inembargable, salvo para el pdgo de pensiones
por alimentos.

(...) En ese sent¡do, indistinlame te del tipo de nombromiento que pose.l o que el
servidor sea de elección popular, si mantiene un itrrydimento legal paru ejercet
cargo público, lo que conesponde es la remoción del mismo, ytra lo cüal. existe un
procedimiento nonnado en el Acuerdo M¡nisferiol Nto. MDT-2018 271, a ercepc¡ón
de la vio para su des'v¡nculacióh sea la retocotor¡a de nandato. para lo cual se
deberá efectuar el procediñiento previsto en el Cótligo de la Democracia o en otras
nolmal¡vas que rijan, sobre esto ñoleria, a dighdturios en especif¡co.

Debe ektenderse, que la rctfioción ho se eñcuenta cokcebida como uha sunción
disciplihor¡a, s¡no como la causal de cesación de funciones que subsana el hecho de
que un $ervidor con inped¡menlo para ejercer corgo público se encuenlre prestando

¿ RGLASEP. ptbltcdo en el Suplerunto de¡ Resbno O¡tc@l .\o. 118 & ¡ de ab¡n .b 201 I
' C RE. public¿do en ¿l R.F¡sno Ofrcial \o. 119 d¿ 20 de atubrc .L 2048- {
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servicios. Ei corrsecuencia, s
consaaltanle efea'lúe una rclenciói unilale¡ol de la rcrnun¿rució de utseflidor al
aue aún no se le ho aplicado legalrn¿nle cualouietu de las caasal¿s Daru cesaciórt
¡lefinilira de funciones. en este caso.lo remoción.

Pot' las cons¡deraciohes etpuestos, eh atenció11 a lo consuhado, si bien este
Minislerio no es co,rrpeteile para pronu,rciarse §9!!9p!!p§!g!i!Eglgg!!!!!d!9,
si lo es para indicar que no eaisle disposiciór, nonnativa oleuia oue pemila
efeclüat rctenciones o ernba¡gos urrilalerales en lo rcmunerución de los servidorcs
Dúblicos oue aún ,ro han sido cessdos leealrnente en fuiciohes.

Sinpeúuício de lo expuesto, para el ptesente caso. dada la naturaleza de ktconsulta,
es necesoio que se considere ol ofcio Nto. 0825t5 de I de junío de 2012 (..-).

(...) el análisis qüe realiza la Procuraduúa Generul del Estado se centra en que la
rc ünetación, Wse a set un derecho que se mantíehe ñiehtras düra la relación
laborul, nace yoducÍo del trabajo efect amente prcslddo; eh tol sent¡do, el
ptotluñciam¡enlo tinculanle en cuestión considera que, a pesar de que oún si lo
relación labotul no concltle, en ciertos evenlos en los que no exisle Neslacüfi de
servicios, el seflidor ño liehe el derecho a recibir uno rern teflrción
cofiespondiente ! setd la inslilución don
la existenc¡d del tabaio efectivo ¡ealizqdo" (énfasis añadido).

1.7.De lo expuesto se concluye que el informejuridico de la entidád consultante coincide con
el criterio juridico del MDT al señalar que un dignatario con impedimento para ejercer
cargo público, que no ha sido removido ni ha sufrido revocatoria de su mandato, conserva
su calidad como tal y, en consecuencia, debe seguir percibiendo sus remr¡neraciones y
demás beneficios laborales. El MDT, por su parte. precisa que no existe disposición que

permitaefectuar retencioneso embargos unilater¿lesen la remuderación de los servidores
públicos que aún no han sido cesados legalmente.

l.8.Sin perjuicio de ello, el MDT cita el pronunciamiento emitido por est¿ entidad cont¡nido
en el oficio No. 08256, de 8 de junio de 2012, en el que se analizó el pago de

remuner¿¡ciones a miembros de las Fuerzas Armadas que se ausenten del servicio activo.
En dicho pronunciamiento se concluyó que, en determinados casos en los que no exisle
prestación efectiva de servicios, el servidor no tiene derecho a percibir rcmuneración, aun

cuando no se haya producido la terminación de la ¡elación laboral. Asimismo, se i¡dicó
que coresponde a Ia institución a la que pertenece el servidor verificar si ha existido
trabajo efectivo quejusrifique elpago de haberes.

2. A¡álisis. -

A electos de facilitar el estudio de la materia objeto de consulta, el análisis desarrollaná los

siguientes puntos: i./ Ámbito de aplicación de la LOSEP, ca¡rsales de cesación de funciones.
y suspensión de derechos de parlicipación; y, ii/ Inembargabilidad de la rcmuneración:
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2.1. Ámbito de aplicación de l¡ LOSEP, c¡usal€s de cesacióí de funciones, y suspensión
de derechos de participación. -

El segundo inciso del artículo 229 de la CRE establece que la ley deñnirá el "glSsbEa
reclor en maleria de recursos humanos y reñuneruc¡ones pgIg_199b_9L;9s!91_puj!9J
regulará el ingeso. oscenso, promociórl, ¡ncentiros, régimen disciplinario, estabil¡dad,
sistemo de remunerac¡óh y_g9§g¡il" de funciones de sus servidores. (énfasis añadido).

En concordancia, eJ nurne¡al I del artículo 3 de la LOSEP determina que sus disposiciones
son, en pr¡ncipio, aplicables"en üaferío ale recursos humanos y rcmunerociones, en loda lo
adminístración pública", incluyendo a; " 1. Los organismos y dependencias de lasfut ciones
Ejecuriva, Legislati,ra, Judicíal y Justicio hr.ligena, Electoral, Transparencio y Control
§ocral, (..,) " (énfasis añadido),

El articulo 47 de la LOSEP prevé las causales de ausencia definitiva de un servidor público;
es decir, aquellas que conllevan a la cesación de sus funciones, entre las cuales constan:

"a) Por re nunc¡o volunloio formalmente presentada ;
b) Por ¡ncapac¡&td absolula o Wñukekte declorada judicialmenle:
c) Pot suprcsión del puesto:
d) Por Lrérdida de los derechos de c¡udadanía declaruda mediantc senlencia
eiec toliada:
e) Pot rctuociótt, tratáru1ose de lot servidores de libre nombramíento y remoción, de
período lijo, en caso de cesación del nonbrutfiiehto ptoeisional y p» falta .le
rcquisítos o trámite adecuado para ocupqr el pues¡o. La rct oc¡ók ko constituye
sancíón:

f) Por destitución:

tt Por revocaloria del mandato;
h) Por íngresar al sector público sin ganar el concurso de uéritos y oposición;
i) Por ocogetse a los plakes de retiro voluntario con inalemnización;

¡) Por acogerse al rctiro pr jubilación:
k) Por compra de renuncial con iñdemnización:
l) Por huerte: y,
m) En los deñás casos üefistos ek esto W' (énfasis añadido).

En cuanto al régimen disciplinario, el artículo 42 de la LOSEP señala que son faltas
disciplinarias aquellas acciones u omisiones de los servidores públicos que contmvengan las

disposiciones constitucionales o legales; y, serán sancionados por la autoridad nominadora, o
su delegado. En lo específico, el penúltimo inciso del referido aniculo dispone que: !¿l
faltas graves darán lupar o la imposic¡óñ de sahciones de süspens¡ók o destitución. prcv¡o el
cofiespond¡ehte smlttío admínistrativo " (énfasis añadido).

Los literales d) y e) del artículo 43 clasifican estas sanciones según su gravedad, incluyendo
expresamente la "Suspensión tem¡nral sin goce de remuneració¡" y a la "Desliluc¡ón",
cuyas causales constan descñtas en el articulo 48 ibidem3.

r LOSEP t14 18 -CNks de deshttcr) .-Sü causales de dettitucbn:
d) Ircdpadddd ptabod, en el d¿señp.ño de sus.fúciúes, preva ewl@ióñ .le deeñp.ño ¿ inlorñ¿s delje.fe iwdiato ! l¿ Ua¡dad
de Adñ¡nisttuc¡óñ del f¿lefto Hrtuna:
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A su vez, el artículo 106 del RGLOSEP establece que el sewidor que. "bgys_§A9_d9s!i!.4jfu

wr una de las causales establecidas en el articulo 48 de lu LOSEP y las demás py92js19;3a
el ordenamie to iutídico, cesa¡á en su puesto. previo el suria o admindruli'o" (é¡fasis
añadido).

En este sentido, resulta pertinente considerar el tatañiento especifico aplicable a los
servidores de elección popular, a fin de deteminar cór¡o se articulan estas disposiciones
generales con las pa*icularidades propias de quienes acceden al cargo mediante vota.ión
popular.

En lo que respecta a los servidores de elección popular, la D¡sposición Ceneral Décima
Oct¿va de la LOSEP define al dignatario como "la pefioha eleeida por vota
par ur pqtadoiia para ejercet las funciones y atribuciones establecidas en la Cohstílucióñ
y en la Ley" (énfasis añadido). La misma disposición define a los servidores como aquellas

Wrvrn s "oue en cualouíer fotmo o tabajeh, pteslen se 'icios o q¡Clzg!
ult puesto o cargo, fuhciók o diql¡dad dentro del sector oúblico sea o no de libre
nombrun¡ehto v lemoción " (énfasis añadido).

En elámbito electoml, el añiculo 279 cD dispone que las inñacciones electomles muy gmves
senl¡ sancionadas "99n-n!Le desde veintiú| salarios btisícos ufiilcados hosla setehta
salaios basicos uniJicados, destitución @
dos hasta cuobo años" (énfasis añadido). El último inciso del referido ortículo establece que:
"En todos los casos en los que se imoonga las sanciones de suslvnsión de detechos de

pg!!!g!pgg!é! o destitucióñ, el Tibunal Contenc¡oso Electoral no¡il¡cqrá a la Autor¡dqd de

Re lac ¡ones Loboroles " (énfasis añadido).

b ,4b@latu id)Bt¡¡.ado d¿l túbato po. tB a tui! dka labotubLt co@tuivos:
c) Hab.r &,b¡.lo vit¿rca .dtd.Mü@ ¿leetüi¿¿a pü 16 &htos .lz: colpcro, pedlado. ctutü, peún.ato.
eúquecúÉa¡o l¡.¡to f en Etu/al pot 16 deht$ eñalad@ d ¿l a¡¡.111o I0 d¿ esb Lé!:
d) R.c¡bt @hupt clN d¿ ArdM. rcAalo o die¡o alenü a su atup@ún:
e) I"Eenr licot o lú@¡ @ th tu\tu¡dt estüpelnc¡dt¿s o ps¡cocopt@ m lú ltgü6 ¿. naba|ol

, Iryúiat sNwnte & patobru u obru a sus je¡e' a prcle ieloracoñpaa¿tuocoñpdn¿rcid¿tabo|o. dúdo¿ttBno pñ
el esul¡adod¿ ptov@dctó p8ú o abue d¿ oúondad:
g) Ásktit ol trab¿jo bajo dirlznte inlu¿nao d2 bebi.L6 alcohó¡hat o d¿ tutancras .stupehci¿ñ¡et o p!¡cat.óp¡c6:
h) l.M¡r htunte el lopso de ur oto. en tutu d¿ dd in¡mcciMt qw iñpliqun Mrción .liscipliMia d. ststpN¡óñ, 1ñ g@¿ .le

¡) Suwbt, o¡otw ob@ret a eg¡t¡a,ua ruñbtM¡qtoo cú¡t ,o dz sMi6 @sto@ks. ctuMi.,¿odLpos.tMs dpÉw
d. ¿s,o lz, | fl EEI¿ND¡o:
, IÉuñpln 16 .bb.es iñp@slos en .l ,¡erul t del oúíc"lo 22 ¿. etu Lz! o qub@tat bs ptuhibtctMs prevtu .a el úíelo

k) Suscnbi y ototear.obnatu c¡v¡kt d. eñlciú pto¡.¡¡@Lt conbdñiendo dispo¡aiaús ¿tpte% de ¿sta I¿r ! tu rea|¿Mto:
l) Red¡bat @t@ de k@ a ob6o ex@l, tato di@ñ|Mtó\ úobrch de géMo o rblenc¡a ¡lé rukuiü lndol. en cú0¿ de
pnidüd a en¡da¿s pl¡blicas o d¿ cúhu¡ü at d p.6otu .r ¿l ejercrcto de tu ¡"rctores od.s qae eán debidMúe

ñ) Hatcr obtéñ¡do lo @lfr@¡ór de ktuJici¿nte ¿¡ ¿l pñ@e de aal@útn .lel d¿p"peto pot psun¿o wz cüedtDa:
n) q¿rcet prcstñs . u¡@rciú. apr@chtu@ del p@sto e@ ocary. ¿ fu d¿ ob¡.e4@oru' ¿n l¿ &'is@.tón d. pesos d2
lib oñüañi¿nto, tuMi.i¡ Nm fl .ó¡t ge. @rp . eñ ú6n de l9.ho. paruñret conprendt,ls ]rtu ¿l @to Et¿¿. de
cMg¡ñ'.lod y ssun¿o de ú,ELtd:
ñ) Atentü únra lot ¡Lechot htNñot d¿ alg@ kndotd o eñ,tlot de la wntucúiú. re.la"te Mktiq npo .lz c@«tú tuoto
o asresión con ¡Nlúón d. todd Íon¿ d. rolq.¡a y oco¡o loboml. a M co"pañ¿ta o conpañero de tubajo a @ tqenor
jeútqtica Mtlhto a inwdiato o a ua F.satu tubdltertu. ll.a o d p.t@t .kl ñ@do ¡aborul et.kntu.tón p!ta,!es,
awn.l¡ces, d¿sped¡d@, eol¿ntzios pe\o@ en bña de eñpleo pdtulúEs a M eñpleó ! ttuh¿j¿doÉs t rc.tiradd.
o) l,s d2ñ¿s aué $tdbh.@ la Lq ,

42



-
III

MOC¡-RAOJRA C¿TERA E sfCDO
ri:,¡ :r ¡l :r)r[l

rr730
9

-,

Edirlcio am.oñá5 Pl.ra
A, Añeon6! Nl9-¡23 y A.izág.

NCEPRESIDENCIA DE L4 AEPÚBUCA
01103077-2025

P&ú 7

A nivel reglamentario, el inciso final del artículo 3 del RGLOSEP determina que el MDT
mantendni un registrc aclualizado"en el cual consten los ¡tfiWdimentos y prohíbicíones para
ejefcet un puesto público. el mísmo que propotc¡oha i información adecuoda". a Ín de
verificar la documentación/información entregada por la persom que ocupe un puesto en el
sector públ¡co, de conformidad con las disposiciones que éste expida para el efecto.

En este sentido. la Norma para la Rehabilitación, contenida en el Acuerdo Ministerial MDT-
2023-067. rcgula los procedimientos para el regist¡o y levantamiento de prohibiciones,
inhabiJidades e impedimentos legales. Su articulo 2 establece que su aplicación es obligatoria
para todas las entidades del Estado comprsndidas en el artículo 225 de la CRE, así como para
todas las personas registradas con irnpedimentos legales paIa ejercer funciones públicas.

Asi, el anículo 5 de dicha norma irnpone a las Unidades de Administ¡ación del Talento
Humano (en adelante "U,4Ii1") o quienes hagan sus veces, asi como Ia máxima autoridad
institucional o su delegado. según el caso, la obligación de: "e) Analizú e wilicdr si los
ce il¡cados de rceisltos de prohibíciones, ínhabílidades e impedimentos para e.iercet catgo
públ¡co. cottstituve imDedítfiektos legales para eiercer cdrpos públicos. en aDlicación a los
casos coha,etos " (énfasis añadido).

El artículo 8 ibídem s€ñala que el Sistema de Impedimentos y Rehabilitaciones es ufla
herramienta informática que permite "el resistro de las inhabilídades, prohibiciones e

¡mlÉd¡ñeñtos legales paru ejercer cargo, puesto, frhción o dignidod denlro del sector

Uib!¡gg con informacíón que es reportado por las instituc¡ones públ¡,ras " (énfasis añadido).
Finalr¡ente, el ariiculo l2 ibidem incluye entre las prohibiciones, inhabilidades e
''impedimentos legales para ejercer cargo, puesto, función o dignidad dentro del secfor
pihüep", "12. Las denós eswcilicadas oor lo Const¡tución de la República del Ecuador y
orlas ¿ere§ " (énfasis añadido).

De lo expuesto se observa que: , las disposiciones de la LOSEP son aplicables, en principio,
para todos los órganos de las cinco funciones del Estado: ir) conforme la LOSEP, las faltas
graves danin ¡uqar a la imoosición de sañciones de s¡¡sDensión temporal sin goce de

remune.ación o destitución. siempre oue se lramile un sumario administr¿tivo conforme a Io

orevisto en la Iev ; i¡r) las ¡nñacciones electom¡es muy graves, según el Código de la
Democmcia, pueden ser sancionadas con la suspensión de los derechos de participación, enüe
los cuales se ehsueÍtm el de desempeñar empleos y funciones públicas; y. lv.) lás Unidades

de Administración del Talento Humano (UATH), o quienes hagan sus veces. así como las

máximas autoridades institucionales, o sus delegados, tienen la oblieación de verificar. en

cada caso concreto. si los certificados de reqistros de prohibiciones. inhab¡lid¿des o
impediñentos lesales constituven causas que imposibilil4n el eiercicio de funciones públicas.

de conformidad con la normativa aplisgbk;

2.2. lnembargabilidad de la remuÍeraciór. -

El afícufo 229 de la CRE establece qüe "todas lds petsottds .lae ek cúalquiel forno o d
cüalqu¡er título trubajen, presleL servicios o ejerzon un ca¡go, futlció| o dignidad dentru
del seclot público" qtienes deberán recibir una remuneración que "será.iusta v eauitatíva.
con relación a sus funciones, y valomá la profes¡onal¡zdción, capacitac¡óh. lespohsab¡lidad
y e:eeliehcia" (énfasis añadido).
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Asimismo, el articulo 328 de la CRE señala que "Art. j28.- La ¡emune¡ación será justa,
con un salarío digno que cubra al menos las necesidades bás¡cas de lo W6ond Írabajadora.
así como las de su JAn¡üa: serd inernbarpoble. sah)o para el paqo de peksiones pr
a/irrearos" (énfasis añadido).

Concordante, el liter¿l b) del anículo 23 de la LOSEP reconoce expresamente como un
derecho i¡renunciable de los servidores públicos el de "b) Perc¡bit uno rett'tuheruc¡ót¡ jtlÍo.
que será ¡¡roporcíonal o su función. eJiciencia, profesionalizacíón y-EspBl;gbjljtfu!",
agregando que: "Los dercchos v las acciones oue por este concepto correspondan a la
servídora o 1gryQfo¡,pa j¡¡9yy49ig!p; " (énfasis añadido).

Sin peaiuicio de lo anterior, este derecho se encuentm vinculado directamente con Ia efectiva
prestación de servicios. Asi, el literal 1) del articulo 24 de la LOSEP prohíbe a los servidores
públicos el "l) Percibir reüuneroción o íngresos complemefiarios. ya sea con kombramiento
o conÍafo, sin Drestat senicios efecli\)os o desempeñar klbor especíl¡ca alguna, conforme a
la normatíva de la respectiva instítución " (érfasis añadido). Agrega el añiculo I l0 ibídem
qüe " Ls_!euut9!sgjé!_49 la servidora o servídor que estuvíere en

será oagada desde el priner día del mes y @"
(énfasis añadido).

En lo que respecta al acceso a la seguridad social. el añículo 3 numeral I de lá CRE impone
al Estado la obligación de garantizar, sin discriminación, el efect¡vo goce dc los derechos

constitucionales e intemacionales, esp€cialmente el acceso a salud, educación, seguridad
socialy demás derechos esenciales. En esta línea. elartículo 34 de la CRE consagra elderecho
a la seguridad social como u¡ derecho irrcnunciable y como una responsabilidad primordial
del Estado.

En adición, el iñforme.jurídico de la entidad consultante señala Io siguiente:

"De conlorñidad a lo preristo pol lo Orgokización Interuac¡oñal del Trabajo, en el
Coweñ¡o sobre la protección del s.tlario C095. ratijicado por el Ecuodor el 06 de
julio de 1951, en tígor, el sala oeslarc
debe il lrabaio¿or por el lrabaio oue esre efectúa o deba ¿fecluar a fotor del
otirne¡o. es decit. co
cofiesponde a urra oblisació de haceL

Eh este sehtido, en el caso plakteado, es necesar¡o cotts¡derar que la Cohstitucióh de
la Rep)blico y la Ley (hgánica de Sen)icio Público establecen que !99_7Q99!9;_¡!9
los trabaiado¡es soi ifierrurrciables e irrtaneibles. entre estos lo remurreración. so
Dena de oue cualoalier disoosiciól en conl¡afio sea nula.

En cuonto o l&\ reñunerociones y deñás behefrcios del dignaturio del caso
planteado, es importante considerar que el der¿cho a recibb
Drolegido por nomds intetnacionoles. ,nisntos oue al lrulo$e de rnate a de
derechars hurnaios son oarle del orderrornienlo iurídico del Ecuador Eh sü contexto
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anplio, la OIT prevé la prohibíción de dísponer deÍormo alano de la libetad de un
lrobajodor de dispoher de su salario. lal e-\ dsi qu¿. este no puede set embor¿ado.
ccdido o limitodo excepto en los casos determinados cn la leeislac¡ón nocionol. ou(.
paru el eleclo. eñ el EcuadoL está suryditado a los.ñüciones güe este cumpla un
diqnatario.

No obstante, ut dierürrario con iñpedimerrto de eiercet un caruo público. no pietde
su calidad de diqnalario va oue esle to ha sido rcrfiovido o no ha prucedido la
¡eeocaloria de podet. I su reñunerac¡ófi v demds benelicios laborules. los due le
pe¡militó desafiolla$e económico e sociolmenle. sin afecTat su estilo v caliddd de
vida, d¿be seeui¡ ¡econociéndosele" (énfasis añadido).

Asimismo, el Ministerio de Trabajo. en su informe juríd¡co coincide con la entidad
consultante y señala:

"Debe entenderse, que la remoc¡ón no se encuentra cokcebida como una sanción
d¡scíplinario. sino como la causol .le cesac¡ón de lihc¡oies que subsana el hecho de
que un servidor con impe.l¡ñento paru ejercer cargo públ¡co se encuentre prestando
servicios. Eh cohsecüe cia, serla iürldican et t¿ iñDrocedente oue lo iLstifiación
eonsufuante ¿feclúe uba retención unllalerul de la rcñune¡oción de üt señ'idot ul
oue aúh o se le ha aplicado leealmente cuolouieru de las causales oaru cescción
delinitiva de firnciorres, en esle caso.la remoción,

Pot los cons¡deraciones expueslas, en atenc¡ón a lo consuhado, s¡ bien esle
Mih¡sler¡o ko es comrytente para pronunciarse sobre pagos de ninguna naÍuraleza,
si lo es paru indícar que no existe disoo$ición nomaliva aleuna oue pe nila
efectuat rcterciones o errrborqos unilalerales en la rcrrrunerución de los ser\¡dotes
públicos oue aú no han sido cesados lesalñente en fu ciorre§" (énfasis añadido).

De lo manilestado se desprende que: , la rsmuneración de los servidores públicos constilule
un derecho i¡renunciable. pero su ejercicio se encuenra condicionádo a la efectiva prestación
de seNic¡os; ir) la normativa vigente prohíbe expresamente la percepción de remuneración
sin desempeño laboral o funcional alguno; ii, el acceso a la seguridad social, aunque es un
derecho inenunciable, también depende del cumplimiento de una relación laboral válida y de
la ejecució¡ efectiva de funciones públicas; ly' los derechos del trabajado¡ son irre¡u¡ciables
y la remuneración es inembargable; v) la entidad consultante considera que un dignatario con
impedimento de ejercer un cargo público. no pierde su calidad de dignatario ya que este no
ha sido rernovido o no ha procedido la revocatoria de poder, y su remuneración y demás
beneficios laborales debe seguir siendo reconocida; y, y, el Ministerio de Trabajo indica que
no existe disposición normativa alguna que permita efectuar aetenciones o embargos
unilaterales en la remunemción de los servidores públicos que aún no han sido ccsados
legalmente en funciones.

3. ProounciaúieDto.-

En atención a los términos de la consulta, el ¡nfonne jurid¡co elaborado por la Directora de
Asesoría Jurídica de la Vicepresidencia de la República. el criteío del Ministerio de Trabajo,
y de acuerdo con lo previsto en los artículos 23 literál b), I l8 de la Ley Orgánica del '"*"'$

45



-
Hilt '11730

- E.¡lLro 
^Irt¡:di 

Pre
V ev. lw xrs-tz: y errzrge

l. .591 2 2garloo

a gw.pt .gob.*

ttc¿Pt&si,DaNcu De L1 üñrBuc,
e$to7-202t

We t0

Mx¡Au¡AGEgA ca ETDo

Público; 279 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizsciones Polltisas d€ la Repúblioe del
Ecuador, Código de la Democracia; y, artfculo 5 de la Norma para la Rehabilitación,
coresponde el derecho al p¿go de Ia r€mureración ioda vez que el funcionario ¡o i¡ sido
destituido, removido ¡i !e h¡ rcvoc¡do 3ú Ea¡drto.

El pres€nte pronunci¿¡riiento es obligatorio para la Adminislr¿ción Pública y se limita a la
i¡teligencia y aplioación general de normas jurfdicss. Su aplicación a casos institucio¡ales
específicos es de exclusiva rcsponsabilidad de la entidad oonsult¡nte y de cu¿lquier otra
entidad pública qu€ Io aplique.

Atentamefte,

Abg. Ju¿n
PROG

LÍtulrtro ¡Ll TtuW

Econ Súiha Belén Moro Argulo
Mirrli,a da Econo,rút ! Fhatu

Mgs. Shirañ Diana Atanainl V@t puEar
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Oficio Nº 11733 
 

Quito, D.M. 06 de junio de 2025 

 

 

Ingeniero  

Franklin Danilo Palacios Márquez   

MINISTRO  

MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA  

En su despacho. -  

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. MAG-MAG-2025-0398-OF, de 24 de abril de 2025, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el 7 de mayo del mismo año, se formularon las siguientes 

consultas: 
 

“i) Consulta 1.- ¿Se puede practicar una revisión de oficio de un acto administrativo 

que previamente, ya ha sido revisado por la administración, si existen nuevos 

elementos jurídicos o fácticos que justifiquen la reapertura del análisis? 

 

ii) Consulta 2.- ¿Puede la administración, mediante un acto normativo, limitar la 

temporalidad para la admisión de instituciones de revisión de oficio?” 

 

1. Antecedentes. – 

 

El oficio de consulta adjuntó el informe jurídico contenido en memorando No. MAG-CGAJ-

2025-0153-M, de 24 de abril de 2025, suscrito por el Coordinador General de Asesoría Jurídica, 

subrogante, del Ministerio de Agricultura y Ganadería (en adelante, “MAG”). En dicho informe 

se concluye lo siguiente: 

 

“1) Consulta 1.- (…) 

 
11. Es criterio de esta Coordinación que, a pesar de que existan nuevos elementos 

facticos y/o jurídicos no cabría practicar una nueva revisión de oficio de un acto 

administrativo que ya ha sido revisado. Esto entendiendo que la máxima autoridad ha 
ejecutado un examen exhaustivo de las causales de nulidad y ha resuelto la legalidad o 
ilegalidad del acto administrativo, al igual que el artículo 132 del COA no faculta a la 

administración a realizar una nueva revisión de oficio. 
 

2) Consulta 2.- (…) 

 

12. Esta Coordinación, concluye que, dado que el artículo 132 del Código Orgánico 

Administrativo le entrega la facultad a la administración de revisar o no un acto 

administrativo que puede adolecer de vicios de nulidad, también, la administración, 

como un ejercicio de la facultad discrecional pública podría demarcar la temporalidad 

para que los administrados planteen una insinuación de revisión de oficio. Para 
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hacerlo, la administración pública deberá recoger esta temporalidad en un acto 

normativo, garantizando así la seguridad jurídica” (énfasis añadido).  

 

2. Análisis. –  

 

Con el fin de facilitar el estudio de la materia objeto de las consultas, el análisis se desarrollará 

de manera individual para cada una de ellas. 

 

2.1. Respecto de la primera pregunta: “¿Se puede practicar una revisión de oficio de un acto 
administrativo que previamente, y ha sido revisado por la administración, si existen nuevos 

elementos jurídicos o fácticos que justifiquen la reapertura del análisis?”  

 

Mediante el oficio No. 00982, de 5 de octubre de 2018, la Procuraduría General del Estado se 

pronunció respecto a la aplicación del artículo 132 del Código Orgánico Administrativo (en 

adelante COA), señalando: 

 

“ (…)se observa que el artículo 132 del COA expresamente ha dispuesto que la máxima 

autoridad administrativa, a iniciativa propia o por insinuación de persona interesada, 

puede anular un acto administrativo nulo “en cualquier momento”, en ejercicio de la 

potestad de revisión de oficio de los actos nulos no convalidables, y que, el plazo de 

dos meses que el inciso final de esa norma establece, ser refiere a la caducidad de 

procedimiento en los casos en los que, una vez iniciada la revisión de oficio, no se 
hubiere dictado oportunamente el acto administrativo, lo que guarda armonía con lo 

previsto en el artículo 213 del mismo código, que establece el plazo de dos meses, para 

la caducidad de los procedimientos administrativos iniciados de oficio. 
 

(…)Consecuentemente, no procederá ejercer la potestad de revisión de oficio, respecto 

de actos administrativos firmes, cuando la nulidad del respectivo acto administrativo 

hubiere sido ya materia resuelta por la justicia. (…) 
 

Sin embargo, la justificación de la revisión de oficio y el hecho de que no este sujeta a 

límites temporales para que opere, tiene su fundamento en un interés objetivo del 
ordenamiento que es la protección del orden público, como lo manifiesta Bocanegra 

Sierra 
 

“Pero, además, es de indicar que la revisión de oficio puede construir un instrumento 
suficiente para la protección de los intereses públicos frente a los actos ilegales, en 

cuanto a través de esta vía es posible a la Administración reconsiderar sus propios 

errores, sirviendo eventualmente, como instrumento de tutela de los intereses 
individuales.” 

 

(…) 
 

En la misma línea, el fallo de casación publicado en el Suplemento del Registro Oficial 
No. 10 de 16 de enero de 2008, analiza 
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“(…) SEPTIMO La extinción de los actos administrativos que contienen vicios 
inconvalidables constituye un deber jurídico (…). La nulidad de pleno derecho resulta 

entonces de orden público lo cual explica que pueda ser declarado de oficio por la 
propia Administración e incluso, por los Tribunales. 

 

(…) los actos administrativos nulos de pleno derecho, son irregulares y por tanto no 

gozan de la presunción de legitimidad, por lo que según esas normas, la doctrina y los 

fallos que se han citado, la administración puede declarar su extinción por razones de 

legitimidad en forma directa en cualquier momento.” 

 

Por lo expuesto, del análisis jurídico precedente y en atención a los términos de su 
consulta, se concluye que, de conformidad con lo previsto en el artículo 132 del Código 

Orgánico Administrativo, la potestad revisora de oficio puede ejercer la 

administración en cualquier momento respecto de los actos administrativos nulos, 

que, como tales, afectan el orden público y que hubieren causado estado en vía 

administrativa exclusivamente. En consecuencia, no es procedente aplicar a la 
potestad de revisión que la administración puede ejercer de oficio el plazo o término 

determinados para el recurso extraordinario de revisión, el cual tiene una naturaleza 
jurídica distinta y debe ser interpuesto exclusivamente por la persona interesada, en 

observancia de las causales y tiempo precisados para el efecto por el artículo 232 del 

citado código. 
 

Sin perjuicio de lo expuesto, es pertinente aclarar que, por el principio de legalidad, la 

revisión de oficio como toda potestad pública debe observar los límites establecidos en 

el ordenamiento jurídico. En consecuencia, de acuerdo con el artículo 132 del COA, se 

puede ejercer cuando objetivamente existan causas de nulidad no convalidables en el 
acto administrativo y razones de orden público que justifiquen su ejercicio, así como 

otros límites jurídicamente razonables como, por ejemplo, la cosa juzgada y el 
principio de igualdad. En tal contexto, la insinuación que para el ejercicio de la 

potestad de revisión de oficio puede efectuar la persona interesada, según la parte 

final del primer inciso del artículo 132 del COA, no configura un nuevo recurso de 

impugnación de los actos administrativos que pueda ser interpuesto fuera de los 

términos legales, ni constituye un medio para reabrir procedimientos ya resueltos en 

sede administrativa o que dé lugar a la revisión de actos administrativos firmes.”(el 

énfasis y subrayado me pertenece)    

 

En concordancia, mediante el oficio No. 03294, de 16 de agosto de 2023, la Procuraduría 

General del Estado analizó nuevamente la figura de la revisión de oficio en el marco de los 

artículos 105 y 132 del COA, y señaló:  

 

“2.1. El recurso de revisión y la revisión de oficio regulados por el COA. –  

 

En sede administrativa, la nulidad de los actos administrativos se puede declarar de 

oficio, según el artículo 106 del COA, ‘mediante el ejercicio de la potestad de revisión’ 

o ‘revisión de oficio’, que, de acuerdo con el inciso segundo de la misma norma, es 

una figura diferente a los recursos. Así: ‘La persona interesada puede solicitar la 
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declaración de nulidad del acto administrativo a través de la interposición de una 
reclamación o un recurso administrativo’. 

 
En este contexto, el inciso primero del artículo 132 del COA reitera que, con 

independencia de los recursos previstos en ese código, ‘el acto administrativo nulo 

puede ser anulado por la máxima autoridad administrativa, en cualquier momento, a 

iniciativa propia o por insinuación de persona interesada’ (énfasis añadido) 

 
Por su parte, respecto al recurso extraordinario de revisión, el número 2 del artículo 

217 del COA prevé que ‘(…) cabe, exclusivamente, respecto del acto administrativo que 

ha causado estado en vía administrativa en los supuestos previstos en este Código’ (el 
resaltado me corresponde). Al efecto, las causales que habilitan a los interesados por el 

artículo 232 ibidem1. 
 

El artículo 218 del COA establece los casos en los que el acto administrativo ‘causa 

estado en vía administrativa’, entre ellos, según su número 1, cuando ‘Se ha expedido 
un acto administrativo producto del recurso de apelación’. La misma norma diferencia 

al ‘acto firme’ y al acto que ‘ha causado estado’ y sobre éste último prevé que cabe 
tanto el recurso de revisión como la revisión de oficio, conforme se desprende de su 

tenor que dispone: ‘(…) Sobre el acto administrativo que ha causado estado, cabe 

únicamente, en vía administrativa, el recurso extraordinario de revisión en su caso, la 
revisión de oficio regulados en este Código’ (el énfasis me corresponde). 

 
(…) 

 

De lo expuesto se desprende que: i) los actos administrativos deben cumplir los 
requisitos de validez previstos por el artículo 99 del COA; ii) las causas de nulidad de 

los actos administrativos constan en el artículo 105 del COA, y pueden ser declaradas 

en sede administrativa mediante la potestad de revisión de oficio o ser alegadas por 

los interesados en el procedimiento mediante el recurso extraordinario de revisión. En 

consecuencia, revisión de oficio y el recurso extraordinario de revisión son dos figuras 
distintas; iii) la revisión de oficio permite a las administraciones públicas declarar la 

 
1 COA, Art. 232.- Causales. La persona interesada puede interponer un recurso extraordinario de revisión del acto administrativo 

que ha causado estado, cuando se verifique alguna de las siguientes circunstancias: 
1. Que al dictarlos se ha incurrido en evidente y manifiesto error de hecho, que afecte a la cuestión de fondo, siempre que el error 

de hecho resulte de los propios documentos incorporados al expediente.  
2. Que al dictarlos se haya incurrido en evidente y manifiesto error de derecho, que afecte a la cuestión de fondo.  
3. Que aparezcan nuevos documentos de valor esencial para la resolución del asunto que evidencien el error de la resolución 

impugnada, siempre que haya sido imposible para la persona interesada su aportación previa al procedimiento.  
4. Que en la resolución hayan influido esencialmente actos declarados nulos o documentos o testimonios declarados falsos, antes o 

después de aquella resolución, siempre que, en el primer caso, el interesado desconociera la declaración de nulidad o falsedad 
cuando fueron aportados al expediente dichos actos, documentos o testimonios.  
5. Que la resolución se haya dictado como consecuencia de una conducta punible y se ha declarado así, en sentencia judicial 

ejecutoriada. 
El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa 1, dentro del plazo de un año siguiente a la fecha 

de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, el término es de veinte días contados desde la fecha en que se 
tiene conocimiento de los documentos de valor esencial o desde la fecha en que se ha ejecutoriado o quedado firme la declaración 
de nulidad o falsedad. 

La persona interesada conservará su derecho a solicitar la rectificación de evidentes errores materiales, de hecho o aritméticos que 
se desprendan del mismo acto administrativo, independientemente de que la administración pública la realice de oficio.  

No procede el recurso extraordinario de revisión cuando el asunto ha sido resuelto en vía judicial, sin perjuicio de la 
responsabilidad que corresponda a los servidores públicos intervinientes en el ámbito administrativo. (el resaltado me corresponde) 
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nulidad de un acto administrativo, cuando en él existan causas de nulidad, y se ejerce 

bajo las condiciones y límites de dicha facultad; iv) el recurso de revisión se interpone 

por el interesado, con sujeción a las causales previstas al efecto por el COA; y, v) cabe 
recurso extraordinario de revisión, respecto del acto administrativo que hubiese 

causado estado, entre otros casos, por haberse resuelto el recurso de apelación”. 

 
2.2. Respecto de la segunda pregunta: ¿Puede la administración, mediante un acto normativo, 

limitar la temporalidad para la admisión de instituciones de revisión de oficio?” 
 

El artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador (en adelante CRE) establece el 

derecho a la seguridad jurídica que se “fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 
existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes”. Por su parte, el artículo 226 ibidem consagra el principio de legalidad, conforme 

al cual los servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 

“ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y 

la ley”.  

 

Al respecto, la seguridad jurídica constituye una prerrogativa de las personas para exigir el 

respeto a la norma constitucional mediante la formulación de normas jurídicas previas, claras y 

públicas, lo cual obliga a los órganos con potestad normativa a observar estos requisitos. En 

este marco, el individuo debe contar con un ordenamiento jurídico previsible, claro, 

determinado, estable y coherente que le permita tener una noción razonable de las reglas del 

juego que le serán aplicadas. 

 

Por otra parte, la claridad normativa implica el deber de los órganos normativos de estructurar 

las normas de manera precisa, determinada y comprensible, de forma tal que provean un grado 

suficiente de certeza que permita a los ciudadanos inferir la prohibición, permisión o sanción 

contenida en la disposición. En consecuencia, se impone la obligación de respetar las reglas de 

sintaxis y semántica, así como evitar –en la mayor medida posible– el uso de conceptos vagos o 

indeterminados que generen ambigüedades o conjeturas arbitrarias en su aplicación. 

 

En este contexto, el artículo 132 del COA contempla la figura de la revisión de oficio como una 

potestad excepcional, cuya finalidad es salvaguardar el orden público mediante la anulación de 

actos administrativos nulos. Esta norma establece expresamente que dicha potestad puede ser 

ejercida “en cualquier momento”, ya sea por iniciativa de la máxima autoridad 

administrativa, o por insinuación de una persona interesada. El plazo de dos meses previsto 

en el mismo artículo se refiere exclusivamente a la caducidad del procedimiento, pero no 

impone limitaciones temporales para su activación. Esta interpretación ha sido confirmada por 

la Procuraduría General del Estado mediante los oficios No. 00982, de 5 de octubre de 2018, y 

No. 03294, de 16 de agosto de 2023, en los cuales se concluyó que “la revisión de oficio puede 

ejercerse en cualquier momento respecto de actos administrativos nulos”. 
 

En relación con la competencia normativa administrativa, el artículo 128 del COA define al acto 

normativo de carácter administrativo como toda declaración unilateral efectuada en ejercicio 
de una competencia administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se agota 
con su cumplimiento y de forma directa”. El artículo 130 del COA establece que las máximas 

autoridades administrativas poseen competencia “normativa de carácter administrativo 
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únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que 
la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una administración 

pública”. Añade que “la competencia regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar 
expresamente atribuida en la ley”.  

 

En complemento, el artículo 131 del COA señala que los actos normativos administrativos no 

pueden restringir derechos ni exigir requisitos adicionales para el ejercicio de derechos y 

garantías distintos a los previstos en la ley. Este precepto se armoniza con lo dispuesto en el 
artículo 11, numeral 3 de la CRE que establece que “para el ejercicio de los derechos y las 

garantías constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en 

la Constitución o la ley”. Este principio salvaguarda los derechos de las personas al establecer 

que las regulaciones para ejercer un derecho, es decir, las condiciones y requisitos deben 

establecerse en la Constitución y en la ley. El ejercicio de un derecho no puede “supeditarse a 
la exigencia de condiciones o requisitos que no se encuentren previstos en la Constitución y en 

la ley en ese orden”2. 

 

En consecuencia, la administración pública no puede limitar, mediante un acto normativo 

interno, la temporalidad para la admisión de insinuaciones de revisión de oficio, ya que se trata 

de una potestad cuyo ejercicio está expresamente regulado por la ley; esto es, en cualquier 

momento. Tal limitación implicaría una modificación sustancial del alcance y naturaleza 

jurídica de la revisión de oficio, lo cual excede las competencias normativas que corresponden a 

las máximas autoridades administrativas.  

 

De lo expuesto se derivan las siguientes conclusiones: i) la potestad de revisión de oficio, según 

el artículo 132 del COA, puede ser ejercida por la máxima autoridad administrativa en cualquier 

momento, ya sea por iniciativa propia o por insinuación de persona interesada, cuando se trate 

de actos administrativos nulos; ii) esta potestad no se está sujeta a límites temporales para su 

ejercicio, pues su fundamento es la protección del orden público y legitimidad del acto iii) 
cualquier limitación temporal impuesta por acto normativo interno vulneraría el principio de 

legalidad, al no contar con habilitación legal expresa para modificar los elementos esenciales de 

esta potestad; iv) la competencia normativa de las máximas autoridades administrativas se 

restringe a los asuntos internos del órgano correspondiente, y no puede extenderse a la 

regulación de los derechos o actuaciones de los administrados salvo habilitación legal expresa. 

 

3. Pronunciamiento. –  

 

En atención a los términos de la primera consulta, y con base en los pronunciamientos 

contenidos en los oficios Nro. 00982, de 5 de octubre de 2018, y 03294, de 16 de agosto de 

2023, se concluye que la administración puede ejercer la potestad de revisión de oficio prevista 

en el artículo 132 del COA en cualquier momento respecto de actos administrativos nulos que 

afecten el orden público y no hayan sido objeto de resolución judicial. Sin perjuicio de lo 
anterior, esta facultad debe ejercerse con estricto apego al principio de legalidad y dentro de los 

límites previstos en el ordenamiento jurídico, especialmente la cosa juzgada y el principio de 

igualdad. Se reitera que dicha potestad no permite reabrir procedimientos administrativos ya 

resueltos en firme o que hayan sido objeto de decisión judicial ejecutoriada, pero sí habilita su 

 
2 Corte Constitucional, sentencia 14-19-IN/23, párrafo 177. 
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ejercicio si existen nuevos elementos jurídicos o fácticos que configuren causales de nulidad no 

convalidables que no fueron advertidas en la revisión anterior.  

 

En este marco, y de conformidad con lo establecido en el artículo 130 del Código Orgánico 

Administrativo, las máximas autoridades administrativas tienen competencia normativa 

únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo. Esta competencia no habilita 

a la administración para limitar, mediante acto normativo interno, el ejercicio de la revisión de 

oficio prevista en el artículo 132 del mismo cuerpo normativo, por cuanto se trata de una 
potestad directamente regulada por la ley, cuyo ejercicio no se encuentra sujeto a plazos, y 

responde a la necesidad de proteger el orden público y legitimidad de los actos administrativos. 

En consecuencia, no resulta jurídicamente procedente imponer restricciones temporales a la 

admisión de insinuaciones de revisión de oficio por normativas internas o reglamentarias. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 

específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 

pública que lo aplique. 

 

Atentamente, 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

Anexos:  Oficio Nro. 00982, de 5 de octubre de 2018. 

  Oficio Nro. 03294, de 16 de agosto de 2023. 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Presente.

De mi consideraci6n:

Mediante oficio No. EPMHV-GG-2025-0700-O, de 20 de mayo de 2025, ingresado en
el correo institucional de la Procuraduria General del Estado el mismo dia, se solicita la
reconsideraci6n del pronunciamiento emitido por este organismo en el oficio No.
11258, de 28 de abril de2025, en los siguientes tdrminos:

u2.1. De conformidad con los articulos 235 y 237 numeral 3 de la CRE, en
concordancia con el articulo 13 de la Ley Orgdnica de la Procuraduria General del
Estsdo (LOPGE), se procede a solicitar la reconsideraciiln al pronunciamiento
contenido en el oJicio Nro. 11258, defecha 28 de abril de 2025.'

Frente a ello, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes, -

De los oficios remitidos y documentos adjuntos se desprende que:

Adjunto al oficio de reconsideraci6n de pronunciamiento se remiti6 el criterio juridico
contenido en el memorando No. EPMHV-DAJP-2025-0273-M, de 20 de mayo de 2025,
suscrito por el Director de Asesoria Juridica y Patrocinio de la Empresa Priblica
Metropolitana de Hdbitat y Vivienda (en adelante, "EPMHV").

La consulta formulada por la EPMHV, contenida en el oficio No. EPMHV-GG-2025-
0183-O, de 7 de febrero de2025, es la siguiente:

"llas entidades contratantes que detectaren evidentes nexos entre dos o mds
oferentes que participen en procedimientos de contrataciin piblica, estdn

facultodas para descaliJicarlos por hober incunido en prdcticas colusorias o
colusfuSn en materia de contratacidn pfiblica, al amparo de lo dispuesto en los
articulos 4, 5 (primer inciso), 6 (numeral 9.1) y 106.1 (segundo inciso) de la
LOSNCP?".

El informe juridico adjunto a la consulta antes mencionada, contenido en el memorando 
^ 

r
No. EPMHV-DAJP-2025-0078-M, de 7 de febrero de 2025, elaborado por el Director NY\

v

I
r.
E
,
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de Asesoria Jurfdica y Patrocinio de la EPMHV, cit6 los articulos 213,226,227,233,
288, 315, 335 y 336 de la Constituci6n de la Reptiblica del Ecuada,rr (en adelante,
"CRE"); 3 numeral 7 de la Ley Org6nica de Garantias Jurisdiccionales y Control
Constitucional2 (en adelante, " LOGJCC ");2, 3, 4, 5, 74, 16, 17 , 18, 21, 22, 40, 41, 43 y
44 del Codigo Orgiinico Administrativo3 (en adelante, "COA");Z2letras a), g) y h) de

la Ley Orgiinica del Servicio Priblicoo (.n adelante, "LOSEP"); 34 y Disposici6n
General Primera de la Ley Orgrlnica de Empresas Priblicass (en adelante, "LOEP");4,
5, 6 numerales 9.1, 9.2 y 9.4, 15 y 106.1 de la Ley Org6nica del Sistema Nacional de

Contrataci6n Priblica6 (en adelante, "LOSNCP"); 2 del Reglamento para el Control de
la Discrecionalidad en los Actos de la Administraci6n Priblicai (en adelante,
"RCDAAP"); 113, ll4, ll4.l y el Anexo 5 de laNormativa Secundaria del Sistema
Nacional de Contrataci6n Priblicas (en adelante, "Normativa Secundaria del
SERCOP "); I I de la Ley Orgiinica de Regulaci6n y Control del Poder de Mercadoe (en

adelante, "LORCPM"); 8 del Reglamento para la aplicaci6n de la LORCPMI0 (en

adelante, "RLORCPM"); la Gufa de Buenas Prdcticas para la Prevenci6n de Acuerdos
Colusorios entre Oferentes en los Procesos de Contrataci6n Priblical I (en adelante,
"Guia para la Prevenci6n de Acuerdos Colusorios"); el capftulo III del Manual de

Buenas Pr6cticas en la Contrataci6n Priblical2 (en adelante, "MBPCP"); el numeral 1.1.

del Formulario Unico de la Oferta de los Modelos de Pliegos del SERCOPI3; y, los
pronunciamientos de la Procuraduria general del Estado contenidos en los oficios No,
10391, de 02 de octubre de 2020, No. 03729, de 20 de septiembre de 2023, y No.
03849, de 31 de octubre de2023; con fundamento en los cuales concluy6lo siguiente:

*III AN4LISIS:

(...)

3.3, Sobre la diferencia entre prdcticas colusorias y vinculacidn

Como consta en los numerales 9.1 y 9.4 del articulo 6 de la LOSNCP, la colusidny la
vinculacihn en materia de contratacihn pilblico san dos (2) instituciones juridicas
distintas; la primera, se refiere a todo tipo de conductos, actos, omisiones, acuerdos,
prdcticas o comportamientos de los proveedores u oferentes, cuyo objeto o efecto sea

impedir, restringir, falsear o distorsionar la competencia en los procedimientos de

contratacihn pilblica; y, ademds de las disposiciones de la normativa del Sistema
Nacional de Contratqci6n Pilblica (SNCP) cuyo 6rgano rector es el SERCOP; se rigen
por las disposiciones del poder de mercado, cuya instituci6n de vigilancia, auditorla,

t CRE, publicada en el Registo Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008.

') LOGJCC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.52 de 22 de octubre de 2009.
3 COA, publicado en el Suplemenlo del Registro Oficial No.3l de 07 de julio de 2017.
1 LOSEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.294 de 06 de octubre de 2010.
s LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.48 de I 6 de octubre de 2009.
6 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 04 de agosto de 2008.
7 RC DAAP, publicado en el Registro Oficial No.686 de I 8 de ocubre de 2002.
d Normativa del SERCOP, publicadd en el Suplemento del Registro Oficial No.367 de 03 de agosto de 2023.

' LORCPM, publicada en el Suplernento del Registo Oficial No. 555 de I 3 de ocubre de 201 l.
t0 RLORCPM, publicado en el Registro Oficial No. 697 de 07 de rnayo de 2012.
tt Guia No. SCPM-INAC-DNEM-2022-001 de marzo de 2022, expedida por la Superintendencia de Control de Poder de Mercado
(acnal Superintendencia de Competencia Econdmico - SCE).
t2 MBPCP, expedido en el 2015 por la Superintendencia de Control de Poder de Mercado (acual Superintendencia de

Competencia Econdmica - SCE) y el SERCOP.
t3 MBPCP, expedida por la Superintendencia de Contol de Poder de Mercado (actual SCE) y el SERCOP en el afto 201 5.

55



-

Edllllo Ám¡6m. Plá,.
I av. añázo.e Nr9n2! v arrzáqa

L.59122941300
-tilt

¡qt¡¡lu¡¡ c6g4De FqDg
I nfi ü 0(L t[!¡¡0N

EMPRE§| PÚALICA NETROPOLITAI¡A DE II¡BIT,IT f WNENDA' r lgl2 *yt:ii

intenención y contrcl es la S perintendencia de Coñpetencia Ecokóhica, respeclo de
los operadores económícos. Míefitns que en el caso de la seeunda, se entiende que
eÍiste vinculacíón cuondo se produce un nexo, sea este de cofticter económko,
tecnológíco, societario, de iegocios, parentesco de consanp¡uinidad o aJinídad,
asociatbo, laboral. pe$onal o social, entre los ditersos actores que concurren en la
conlratacióñ ptiblica dentru de todas sus Íases; J que este nero cau\e un peúuicio, sea
una conducta ilegitima qte ufecta ol Estado, o d¡stors¡one la l¡brc competencia, ! afecte
a los prirlc¡pios deterrninados en la ley: siendo el SERCOP quien ha establecido en la
normalivo secundar¡i del SNCP, la casuislica de las »¡nc aciones especlrtcas y
aplícables en maleria de contrulac¡ón pública.

IV. CONCLASIÓN

En el caso de anál¡s¡s. sobre la base de la normatita erpuesta. de los p¡onúcianientos
de la Procuroduría General del Estado, t, de la consuha efectuada al SERCOP. on e la
preseicia de sna práctico colusoria en ,ñole¡ia de conr¡otaciói pública, lo respectiva
enlidad conltaladle, o l¡ovés de los senido¡es públicos cornpeterrte$, se encueitta
Íocaha¿o pota descalülcar o los ptove¿dores u o¡e¡enles que irrcunan en tal
conducla. al aitpüo de los u icukrs 1. 5 (pñ¡ner inciso), 6 (nuñerul 9.1) y 106.1
(segundo inciso) de la LOSNCP, la Guia de buenas púctica! para la prcvhc¡ón de
acuerdos colusorios enlre oÍercnles cn los procesos de contratación pública: y, del
lotmulalío único de la oferta de los nbdelos de pliegos del SERCOP.

Lo anterior sin perjuício de que el ente rector de contatución públicat, con elftn de
gatutuizaf los principios que rigen el SNCP y procedimienlos de contratación públ¡ca y
contralos que de ella se deriyen, ¡ealice su propia acciór, de con¡¡ol guber arneital, !
qu¿ acofde al prirrcipio ! deber de coordinaclón, infome o la Supe¡ilrendencia de
Cornpeleftia Econórriica, al amparo de lo díspuesto en los a iculos 22ó y 227 de lu
Constilucióñ y el a iculo ) 5 de la LOSNCP; patu que dlcha supe¡itrendencia actúe !
efectúe los acciones de corrttul que consid¿re p¿rtinenles u esos mísnos ptoyeedores u
oferenles, pero en sr colidad operadotes econónticos, en el marco de lo preyisto en l.t
nomdlíva pfincipol y secundar¡a de rcgllatc¡óh y corrtrol del poder de mercado'
(énfasis añ¿dido).

De manera previa a atender la consulta, esta Procu¡aduria solicitó el criterio juridico del
Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, "SrfiCOP"), y de la
Superintendente de Competencia Económica (en adelante, ".SCE"), Ios cuales fue¡on
atendidos, en su orden, por: , el lntendente Nacional Ju dico de la SCE mediante olicio
No. SCE-DS-INJ-2025-055, de 6 de marzo de 2025; y, lr) la Coordinadora General de
Asesoría Jurídica del SERCOP mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2025-0024-OF. de
18 de marzo de 2025, ingresado en el co(eo institucional de este organismo el mismo
día.

El pronunciamiento de este organismo contenido en el oficio No. 11258, de 28 de abril
de 2025, consideró los criterios juldicos institucionales de la entidad consultante, asi
como del SERCOP y de la SCE; y, luego del respectivo análisis concluyó:

''En atencióü a los t¿tminos de la consulla y con bu\e en el dnálisis jutídico etpuesto,
se concluye que, de conformidad con los artículos 36, 78 y 79 de la Ley (hgónica de
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Regulación y Contol del Poder del Mercado, cotesponde a la Superintendencia de
Competencia Ecoñóñica la detenninación y sanción de los actos colüsorio en moteia
de contatución públicd. Por su po e, segin los articulos (slc\ 352 del Reglanento
Genera a la Ley Orginica del Sistema Nacionol de Contatoción Pública, le
corresponde al Servicio Nacíonal de Contratac¡ón Pública süsper¡alet teñporalñente
los procediñienlos de co ratoción pública en coso de identíJicar la e stencia de
col$ión, y poner en conocimiento de lo¡ enles de con¡rol competentes - como la
Superintendencio de Conpelenc¡a Econóñica - la prestmciones de colusión, en
concordancia con lo previsto en los artictios I 14 y 339.1 de la Nomotiva Secundaria
del Sistema Nacional de Contratación Púhlica. En cdto de qüe los orgonismos de
control competentes detecten la existencía de actos colutor¡os en tn ptocerlirniento de
contratacíon públicL se aplícurá lo suspensión dejinitiyd preyista en el artículo 106.1
de lo Ley Orginica del Sistema Nacional ¡le Contratación Pública, en armonío co¡ el
l¡terul c) del a icr/lo 353 delReglane to o.l¡cha ley.

Consecuenlemenle, urra yez que el enle conpelente -eslo es. la Supe endencia de
Co pelencia Econónica- determine la existencia de prác¡icas colusorias, corresponde
a la entidad conaratante descalifrcü a los proveedores W¡iciparrtes en el
procediitiento conbaclüal en cueslión, cottÍorme a lo dispuesto al a ículo l0ó.1 de la
Ley (>ginica del Sisteña Nociottal de Co ffatacíón Pública y la normatito seandaria
aplicable".

2.- El pedido de recotrsideraciótr. -

El pedido de reconsideración formulado por la EPMHV fue expresado en los siguientes
té¡miflos:

"En atención al contenido del oJicio Nro. I1258. de fecha 28 de abilde 2025, rccibido
el 29 del mismo mes y año. mediante el cual, conforne al trámite ptevisfo eñ el aftíctlo
13 de la Ley Orgánica de ld Ptocuradurio General del Estado, se absolvió consulta

lormulada por esta iñsl¡lució respecto del análisis jurídico sobrc la Jigura de colusión
e el ámbito de la contrutación pública. Bajo estas cons¡derac¡o es, y conforme lo
señalado en el incisofinal del mtículo l3 de la mencionadu ley, señalo lo siguiente:

(...)

. RECONSTDERACIÓN:

2.1. De conJornklad con los a ículos 235 y237 numerol 3 de laCRE, en concotdancia
con el otículo 13 de la Ley Orgánica de la Ptucwarluia General del Eslado
(LOPGE), se pocede a solicílar la recobsiderocióñ dl prunubciatt¡ento coñtenido eñ el
oJicío Nro. 11258, de fecha 28 de abril ¡.le 2025".

El informe jurídico del Directo¡ de Asesoría Juídica y Pahocinio de la EPMHV
codenido en el memorando No. EPMHV-DAIP-2025-0273-M, de 20 de mayo de 2025,
¡eitera los mismos ñudamentos juridicos - sin que se apofe un elemento de análisis
nuevo - expuestos en el crite¡io jurídico que acompañó a la consulta. Con base en
dichos a¡gumentos, concluyó lo siguiente:

"IV. CONCLUSIÓN
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En m¿rito de lo expueslo, y en observancia de los princípios que rigen la contalación
públicq en especial la lrüapúencia, concwrencia, legalidod y eficíencía; anforme
al urticulo l0ó.1 de la Ley Orgánica del Sisterna Nacio al de Contatac¡ó Pública,
las entidades contatantes se etcuentrat legalmente facullodos Wo dascatiÍtca¡ a
los proveedores u oletentes que iúcütan en prácticas col sorías, sin perjuício de las
coñpetenci¿ts que co espotule» a la ñtperi tehdencio de Competencia Económicu
respecto del con?ol y sanción de tales ptácticas, en el ámbito del poder de mercado.

La Íacuhad de clescalificacíón no conslilule ana mciót administ¡aliva, siho und
coksecuencío del proceso de calificación de las ofeñas, que se rcoliza dürante k!
elapa pfeconlruclual, cotforfie a lo establecido en los pliegos del procedimienlo y en
el narco jutidico iigehte. Esta cal¡Jicación implica tna veri.ficaciór, obJerfuo d¿l
cut¡lplimiento de requisitos legdles, lécn¡cos o Íotüoles, pol lo que ld des&lijicac¡ó
responde a una qctuac¡ón legít¡fia de la entirla.l co tratobte dentro de su compeleñcia
legol, sin que se rcquiera, en todos los casos, un ptonunc¡atfiiefito pley¡o de oltu
órgano de conlrol.

En esa lhea. s¡ bien 16 entídades contratantes tienen el debet d¿ cootdidat acciones
coh los órgaños de cohltol coñpetentes c'ua do se identiliquen indicios de práctictLs
ant¡competiliyos, dicha coordinación no puede inferpretane como una condición
pfevio o lirniroriva de su potestad legal de calilicdr y descalificar olertas en rcsguardo
del iñlerés público y del píncipio de oportunida.l en la gestión contact al- Exigt la
suspensión del proceso hosto conlar coi @ pronunciomienlo deJin¡livo de un ótgrno
extemo, tal cono se (sic\ consto en el citado ofcio. entoryecerlo la plailicación
insrituciodal y coñprometeúa la efrcacia del prcceso de contratación. puesto que no
existe un liemry definido por el ctml se va a etcoatqr süspendido el proceso; y que
consecuenlemenle conllevoría a que no se puedat concretar lo con¡lalación hasla que
se pronúrc¡e el ófgdko de connol y vigilolcia, eslo es la SCE.

Ademá\, cl marco jutídico \)¡gente, incluyefido la Guío de buenas prácticas poru la
prevencíón de acuerdos col sorios entrc ofercntes, el Formulario Unico de la Oferta
del SERCOP y los arrículos 1. 5,6. Nunerul 9.1 y 106.1 de la LOSNCP, t¿spada el
ejercicio de es¡o facuhod pot poñe de la enridad contolante, .11 tieñpo que ¡i¡pone
el deber de infornar al SERCOP y a la Superintendencia de Coñpeteñcia Ecoñómica,
cuando exislan inrlicios de colusión, a frn de que acl^,en sus coñpete c¡as de
invesfigación y sqnción, corrfotüe a los artículos 36, 78 y 79 de ld Ley Oryánica de
Regulrción y Control del Podet de Mercado.

En co secuencid, y con base en el análisis efectut¡do, es procedenle solicil.r la
,ecoasideración del protanciarrrizrllo corrlerrido en el oficio Nto, 11258, de 28 de
abril de 2025 po¡qu¿ rcstlnge indebidamente el ejercicio de una facullad legal
dlribuida d lds e lidsdes cotttalonles, afectnndo los infereses instituciondles y
comproñeliendo la correcta aplicoción de la nomatfua del Sisteña Nacional de
Conbalación Públ¡ca". (El énfasis conespo¡de al texto o.igi¡al).
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3. Atrálisis. -
3,1. Futrdrmentos jurldicos eu los cüales se Eotiv¡ el pedido de reconsideración. -

Respecto de la aplicación del afículo 106.1 de la LOSNCP, Ia EPMIIV argumenta que

el Estado debe ga¡antizar los principios ñmdamentales que rigen la contatación pública,
como la transparencia. eficiencia y concurrencia. Además, sostiene que la actuación de
los servidores públicos, en el ámbito prccontactu¿I, debe sujetase no solo a la
normativa específica del SNCP, sino también al odenamiento juridico en su conjunto,
incluyendo las normas en materia de competencia económica y aquella aplicable a
empresas públicas, con el objetivo de asegurar la coherencia normativa y la p¡otección
del inteÉs general.

La aplicación del articulo 106.1 de la LOSNCP se encuentra condicionada a la
determinación previa - por parte de la SCE - de la existencia de pnicticas colusorias.
Sin perjuicio de lo anterior, el segundo inciso del referido artículo establece que la
entidad contratante debe descalificar a los proveedores participantes en los
procedimientos de contratación pública si se hallaren vinculaciones o prácticas
colusorias, de acue¡do con las disposiciones vigentes de esa Ley.

Según la EPMHV, cua¡do existan evide¡cias objetivas y razonables de la panicipación
de un grupo familiar en procesos de contratación pública, en condiciones que afecten la
libre concurrencia o generen una apariencia de competencia ficticia, la entidad
cont¡atante se encuent¡a juridicamente facultada para adopta¡ medidas inmediatas de
corrección. entre ellas la descalificación. co¡forme los principios de legalidad. trato
justo. igualdad. calidad, vigencia tecnológica, oportunidad. concuÍencia, transpa¡encia.
publicidad, y paricipación nacional. con a¡reglo al articulo 4 de la LOSNCP.

En cuanto a la calificación y descalilicación de proveedores u oferentes en uf¡ proceso

de conratación pública, la EPMIfV sostiene que no constituye una sanción
administrativa. sino uoa consecuencia nahral y legitima derivada de la veriñcación
objetiva del cumplimiento de los requisitos legales, técnicos o formales exigidos para
participa¡ en el p¡ocedimiento. En est€ sentido, la descalificación sería el resultado del
análisis realizado por la entidad conhatante dura¡lte Ia etapa preconuactual y responde a
la necesidad de asegurar que los participantes cumplan con condiciones que garanticen
la transparenci4 legalidad y eficiencia del proceso.

Sin perjuicio de lo aotedor, la entidad contratante tiene el deber de poner en

conocimiento del SERCOP y de la SCE cualquier indicio de práaticas colusorias o
conductas anticompelitivas, a lin de que dichas entidades activen, en el marco de sus

competencias. los mecanismos de investigación, contol y sanción correspondientes.
conforme lo previsto en los alículos 36,78 y 79 de la LORCPM. Lo anredicho no
limita el ejercicio opofuno y legitimo de las competencias propias de la entidad
contrata¡te en la etapa precontractual. según la normativa del Sistema Nacional de
Contratación Pública.
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3.2. Fundamentos jurídicos del pronunciamiento contenido e¡ olicio No. 11258, de
28 de abril de 2025. -

Eo cuanto al análisis de la consulta formulada por la EPMHV, en e[ p¡onwrciamiento
contenido en el oficio No. 11258. de 28 de ab¡il de 2025. se examinarcn las normas
aplicables a los procedimientos de contratación públic4 así como aquellas relacionadas
con la colusión en materia de cont¡atación pública; con fundamento en las cuales se

concluyó, principalmente, Io siguiente:

i. En mate¡ia de contratación pública corresponde aplicar los principios
establecidos en los aniculos 288 de la CRE y 4 de la LOSNCP con la frnalidad
de Eoteger los intereses públicos y Ia debida ejecución de los corltatos.

,r. El SERCOP, como ente rector del Sistema Nacional de Contratación Pública.
ejercer facultades de regulación y control en los procedimientos de contratación
pública. con arreglo a lo previsto en los a¡tículos l0 de la LOSNCP y 8 de su

Reglamento General.

iíi. Los sujetos intervinientes en los p¡ocedimientos de conrratación pública.
incluyendo la entidad conratante y los contratistas, son responsables del
cumplimiento de las obligaciones legales y co¡tractuales, confomre lo dispuesto
en el aniculo 99 de la LOSNCP.

9

!
t
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¡v. La colusión en materia de contratación pública comprende todas aquellas
conductas, actos. omisiones, acuerdos, p¡ácticas o compofamientos ¡ealizados
por propooentes. proveedores, oferentes o corit¡atistas. cuyo objeto o efecto sea

distorsionar la competencia en los procedimientos de cont¡atación pública. Estas
conductas colusorias estin tipificadas tanto en la LORCPM y la LOSNCP.

De acuerdo con la LORCPM y la LOSNCP, la SCE es el órgano técnico de
control competente para determinar y sancionar las prácticas colusorias en las
que incurran los operadores económicos. Además, le corresponde expedir
normas con carácter obligatorio en las materias propias de su competencia.

El SERCOP está facultado para suspender temporalmente los procedimientos de
cont¡atación cuando se identifiquen indicios de colusión u otras conductas que
constituya¡ infracción a la Ley. debiendo poner en conocimiento de los entes de
control competentes. Asimismo, esti habililado para suspender definitivamente
los procedimientos de contratación, deút¡o de cualquiera de sus fases. en los
cuales se haya determinado la existencia de colusión, según lo previsto en los
afículos 106. I de la LOSNCP y 352 de su Reglamento Ceneral.

Cor¡esponde a la entidad contratante descalificar a los proveedores paxticipantes
en los procedimientos de contratación pública cuando se haya deteminado la
existencia de prácticas colusorias, co¡forme lo dispor¡e el citado artículo 106. 1

de la LOSNCP.
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v¡¡¡. En consecuenci4 una vez que la SCE haya determinado la existencia de
prácticas colusorias, le corresponde aplicar Ia corespondienle sanción y
disponer la suspensión definitiva del procedimiento de contratación.

Le conesponde a la entidad coúatante proceder a la descalificación de los
proveedores involuuados en el respectivo procedimiento contractual.

:t

Dr. Hans willi Ehnig Dillon
Sop.ft l.trd.trt d. Corp.ten.i. Ecorómic¡

Lcdo. rosé Julio Neim Hañze
Dir.ctor G.ftr¡l (e) del S¿rvicio N¡cior¡ld. Conrr¡t.clón Públic. - SERCOP

lÍ.

4. R¡tilicació¡ del Protru-ncirDietrto. -

Analizado los fundamenlos expuestos eo el pedido de reconsideraciór formulado por la
Empresa Pública Metropolitana de Hábitat y Vivienda, se establece que éstos no

conducen a modificar las conclusiones de este organismo contenidas en el oficio No.
I1258, de 28 de ab¡il de 2025. Por lo tanto. de conformidad con lo previfo en el cuarto
inciso del articulo 13 de la Ley
ratifico en el mismo.

Atentamente.

kQ de la Procur¿duria General del Estado. me

Abg. Juan
PR R GENERAL DEL ESTADO

C.C,
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oficio No.' I l8l3

Quito' 
''M'',1 1 JuIl 202$i

M6dico Veterinario
Byron Fabricio Rubio Heras
Alcalde
GOBIERNO AUToNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CAI\T6N
SEVILLA DE ORO
Presente.

De miconsideraci6n:

Mediante oficio No. 080-GADMSO-AL-2025, de l0 de marzo de 2025, ingresado en la
Procuraduria General del Estado el dia siguiente, se formularon las siguientes consultas:

"1.- ilos tenenos ubicados dentro del derecho de via del ramal oriental de la
Transversal Austral (840), que otrovieso por el cenfio urbano de la cabecera cantonal
de Sevilla de Oro, constituyen bienes de dominio prtbfico pertenecientes a la auloridad
competente de esto rama o son bienes de domino privado de propiedad de los Gobiernos
Autdnomos Descentralizados Municipales, en aplicacidn del Art. 422 del COOTAD?

2.- Para la venta o adjudicacidn de bienes mostrencos, iEl Ejecutivo del Gobierno
Autdnomo Descentralizado del cantdn Sevilla de Oro, requiere de la autorizacidn del
Concejo Municipal, conforme lo establece el Art.436 del COOTAD?'

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes.

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

I . I . El informe juridico No. 007-GADMSO-PS-HJ-2025, de 1 0 de marzo de 2025 , suscrito por el
Procurador Sindico del Gobierno Aut6nomo Descentralizado Municipal del Cant6n Sevilla
de Oro (en adelante "GADM Sevilla de Oro") cit6 los articulos 66,226,238,264,321, 322,
323 y 324 de la Constituci6n de la Repriblica del Ecuadorr (en adelante "CRf '); 55, 475,
419,422,436,481,501, 508, 575 del C6digo Org6nico de Organizaci6n Territorial,
Autonomia y Descentralizaci6nz (en adelante "COOTAD"); 5 de la Ley Org6nica de
Ordenamiento Territorial Uso y Gesti6n de Suelo3 (en adelante "LOOTUGS'); 5,8, 19,20,
2l y Disposici6n General Cuarta de la Ley Org6nica del Sistema Nacional de Infraestructura
Vial del Transporte Terrestrea (en adelante *LOSNIVTT'), 4l y 42 del Reglamento a la
LOSNIVTT5 (en adelante "RLOSNIVTT"); 605 y 715 del C6digo Civil6 (en adelante "CC');

I CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.

') COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.
3 LOOTUGS, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 790 de 5 de julio de 201 6.
a LOSNIVT|, publicada en el Suplemento Registro Oficial No. 998 de 05 de nayo de 2017.
5 Reglamento de la LOSNIVTI, publicado en el Segundo Suplemento Registro Ofcial No. 278 de 06 de julio de 20 18
6 CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005.
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y Ordenanza Sustitutiva que regula los Procesos de Titularizaci6n de InrnUebles Mostrencos
Urbanos del Cant6n Sevilla de OroT (en adelante ooOrdenanza de Titularizaci1n de Terrenos
Mostrencos"). Con base en esta norrnativa, se concluy6 lo siguiente:

"3.- DESARROLLO.

(...) Como ya sabemos el ramal oriental de la Transversal Austral (E40), atraviesa por
el centro urbano de la cabecera cantonal de Sevilla de Oro, asi como el centro urbano
de las cobeceras parroquiales de Palmas y Amaluza, pertenecientes al canthn Sevilla de
Oro. Al ser una vla estatal pese a que atroviesa una zona urbana, la jurisdicci6n y
competencia sobre el eje vial, pertenece al gobierno central, regional o provincial, segiln
el caso, esto de conformidad a lo que manda el Art. I de la Ley Orgdnica del Sistema
Nacional de Infraestructurd Vial del Transporte Tetestre.

A simple vista, no existe un problema juridico defondo. El problema radica al momento
de analizar el Art. 19 de la Ley Orgdnica del Sistema Nacional de Infraestructura Vial
del Transporte Terrestre, que al referir sobre el Derecho de V[a dice 'n_;]gfujg de-lgygfiQ
permanente y obligatoria destinada a la consffucci1n. mantenimiento, servicios de
seguridad. servicios complementarios. desatollo paisajistico )t.futuras ampliaciones de
las vtas. determinada por la autoridad competente. Los terrenos ubicados dentro del
derecho de via constituven bienes de dominio prtbfico v la autoridad comnetente tendrd
la facultad de uso v goce en cualouier tiemoo'. Conociendo la realidad del centro
urbano del cantdn Sevilla de Oro, as[ como la realidod de casi los 221 Gobiernos
Aut6nomos Descentralizados Municipales, a lo largo de la mayoria de las v{as estatales,
que las mismas atrsviesen los centros urbanos de dichos cantones, la poblacidn se ha
radicado sobre lafaja de terreno denominado derecho de vla, con construcciones de sus

domicilios, viviendas y locales comerciales, llegando incluso a existir construcciones de

bienes patrimoniales y de edificios de las diferentes instituciones del Estado, estas

construcciones datan de ddcadas anteriores a la entrada en vigencia de la Ley Orgdnica
del Sistema Nacional de Infraestructura Vial del Transporte Teruestre. Muchas de estas
personas cuentan con titulos escriturarios, pero muchos personas no cuenton con estos
titulos de escritura y mas bien estdn en posesidn de los mismos nada mds, quienes pese a
ser solamente posesionarios, solicitan la prestacihn de servicios basicos como agua
potable, alcantarillado, recoleccihn de desechos sdlidos; asi como tombidn la ejecucihn
de obras de infraestructura como oceras y bordillos, surgiendo asi un nuevo problema
de esta temdtica, ya que, el COOTAD, establece que estos tributos deben ser cobrados a
los propietarios de estos bienes, enlendidndose a los propietarios como las personas
naturales o juridicas, que cuentan con un tftulo escriturario debidamente inscrito.

Ahora bien, por otro lado, tenemos que, el articulo 605 del Cddigo Civil, dispone que son
bienes del Estado todas las tierras que, estando situadas dentro de los lfmites
territoriales, corecen de otro duefio; en consecuencia, siendo el Municipio parte del
Estado, estos bienes inmuebles cuyo propietario no puede ser determinado, y que se

encuentran dentro de los llmites cantonales pasan a ser parte de los Gobiernos
Autdnomos Descentralizados Municipales o Menopolitanos. (...) Ya hemos determinado
que los bienes mostrencos son de propiedad del GAD Municipal por mandato de la ley.

2 Ordenanza de Titularizacihn de Terrenos Mostrencos canthn Sevilla de Oro, publicado en el Registro Oficial Edicihn Especial No
722 de I 3 de enero de 2023.

9
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(...) Con esta apreciacihn resulta inoficioso que, los terrenos que estdn (sic) de dentro
del derecho de via, como ya (sic) menos mencionado sean de domino pitblico, y
provoquen que los GAD'S Municipales sean afectados teniendo que prestar servicios
bdsicos y obras de infraestructura sin poder tributar a los posesionarios. A los bienes
mostrencos el COOTAD en su Art. 481 inciso 5 los define como 'qwllp;-n&I9;
inmuebles que carecen de duefto conocido: en este coso los gobiernos autdnomos
descentralizados municipales o metropolitanos mediante ordenanza establecerdn los
mecanismos )t procedimientos para regularizar bienes mostrencos'; y en caso de existir
alguna controversia sobre la propiedad de estos bienes el Art. 122 del COOTAD
establece que: 'Entre los gobiernu
tenga a su careo la administracihn v adiudicacilin de bienes mostrencos, orevalecerd
la posesidn de los gobiernos autdnomos descentralizados(...1'. Por ende, estos bienes

son de propiedad municipal. Todo esto en base a que la Constituci1n de la Repilblica del
Ecuador, al referirse a la organizacihn territorial del Estado y al Rdgimen de

C o mpetencias, determina que los Gobiernos Autdnomos De scentral izados Munic ipale s,

tienen la competencia para realizar actividades de planificaci6n del ordenamiento
territorial, destinadas a regular y controlar el uso y ocupaci1n del suelo en el cantdn.
Este precepto de orden constitucional se encuentra ratificado en las normas del C1digo
Orgdnico de Organizacihn Tetitoriol, Autonomfa y Descentralizacihn. Las
disposiciones constitucionales y legales en referencia, contienen en su contexto, un error
juridico conceptual, puesto que tanto el uso como la ocupaci6n se encuentran definidas
de forma clara en el C6digo de Civil ecuatoriano, y deben ser utilizadas en la ley,
atendiendo al significado que realmente tienen. El uso es un derecho real, que otorga la
facultad de gozar de la parte determinada de las utilidades y productos de una cosa;
mientras que lo ocupacihn es un modo de adquirir el dominio por el que se adquiere las
cosas que no pertenecen a nadie y cuya adquisicidn no estd prohibida por las leyes
ecuatorianas. Es decir que actualmente se concede a los Gobiernos Autdnomos
Descentralizados Municipales, competencia para regular la facultad de gozar de una
parte limitada del suelo, ignorando de esta manera que el uso es solo uno de los derechos
reales que podemos ejercer sobre una cosa, pero que su aplicacihn real estd asociada a
otros como por ejemplo el dominio; y ademds se les concede potestad de ejercer el confiol
sobre la adquisici1n del dominio o propiedad de los inmuebles que no pertenecen a nadie
( ...).

(...) Entonces queda claro que, a los GADS Municipales, les corresponde la propiedad
de los bienes mostrencos situados dentro de su drea urbana, independientemente si
estdn o no al lado de una vfa estalol, ya que de conformidad a la Ley Orgdnica del
Sistema Nacional de Infraestructura Vial del Transporte Terrestre,lo que le pertenece
al MTOP, es el derecho de via, y esto difiere de la propiedad, ya que este derecho lo que
da es la utilizacidn y goce en cualesquier momenlo de este predio, previo el trdmite
correspondiente. Es mds, el Art. 422 del Cddigo Orgdnico de Organizacidn Territorial,
Autonomia y Descentralizacidn, es mds claro y decisivo aun, ya que sostiene que en caso
de conflicto de dominio entre los gobiernos authnomos descenfializados y la entidad
estatal que tenga a su cargo la administraci6n y adjudicaci6n de bienes mostrencos,
prevalecerd la posesi6n de los gobiernos autilnomos descentralizados. (Enfasis me

pertenece).

Con este andlisis se concluye, que los bienes mostrencos situados en el sector urbano,
son de propiedad de los GADS Municipales, sin importar sus caracterlsticas, y por ende
los GADS Municipales, podrdn disponer de ellos a su conveniencia.

I
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Es innegable la existencia de edificaciones de viviendas a lo largo y qncho del pais, en

bienes mostrencos, y muchos de ellos se encuentron dentro del supuesto derecho de vta
establecido por la Ley argdnica del Sistema Nacional de Infraestructura Vial del
Transporte Teruestre, estos edificaciones datan de ddcadas atrds, en muchos de los casos
con retiros del margen de la vla, de I a tres metros de ancho. Tambidn es conocimiento
de todos que estos bienes se han beneficiado de una u otra manera de la obra pilblica y
de los servicios basicos que estas instituciones prestqn. De aquf nace un dilema tan
grande para los GADS Municipales, ya que, respetando el principio de legalidad y de
seguridad juridica, estos tributos pueden ser cobrados ilnicomente a los propietarios de
los bienes, situacidn que hacen de suma importancia que los bienes mostrencos sean
legalizados afavor de sus posesionarios, quienes son los verdaderos beneficiarios de la
obra pilblica.

(...) Al ser bienes mostrencos carentes de propietario no se puede cobrar este tributo, ni
siquiera la tasa administrativa que se cobrar[a a los entidades estatales.

(...) Nuevamente haciendo alusidn al supuesto no consentido que un juez u autoridad
determinar{a, que si los bienes mostrencos situados dentro del derecho de via, en el drea
urbana del cantdn Sevilla de oro, esto significaria que el GADMSO, deber{a por mandato
legal generar los titulos de crddito por concepto de estos tributos a nombre de la MTOP.
Ya que las instituciones estatales no estdn exentas del pago de contribuciones especiales
de mejoras.

SOBRE LA AATORIZACIdN DEL CONCETO MUNICIPAL AL ETECUTIVO
PARA I-4 ADJADICACIdN O VENTA DE LOS BIENES MOSTRENCOS.

(...) Ahora bien, se (sic) sea determinado ya en este idorme que los bienes mostrencos,
que estdn dentro del drea urbana del territorio cantonal, son de propiedad del GAD
Municipal, y de conformidad al Art. 419 del COOATD, el cual refiere cuales son los
bienes de dominio privado, dentro de los cuales estdn segin el literal c) del mismo
arttculo 'c) Los bienes mostrencos situados dentro de las respectivas circunscripciones
territoriales'. Y si bien es cierto que una adjudicacidn no estd dentro de la peyorativa
que establece la norma sobre que la autorizacihn del concejo se la recibe en 'laventa,
donaci6n, trueque y prenda de los bienes muebles', no olvidemos que los bienes de
dominio privado estdn destinados a la producci6n de recursos o bienes para la
financiaci6n de los servicios de los gobiernos aut6nomos descentralizados. Y estos bienes
al tener que estar dentro de un inventario municipal actualizado y valorizado, conforme
lo establece el Art. 426 del COOTAD, es indiscutible que existe una rebaja al patrimonio
institucional, por ende, necesaria la autorizacidn del concejo municipal, al ejecutivo del
GADMSO, para la adjudicacidn o legalizaci6n, de dichos bienes.

4.. CONCLUSIONES.

4.1.- En aplicaci6n a una norma especial como lo es el COOTAD, muy especialmente su
ArL 422, pqra esta Procuradurla Sindica concluye que, es incuestionable que dichos
bienes mostrencos le pertenecen al Gobierno Aut6nomo Descentralizo Municipal del
cantdn Sevilla de Oro, y que dentro de ellos se puede aplicar su plan de ordenamiento
territorial, pese a ser adyacentes a una vla estatal dentro del sector urbano, el cual se
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funqif de acuerdo a las caracteristicas propias de este cantdn. Al ser propiedad de este
cantdn, estos bienes pueden ser utilizados a conveniencia de la institucihn.

4.2.- En lo referente a la autorizacihn del Concejo Municipal, al ejecutivo del GAD, para
la adjudicacihn de bienes mostrencos, en aplicacidn del Art. 436 de COOTAD, esta

Procuraduria Sindica concluye que, los bienes mostrencos al ser bienes de dominio
privado, conforme lo establece el Art. 419 del COOATD, es un requisito sine qua non, la
autorizaciiln del concejo municipal al ejecutivo para proceder a la adjudicacidn o venta

de un bien mostrencd) (El 6nfasis corresponde al texto original).

1.2. A fin de contar con mayores elementos de an6lisis, la Procuraduria General del Estado solicit6
e insisti6 a la Asociaci6n de Municipalidades Ecuatorianas (en adelante "AME'), del
Ministerio de Transporte y Obras Priblica (en adelante "lWOP"),y de la Superintendencia de

Ordenamiento Territorial (en adelante "SOT') que remitan sus criterios juridicos
institucionales. Sin perjuicio de lo anterior, la AME ni el MTOP atendieron lo solicitado.

l.3.Por su parte, el Superintendente de Ordenamiento Territorial atendi6 el requerimiento
mediante oficio No. SOT-DS-2025-0015-O, de l1 de abril de2025, al que se adjunt6 el
criterio juridico No. CGAJ-DAru-CJ-2025-011, de l0 de abril de 2025, aprobado por el
Coordinador General de Asesoria Juridica del SOT. Dicho criterio cit6 los articulos 82,213
y 227 de la CRE; 54, 56 y 57 del COOTAD; 3, 4, 14 y 18 del C6digo Orgdnico
Administrativo8 (en adelante "COA");92,95,96 y 98 de la LOOTUGS; 6, 10, 19, 20,61 del
Reglamento a la LOOTUGSe (en adelante *RLOOTUGS');3,12,16,25,56 y la Disposici6n
General Segunda de la LOSNTVTT; 3, l3 y l4 del RLOSNIVTT. Con base en la normativa
antes citada, se manifest6 lo siguiente:

"3. Andlisis Juridico. -
(...) En tal virtud, el GADM plantea un conflicto jurldico por el cual existiria tma
dualidad legal:

o El COOTAD establece que los bienes mostrencos son de los GAD municipales y
pueden re gularizars e mediante ordenanza.

o La Ley Orgdnica del Sistema Nacional de Infraestructura Vial indica que los
bienes dentro del derecho de vla pertenecen al Gobierno Cenffal, a travds del
ente rector de la vialidad MTOP), por ser v[a estatal.

En este andlisis, es necesario referir que el arttculo 54 del Cddigo Orgdnico de

Organizacihn Territorial, Autonomfa y Descentralizacihn, establece como funciones de

los gobiernos autdnomos descentralizados municipales, entre otras, elaborar y ejecutar
el plan cantonal de desaruollo, el de ordenamiento territorial y las politicas pilblicas en

el dmbito de sus competencias y en su circunscripcihn territorial, de monera coordinada
con la plani/icacidn nacional, regional, provinciol y parroquial; asi como tambiin
regular y controlar las construcciones en la circunscripcidn cantonal"

De la misma manera, el articulo 55 ibidem contempla como competencias exclusivas de

los gobiernos autdnomos descentralizados municipales, entre otras, planificar junto con
otras instituciones del sector pilblico y actores de la sociedad, el desarrollo cantonal y

8 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 3l de 7 delulio de 2017.

' RLOOTUGS, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 460 de 3 de abril de 2019.
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formular los correspondientes planes de ordenamiento territorial, de manera articulada
con la planificocihn nacional, regional, provincial y patoquial, con el frn de regular el
uso y la ocupacihn del suelo urbano y rural y en lo que refiere al presente caso, ejercer
el control sobre el uso y ocupacidn del suelo en el cantdn.

Con la vigencia de la LOOTUGS los gobiernos authnomos descentralizados tienen la
obligatoriedad de actualizar los planes de desarrollo y ordenamiento territorial y sus

correspondientes planes de uso y gestidn de suelo al inicio de gestihn de la autoridad;
para lo cual, en dicha actualizaci6n se debe observar el P@
visente v la Estrotegia Territorial Nacional. estos instrumentos de planificacihn
nacional sirven para gestionar y coordinar el desanollo de su territorio de manera
e quit ativa. e.lic ie nte :t s os ten ib le.

(...) En tal situacihn el GADM debi6 ejercer su deber de control al ordenomiento
territorial, uso y gestihn del suelo de codormidad con sus competenciqs exclusivas
constitucionales y legales, las funciones establecidas en el COOTAD y lo seftalado en el
Capitulo III "Infracciones y sanciones a la gesti6n del suelo sujetas al control de los
gobiernos authnomos descentralizados municipales y metropolitanos", del Titulo VI
"Rdgimen Sancionatorio" de la LOOTUGS; y la normativa vigente

4. Conclusiones. -
. La SOT como entidad tdcnica tiene como atribucihn la vigilancia y control de los
procesos de ordenamiento territorial, que realicen las entidades en todos los niveles de
gobierno en la materiay, del y de uso y gesti1n del suelo, hdbitat, asentamientos humanos
y desarrollo urbano que realicen los gobiernos autdnomos descentralizados municipales
y metropolitanos. Asimismo, tiene potestad sancionatoria de conformidad con la
LOOTUGS, por lo cual no podr{a adelantar criterio respecto del caso concreto del
GADM Sevilla de Oro. Sin embargo, ha efectuado un andlisis sobre la pertinencia de la
aplicaci6n normativa tdcnica en la consulta trasladada por la Procuradur{a General del
Estado de conformidad con la Resolucihn 24.

(...) . Los gobiernos autdnomos descentralizados municipales tienen la responsabilidad
de elaborar y aplicar el plan cqntonal de desarrollo y ordenamiento territorial, en
coordinaci6n con los distintos niveles de planificacihn. Ademds, les corresponde regular
y controlar el uso y ocupacihn del suelo en su circunscripcidn territorial, lo que resulta

fundamental para determinar la legalidad y viabilidad del uso del suelo, considerando el
derecho de via, asegurando una gestihn adecuada del tenitorio conforme a la normativa.

. La normativa urbanistica que el GADM ha establecido en sus instrumentos de uso y
gestihn del suelo debi6 considerar prohibiciones para la ocupacidn del suelo en las

franjas aledafias a la via estatal; y en tal virtud ejercer el control y sanci6n a las personas
naturales ojuridicas pilblicas o privodas que ocupen dichasfranjas;

. La gestihn de la infraestructura vial requiere una coordinaci6n entre el ente rector y
los gobiernos autdnomos descentralizados, quienes tienen responsabilidades
diferenciadas pero complementarias. Mientras el ente rector establece politicas pilblicas
y pardmetros ftcnicos, ademds de declarar la utilidod pilblica de los inmuebles
necesarios para el desarrollo vial, los gobiernos aut6nomos descentralizados deben
planificar y regular el uso y ocupacihn del suelo observando las disposiciones legales y
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normativas. Esta articulaci1n es esencial para garantizar una infraestructura eficiente y
ordenada.

. Con lo expuesto, se desprende que, el dominio sobre la via Estatal la tiene el Ministerio
de Transporte y Obras Pilblicas, como ente rector del sistems de transporte terrestre y
vialidad, por lo cual el GADM no podria considerar las franjas aledafias a la via estatal
como bienes de dominio ptiblico municipal." (El dnfasis corresponde al texto original).

1.4. De lo expuesto se desprende que el GADM Sevilla de Oro sostiene que a 6ste le corresponde
la propiedad sobre bienes inmuebles carentes de dueffo situados en el 6rea urbana y rural del
cant6n, aun cuando estos se encuentren dentro del espacio restringido denominado "Derecho
de vfa". En consecuencia, el GADM Sevilla de Oro considera que, previa autorizaci6n del
Concejo Municipal, podria adjudicar o vender los terrenos ubicados junto al ramal oriental de
la Transversal Austral @40) y utilizarlos.

1.5.Por el contrario, el criterio t6cnico emitido por la SOT seffala que el dominio sobre la via
estatal corresponde al Ministerio de Transporte y Obras P0blicas, como ente rector del sistema
nacional de transporte terrestre y vialidad. En virtud de ello, el GADM Sevilla de Oro no
puede considerar como bienes de dominio pfiblico municipal los terrenos ubicados dentro del
derecho de via.

2. Anilisis.-

Con el fin de facilitar el estudio de la consulta, el an6lisis desarrollar6 los siguientes puntos: i) El
Derecho de via; y, ii) Venta y regulaci6n de bienes mostrencos, y la tenencia de bienes pfblicos.

2.1. ElDerecho de via.-

El derecho de via ha sido objeto de regulaci6n en el ordenamiento juridico ecuatoriano desde el
affo 1964 por la Ley de Caminoslo, cuyo artfculo 3 lo definia como"lafacultad de ocupar, en
cualquier tiempo, el teneno necesario para la construccidn, conservacidn, ensanchamiento,
mejoramiento o rectiftcacidn de caminos " (6nfasis afradido).

A su vez, el articulo 40 estableci6 la prohibici6n de "ejecucidn o conservaci1n de cualquier obra
o cultivo que pueda ocasionar algin dafto o estorbo en los caminos pilblicos", restricci6n que se

extiende a los terrenos ubicados dentro del derecho de via, segrin lo previsto en el articulo 41

ibidem.

En concordancia con lo anterior, el inciso segundo del articulo 4 del Reglamento Aplicativo de la
Ley de Caminosll (en adelante "Reglamento Ley de Caminos") desarroll6 con mayor precisi6n el
alcance del derecho de vi4 y estableci6 que este "se extenderd a veinticinco metros, medidos
desde el eje de la v{a hacia cada uno de los costodos, distancia a portir de la cual podrd
levantarse ilnicamente el cerramiento; debiendo, para la construcci6n de vivienda, observarse
un retiro adicional de cinco metros". Por su parte, el inciso tercero del precitado articulo dispone
que "(...) queda absolutamente prohibido a los particulares, construir, plantar drboles o
realizar cualquier obra en los terrenos comprendidos dentro del derecho de via salvo cuando
exista autorizaci6n del Ministerio de Obras Pilblicas", reiterando la prohibici6n expresa de

t0 Ley de Caminos, publicada en el Registro Oficial No. 285 de 7 de julio de I 964.
t t Reglamento ky de Caminos, publicado en el Registro Oficial No. 567 de 19 agosto de I 965
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ejecutar cualquier tipo de obra en los terrenos comprendidos denfio del derecho de via (6nfasis
afladido).

Posteriormente, con la entrada en vigencia de la LOSNIVTT, se derog6 expresamente la Ley de
Caminos; adem6s, en su Disposici6n General Cuarta, sobre el derecho de via existente con
anterioridad a la vigencia de la LOSNMT, estableci6:

"CUARTA.- Derecho de v[a existente. Las vias existentes con anterioridad a la entrada
en vigencia de esta Ley, consemardn el derecho de via en las mismas condiciones y
dimensiones establecidas por la normativo jur[dica vigente a lafecha de su ejecucidn.
En el caso de ampliaciones o modificaciones sobre esas vlas, posteriores a la vigencia
de esta Ley, se aplicard la nuevo normativa, en los tromos afectados" (6nfasis afiadido).

El articulo 19 de la LOSNIVTT define el derecho de via en los siguientes t6rminos:

"Art. 19.- Derecho de V[a. Es lafaja de terreno permanente y obligatoria destinada a la
construcci6n, mantenimiento, servicios de seguridad, servicios complementarios,
desarcollo paisajistico y futuras ampliaciones de las vfas, determinada por la autoridad
competente.

Los terrenos ubicados dentro del derecho de via constituyen bienes de dominio
plL@12 y la autoridad conpetente tendrd la facultad de uso y goce en cuolqaier
tiempo. En el caso que estos predios seon de propiedad de terceros. la autoridad
competente aplicard el procedimiento expropiatorio regulado en la ley de la materia"
(6nfasis afladido).

Asimismo, el artfculo 21 de la LOSNTVTT aclara que las dimensiones del derecho de via se

mediriin "desde el eje de la vla hacia cada uno de los costados, distancia a partir de la cual se

ubicard ilnicamente el ceruamiento de los inmuebles". Por otra parte, el inciso segundo ibidem
establece que para realizar construcciones sobre dichos inmuebles "deberd observarse un retiro
adicional que se medird a ambos lados de la misma, desde el borde exterior del derecho de v[a.
El retiro consiste en un drea de afeccidn para los predios aledafios a una via p*blica y que serd
establecido por la autoridad competente".

En este sentido, el primer inciso del articulo 42 del RLOSNIVTT determina que la dimensi6n del
derecho de via "se extenderd a 25 metros, medidos desde el eje de la via hacia cada uno de los
costados, distancia a partir de la cual podrd levantarse ilnicamente el cerramiento, debiendo
para la construcci6n de vivienda observarse un retiro adicional de 5 metros".

Por su parte, el inciso segundo del articulo 43 de la LOSNIVTT establece que "queda
terminantemente prohibido el uso y usufructo de cualquier naturaleza que este sea, tanto en las
dreas del Derecho de Via como en la Infraestructura del Transporte Terrestre y obras
adicionales"; y, el artfculo 43 del RLOSNMT enfatiza que "(...) queda absolutamente
prohibido a los particulares, construir, plantar drboles o realizar cualquier obra en los tenenos
comprendidos dentro del derecho de v{a salvo cuando exista autorizacihn de la entidad a cargo
de la competencia de Ia vid'(6nfasis afiadido).

-
TN

I
L
x
J

t: COOTAD, "Art. 416.- Bienes de dominio publico. Son bienes de dominio pilblico aquellos cuyafuncidn es la prestacidn servicios
piblicos de competencia de cada gobierno autdnomo descentralizado a los que estdn direclamente destinados.
Los bienes de dominio prtbfico son inalienables, inembargables e imprescriptiblx: en consecuencia, no tendrdn valor alguno los
actos, pactos o sentencias, hechos concertados o dictados en contravenciiln a esla disposicidn (. . )" qnlasis aftadido).
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Con el fin de identificar la autoridad competente sobre el derecho de vfa de la "Transversal
Austral (840)" referida por la consultante, el Capitulo ll "Clasificacihn de las vlas" de la
LOSNIVTT en sus articulos 3 al l3 establecen la clasificaci6n de vfas de la red vial nacional y la
competencia de los niveles de gobierno sobre los distintos tipos de redes viales, catalogados asi:

i) estatal, ii) regional, ili) provincial; y, iv) cantonal urbana. Al respecto, el articulo 5 de la
LOSNIVTT considera a la red vial estatal como el "conjunto de vlas conformadas por las
troncales nacionales que a suyez estdn integradas por todas las vias declaradas por el ministerio
rector como corredores arteriales o como vtqs colectoros", cuya competencia corresponde al
gobierno central.

Por otra parte, el articulo 25 dela LOSNIVTT establece que los funcionarios "designados para
la supervisidn, conservacihn o mantenimiento del derecho de via serdn legal y pecuniariamente
responsables en caso de permitir la ocupocidn de la via y de lafaja correspondiente del derecho
de via, dentro de su jurisdiccidn". Cabe mencionar que como parte de las competencias
exclusivas de los Gobiernos Aut6nomos Descentralizados Municipales (en adelante *GAD

Municipales"), segfin el literal b) delartfculo 55 del COOTAD, les corresponde"ejercer el control
sobre el uso y ocupacihn del suelo en el cant6n".

En este orden de ideas, los artfculos 49 al 56 de la LOSNIVTT clasifican las infracciones en las

que incurren las personas naturales ojuridicas que causen dafio a la infraestructura del transporte
terrestre, en infracciones como: i) "leves", ii) "graves"; y, iii) "muy graves", incluidas las
infracciones sobre el derecho de via, asf tenemos que:

o El literal c) del articulo 51 establece como infracci6n leve: "c) Ejecutar obras e
instalaciones en el derecho de via sin la autorizacihn o permiso requeridos, o
incumpliendo algunas de las prescripciones previstas en las referidas autorizaciones"

o El literal b) del articulo 53 establece como infracci6n muy grave: "b) Establecer, en la
zona de derecho de v[a, edificaciones o instalaciones de cualquier naturaleza, o realizar
actividades que resulten peligrosas para los usuarios de la infraestructura del transporte
lerrestre".

Finalmente, el inciso final del numeral 3 del articulo l9 de la LOOTUGS establece la prohibici6n
de urbanizaci6n de "predios colindantes a la red vial estatal, regional o provincial, sin previa
autorizacidn del nivel de gobierno responsable de la via" sobre el suelo rural que podr6 ser
habilitado para su uso urbano. De igualforma, elartfcr.rlo 615 delCC determinaque"nadie podrd
construir, sin permiso especial de autoridad competente, obra alguna sobre las calles, plazas,
puentes, playas, terrenosfiscales y demds lugares de propiedad nacionaf'(6nfasis afiadido).

De la normativa invocada se concluye lo siguiente: i) el derecho de via es una faja de terreno
permanente de dominio priblico sobre la cual la autoridad competente, segrin la clasificaci6n de

la via, ejerce uso y goce en cualquier momento conforme la LOSNIVTT y su Reglamento; ii)
desde la vigencia de la Ley de Caminos y posteriormente la LOSNIVTT est6 prohibido a los
particulares realizar obras dentro del derecho de via sin autorizaci6n expresa de la entidad
competente sobre la via; iii) las condiciones del derecho de vfa se rigen por la norma vigente a la
fecha de construcci6n de la via conforme lo establece la Disposici6n General Cuarta de la
LOSNMT;para el caso de ampliaciones posteriores se aplicarh la normativa vigente; iv) la
competencia sobre el derecho de via de la red vial estatal le corresponde al gobierno central a
travds del MTOP; v) est6 prohibida la urbanizaci6n de predios colindantes a la red vial, sin O*ra 
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autorizaci6n del nivel de gobierno responsable de la via, conforme el artfculo l9 de Ia LOOTUGS,
y; vi) los terrenos ubicados dentro del derecho de via son bienes de dominio p0blico.

2.2 Yenta y regulaci6n de bienes mostrencos, y la tenencia de bienes pfblicos.-

El pronunciamiento contenido en oficio No. lll50, de 16 de abril de 2025, aclara que para
determinar la entidad del sector pfiblico a la que corresponde su dominio, debe atenderse a su

ubicaci6n y clasificaci6n de suelo, concluyendo que:

"(...) el arttculo 422 del cddigo en estudio seftala que, en el caso de conJlicto entre los
GAD y la entidad estatal que tengan "a su cargo la administraci1n y adjudicaci1n de
bienes mostrencos, prevalecerd la posesihn de los gobiernos out6nomos
descentralizados. De presenlarse controversia, serdresuelto por eljuez de lo contencioso
administrativo de la jurisdiccihn en la que se encuentre localizado el bien" (dnfasis

afiadido).

(...) En virtud de lo expuesto, y segiln a la definicihn contenida en el artlculo 605 del CC,
las tieruas sin duefio conocido, denominadas bienes mostrencos, pertenecen al Estado.
No obstante, para determinar lo entidad del sector pfiblico a la que corresponde su
dominio, debe atenderce a su ubicacidn y clasiftcacihn de suelo.

(...) En atencihn a los tdrminos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los
art{culos 54, literal e), y 55, lileral b) del COOTAD, asl como en el articulo ll de la
LOOTUGS, los GAD municipales tienen competencia exclusiva para la delimitacidn y
plan{icacidn del suelo como urbano o rural, facultad que debe ser ejercida en
articulacidn con la politica nacional. Asimismo, de acuerdo con lo previsto en los
arttculos 419 y 481 del COOTAD, los GAD municipales pueden tener dentro de su
patrimonio bienes de dominio privado, entre los cuales se incluyen los bienes
mostrencos, cuya regulaci6n debe establecerse mediante ordenanza municipal. Esta

facultad puede ejercerse siempre que dichos bienes no tengan vocacidn agricola,
materia cuya competencia se encuentra reservada al Ministerio de Agricultura y
Gonaderia, conforme lo seftalado en el ortlculo 32 de la Ley Orgdnica de Tierras Rurales
y Teru it or ial e s Anc e s trales" (6nfasis afi adido).

Asi, se tiene que los GAD Municipales cuentan con la competencia para regular y planificar el
suelo, la cual debe desarrollarse de acuerdo con Ia politica nacional. Para el efecto, dicha facultad
normativa no exime a las referidas entidades del cumplimiento y subsunci6n a otras normas, tales
como la citada en el pronunciamiento referido, la Ley Org6nica de Tierras Rurales y Territoriales
Ancestrales , y, an el caso que nos ocupa, la LOSNIVTT y la LOOTUS.

En esta linea, es menester recalcar que el patrimonio de los GAD Municipales, compuesto
tambidn por "bienes de dominio privado, entre los cuales se incluyen los bienes mostrencos", se

limita a aquellos bienes dentro de su jurisdicci6n, siempre que su clasificaci6n - por mandato de

ley - no restrinja su dominio a otras instituciones del Estado.

De otra parte, la venta de bienes mostrencos fue analizada por este organismo en oficio No .06266,
de l5 de octubre de2019, el cual concluy6 que:

"(...) es pertinente considerar que, el artfculo 426 del COOTAD dispone que cada GAD
Ilevard un inventario actuolizado de todos los 'bienes valorizados del dominio privado'

I
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y de los afectados al servicio ptiblico que seon susceptibles de valorizaci1n, agregando
que, los cotastros de estos bienes se actualizardn anualmente.

El articulo 436 del COOTAD menciona que el conceio oodrd acordar v autorizar la
venta, donacifin, hiooteca v permuta de los 'bienes inmuebles ortbficos de uso orivsdo'.
con el voto de los dos tercios de sus integrantes v, agrega que, 'no se podrd contemolar
un valor inferior al de lo propiedad, de acuerdo con el registro o catastro municioal
actualizado'.

Cabe seftalar que, sobre los bienes inmuebles de uso privado, el art[culo 70 de la Ley
Orgdnica de Ordenamiento Teruitorial, Uso y Gestihn de Suelo (en adelante LOOTUGS)
dispone que, los distritos metropolitanos y municipios que cuenten con mds de cincuenta
mil habitantes deben constituir un banco de suelo para destinarlo a los fines de utilidad
pilblica previstos en la ley y en los respectivos planes de uso y gesti6n de suelo. Agrega
la norma que, los terrenos que formen parte del banco de suelo son imprescriptible y se

pueden transferir aruendar o constituir sobre ellos otros derechos reales que permitan a
sus adjudicatarios edificarlos y destinarlos al uso que tengan atribuido en el referido
plan.

Considerando que sus consultas se refieren a personas beneficiarias de la venta de bienes
inmuebles declarados mostrencos, de los cuales son posesionarios, es pertinente analizar
el numeral 6 del artlculo 596 del COOTAD, el cual establece que, en los casos de predios
que por procesos administrativos hayan pasado a asentamientos humanos de hecho y
consolidados, 'se podrd realizar la venta sin necesidad de subasta a los posesionarios
del predio sin tomar en cuenta las variaciones derivadas del uso actual del bien o su
plusval[a'.

(...) 3. Pronunciamiento.-

En atencihn a los tdrminos de su primera y segunda consultas se concluye que, el valor
que debe cobrar el GAD a las personas beneficiarias de la venta de un bien declarado
mostrenco, del cual hubieren sido previamente posesionarios, es el del predio sin tomar
en consideraci1n las variaciones derivadas de su uso actual o su plusvalla, conforme lo
determinado en el articulo 596 del COOTAD; para lo cual, se deberd establecer
previamente, mediante ordenanza, los mecunismos y procedimientos para regularizar
dichos bienes mostrencos y catdstrorlos a nombre de la entidad municipal /.../" (6nfasis

afladido).

De lo expuesto se desprende que: i) los GAD Municipales tienen la competencia exclusiva para
delimitar y planificar el suelo urbano y rural, que debe ser ejercida en articulaci6n con la politica
nacional de planificaci6n de uso de suelo; ii) los GAD Municipales pueden incorporar bienes
mostrencos a su patrimonio, siempre que 6stos no se encuentren restringidos al dominio y
autorizaci6n de otras entidades priblicas; iif los bienes mostrencos no regularizados no son
susceptibles de ser adquiridos mediante prescripci6n adquisitiva; iv) la venta de bienes
mostrencos requiere autorizaci6n previa del Concejo Municipal conforme al articulo 436 del
COOTAD y la regularizaci6n catastral respectiva.
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3. Pronunciamiento.

En atenci6n a los t6rminos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los articulos 5, 19 de

la Ley Org6nica del Sistema Nacional de Infraestructura Vial del Transporte Terrestre; los
artfculos 42 y 43 del Reglamento a la Ley Org6nica del Sistema Nacional de Infraestructura Vial
del Transporte Terrestrei y, el articulo 55 del C6digo Org6nico de Organizaci6n Territorial, el
Ministerio de Transporte y Obras Pfblicas ejerce competencias respecto del derecho de via sobre

los terrenos ubicados en las vias que integran la red vial. A esta entidad le corresponde el uso y
goce de dichos terrenos en cualquier momento para fines de construcci6n, mantenimiento,
servicios de seguridad, servicios complementarios, desarrollo paisajistico y futuras ampliaciones
de las vias.

Respecto de la segunda consulta, y de conformidad con el articulo 436 del COOTAD, corresponde

al concejo municipal acordar y autorizar al ejecutivo del Gobierno Aut6nomo Descentralizado
Municipal la venta, donaci6n, hipoteca y permuta de los bienes inmuebles priblicos de uso
privado, incluidos bienes mostrencos, sobre los cuales no exista restricci6n legal alguna.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administraci6n Priblica y se limita a la
inteligencia y aplicaci6n general de normas juridicas. Su aplicaci6n a casos institucionales
especificos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad
priblica que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Juan

P DEL ADO

C.C. Sefror William Patricio Maldonado Jimenez
Presidente, Asociaci6n de Municipalidades Ecuatorianas (AME).

Doctor Roberto Xavier Luque Nuques
Ministro de Transporte y Obras Priblicas

Mgs. Pablo Ramiro lglesias Paladines
Superintendente de Ordenamiento Territorial, Uso y Gesti6n del Suelo
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Oficio Nº 11841

Quito D.M., 12 de junio de 2025

Magíster
Ángel Osmar Erazo Marín
Gerente General (S)
EMPRESA PÚBLICA ESTRATÉGICA CORPORACIÓN
NACIONAL DE ELECTRICIDAD CNEL-EP
Presente. -

De mi consideración:

Mediante oficio Nro. CNEL-CNEL-2025-0462-O, de 3 de junio de 2025, ingresado en el
correo institucional de la Procuraduría General del Estado el mismo día, como alcance al
oficio Nro. CNEL-CNEL-2025-0408-O, de 20 de mayo de 2025, ingresado el 27 de mayo de
2025, se formuló la siguiente consulta:

“¿Las reformas que se introdujeron al artículo 261 de la Ley de Compañías a través
de la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías para la optimización e impulso
empresarial, deben aplicarse a los actos o contratos suscritos, en ejecución y
ejecutados con anterioridad a la vigencia de estas?”

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1.La consulta fue inicialmente planteada con oficio Nro. CNEL-CNEL-2025-0386-O, de 9
de mayo de 2025, ingresado el 13 de mayo de 2025 en la Procuraduría General del
Estado. A través del oficio Nro. 11483, de 16 de mayo de 2025, la Procuraduría General
del Estado solicitó que se reformule la consulta, según lo dispuesto por el numeral 3
del artículo 237 de la Constitución de la República del Ecuador, los artículos 3, literal f)
y 13 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado.

1.2.Mediante oficio Nro. CNEL-CNEL-2025-0408-O, de 20 de mayo de 2025, se reformuló la
consulta y se acompañó el informe jurídico contenido en el Memorando Nro. CNEL-
CORP-GJ-2025-0144-M, de 20 de mayo de 2025, suscrito por el Gerente Jurídico –

Corporativo de la Empresa Pública Estratégica Corporación Nacional de Electricidad
CNEL EP (en adelante “CNEL EP”). En dicho informe se citaron los artículos 11, 82, 225,
226, 227, 315 y 424 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”);
4, 5, 6 y 7 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adelante “LOEP”); 9 del Código
Civil (en adelante “CC”); 261 de la Ley de Compañías3 (en adelante “LC”); y, 62, 63 y 64
de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública4 (en adelante

1CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008; última reforma publicada el 30 de mayo de
2024..
2 LOEP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 48 de 16 de octubre de 2009; última reforma publicada el 11
de enero de 2024.
3 LC, publicada en el Registro Oficial No. 312 de 5 de noviembre de 1999; última reforma publicada el 10 de junio de
2025.
4 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto 2008; última reforma publicada el 14
de mayo de 2025.
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“LOSNCP”). Con base en lo anterior, se analizó y concluyó lo siguiente:

“3.- ANÁLISIS INTEGRAL DEL ARTÍCULO 261 DE LA LEY DE COMPAÑIAS

(…) b) Análisis de la vigencia y aplicación temporal del artículo 261 de la Ley de
Compañías tras su reforma en el año 2023

En el marco normativo vigente entre los años 2017 y 2019, el artículo 261 de la Ley
de Compañías establecía una prohibición categórica para los administradores de
realizar actos fuera del objeto social y contratar con la compañía que administraban,
directa o indirectamente. Esta disposición era interpretada como una incapacidad
especial, conforme a los artículos 9 y 1463 del Código Civil, que consideraban
inválidos los actos contrarios a prohibiciones legales expresas. Bajo este
entendimiento, cualquier transacción que violara esta restricción debía reputarse
como nula de pleno derecho.

El pronunciamiento No. OF.PGE No. 02767 de 21 de febrero del 2019 emitido por la
Procuraduría General del Estado reafirma esta tesis, sosteniendo que la prohibición
de contratación entre administradores y sus compañías también aplica en el ámbito
de la contratación pública. Particularmente, en casos donde los administradores o
accionistas de una persona jurídica intenten constituir un consorcio con la propia
sociedad que administran, la violación del artículo 261 deviene en una inhabilidad
conforme al artículo 62 numeral 1 de la LOSNCP, provocando la nulidad del contrato.

Este criterio armoniza con el principio de legalidad y el mandato de los artículos 62,
63 y 64 de la LOSNCP, que establecen las causas de inhabilidad general y la nulidad
de los contratos suscritos contra prohibición expresa de ley. La suscripción de un
compromiso de asociación entre un administrador y su compañía no solo vulnera la
prohibición societaria, sino que compromete la transparencia, la competencia y la
equidad en los procesos de contratación pública, principios rectores del sistema.

Es fundamental destacar que el artículo 261, antes de su reforma en 2023, no
contemplaba excepciones o mecanismos de regularización de dichas operaciones,
lo cual ratifica que en el periodo analizado no existía margen para interpretar
flexiblemente la prohibición. La mera existencia de un compromiso de asociación en
esas condiciones constituía per se una transgresión normativa, no requiriéndose
prueba adicional de perjuicio efectivo para la entidad contratante.

A la luz del dictamen de la Procuraduría General del Estado, también debe
considerarse la obligación de las entidades sometidas a la LOSNCP de verificar la
composición accionaria de los oferentes, conforme a la disposición general séptima.
Así, el conocimiento de la calidad de administrador o accionista de un participante
no es una cuestión meramente formal, sino sustancial, y omitir esta verificación
compromete la validez del proceso de contratación y genera responsabilidades
administrativas y civiles.

(…) La reforma del artículo 261 en 2023, que introduce excepciones y presunciones
de contratación indirecta, no tiene efecto retroactivo sobre hechos acaecidos bajo la
normativa anterior. En consecuencia, las operaciones o compromisos constituidos
antes de dicha reforma deben juzgarse con base en el régimen anterior, de
prohibición absoluta, aplicando los criterios restrictivos contenidos en el
pronunciamiento de la Procuraduría y en la doctrina administrativa prevalente.
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No obstante, si en un escenario de contratación pública un administrador participa
en un consorcio junto a su compañía administrada, y no concurren las condiciones
previstas en el artículo 261, esto es, no existe la propiedad del 51% o más de los
derechos societarios involucrados, no podría afirmarse de forma categórica que la
operación esté prohibida bajo la presunción establecida en la ley. La ausencia del
porcentaje requerido podría excluir la aplicación automática de la prohibición
prevista para las contrataciones indirectas” (subrayado añadido).

2.- Análisis. –

La consulta formulada se refiere a la vigencia del artículo 261 de la Ley de Compañías,
reformado por la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías para la Optimización e Impulso
Empresarial y para el Fomento del Gobierno Corporativo5. Dicha disposición establece, en
lo principal:

“Art. 261.- Los administradores no podrán hacer por cuenta de la compañía
operaciones ajenas a su objeto. Hacerlo significa violación de las obligaciones de
administración y del mandato que tuvieren.

Los administradores de las sociedades anónimas o cualquier otro miembro de los
demás órganos de administración, si los hubiere, no podrán negociar o contratar,
por cuenta propia, directa o indirectamente, con la sociedad que administran, salvo
las excepciones previstas en este artículo.

Se presume que existe negociación o contratación indirecta del administrador con la
sociedad anónima cuando:

a) La operación se realizare con el cónyuge, conviviente legalmente reconocido o
cualquier pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad
y,

b) La operación se realizare con una persona jurídica en la que el administrador, su
cónyuge, conviviente legalmente reconocido o parientes dentro del cuarto grado de
consanguinidad o segundo de afinidad, tuvieren intereses relevantes en cuanto a
inversiones o les correspondieren facultades administrativas decisorias. Para este
efecto, se considerarán intereses relevantes los que correspondan al administrador,
a su cónyuge, conviviente legalmente reconocido o a sus parientes comprendidos en
el grado antes citado, como consecuencia de que cualquiera de ellos, de manera
individual o conjunta, fueren propietarios del cincuenta y uno por ciento o más de las
participaciones, acciones, cuotas de interés, títulos o derechos de propiedad
respecto de cualquier tipo de entidad.
c) Las entregas de dinero hechas por los administradores a favor de las sociedades
anónimas que administren, a título de aporte para futuras capitalizaciones (...)”
(énfasis añadido).

En primer término, es preciso señalar que el artículo 82 de la Constitución de la República
del Ecuador señala que “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por
las autoridades competentes”.

5 Artículo sustituido por artículo 23 de Ley Reformatoria a la Ley de Compañías para la Optimización e Impulso
Empresaria y para el Fomento del Gobierno Corporativo publicada en el Suplemento del Registro Oficial No.269 de 15
de marzo del 2023.
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Al respecto, la Corte Constitucional ha precisado que la seguridad jurídica se estructura en
torno a tres elementos esenciales: i) confiabilidad; ii) certeza; y iii) no arbitrariedad. La
confiabilidad se garantiza mediante un proceso de generación normativa según el principio
de legalidad. La certeza exige que los particulares puedan confiar en la estabilidad del
marco jurídico y en la vigencia de normas claras y coherentes. Por último, la no
arbitrariedad exige a las autoridades administrativas y jurisdiccionales la aplicación de las
normas de forma objetiva y previsible, evitando, consecuentemente, actuaciones contrarias
a los principios constitucionales6.

En esta línea, el organismo antes mencionado señaló que:

“el derecho a la seguridad jurídica no puede entenderse de manera restrictiva como
un mecanismo para proteger la vigencia de reglas, sino que, además, y de forma
principal debe comprendérselo como un derecho para salvaguardar el respeto de
los principios esenciales que rigen el desarrollo y aplicación de los derechos, entre
los que se cuentan, los principios de legalidad, publicidad, irretroactividad,
generalidad, previsibilidad, entre otros, garantizados en su mayoría en el artículo 11
de la CRE”7.

Así, la seguridad jurídica constituye un pilar esencial del Estado constitucional de derechos
y justicia ya que garantiza el respeto a la Constitución y a un orden jurídico claro, estable y
previsible. Su función es proporcionar certeza sobre el contenido y aplicación de las
normas vigentes, permitiendo que los ciudadanos actúen con la confianza de que sus
derechos serán protegidos de manera efectiva y que el marco legal no será alterado
arbitrariamente.

En este contexto, la seguridad jurídica es reconocida como un derecho autónomo y como
un principio transversal que estructura y orienta todo el sistema jurídico. Se refuerza
mediante la aplicación de otros principios fundamentales como: a) la legalidad; b) la
publicidad normativa; c) la cosa juzgada; d) el debido proceso; e) la igualdad ante la ley; y,
de manera esencial, f) la irretroactividad de la ley.

La irretroactividad de la ley constituye una garantía indispensable para la previsibilidad y la
estabilidad normativa ya que impide que las leyes produzcan efectos sobre situaciones o
actos consolidados con una norma anterior. La Corte Constitucional ha destacado este
principio como una garantía que permite a los ciudadanos actuar con certeza en un
entorno jurídico estable. En tal sentido, ha manifestado que:

“la irretroactividad de la ley es un principio jurídico por el cual se restringe la
posibilidad de que una norma regule situaciones pasadas a su entrada en
vigencia. Por lo tanto, la consecuencia jurídica de otorgar efecto retroactivo a una
norma es, sin lugar a duda, una vulneración del derecho a la seguridad jurídica,
pues ninguna persona podría actuar con certeza al desconocer que sus actos
pasados pueden originarle consecuencias futuras que, al momento de realizarlos
no eran conocidos, circunstancia que constituiría una flagrante trasgresión a las
garantías de estabilidad, previsibilidad y certeza normativa”8 (énfasis añadido).

Este entendimiento se armoniza con el régimen general previsto en el Código Civil que
recoge expresamente el principio de irretroactividad. Así, el artículo 6 de dicho cuerpo legal

6 Corte Constitucional, sentencia 1318-19-EP/22, párr 36.
7 Corte Constitucional, sentencia 1127-16-EP/21, párr. 25
8

Corte Constitucional, sentencia 384-17-SEP-CC, pag 14.
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establece que “La ley entrará en vigencia a partir de su promulgación en el Registro Oficial
y por ende será obligatoria y se entenderá conocida de todos desde entonces”; y, el artículo
7 del CC dispone que “La ley no dispone sino para lo venidero: no tiene efecto retroactivo”
(énfasis añadido)

La Procuraduría General del Estado ha sido reiterativa en la defensa de este principio. De
forma ilustrativa, en el pronunciamiento contenido en el oficio No. 07453, de 20 de mayo
de 2009, se analizó que:

"En virtud del principio de irretroactividad, toda norma tiene vigencia únicamente
hacia el futuro, pues la retroactividad definida como “la traslación de la vigencia de
una norma jurídica creada en un determinado momento histórico, a un momento
anterior al de su creación, constituye en realidad una distorsión de su recta
función operativa. Racionalmente es inadmisible que un acto de voluntad
pretenda modificar el pasado, como lo es también que el precepto por el cual se
instrumenta lógicamente aquel acto, regule situaciones de hecho ya realizadas”
(énfasis añadido).

Este criterio ha sido reiterado de manera uniforme en pronunciamientos posteriores
emitidos también por este organismo. Así, se destacan los oficios Nos. 10209, de 17 de
abril de 2017, 08448, de 29 de agosto de 2024, y 10492, de 18 de febrero de 2025, entre
otros.

Por otra parte, la doctrina jurídica también respalda este principio. Los tratadistas Arturo
Alessaandri, Manuel Somarriva y Antonio Vodanovic9 señalan:

“El efecto inmediato debe considerarse como la regla general. La ley nueva se
aplica desde su promulgación a todas las situaciones que se produzcan en el
provenir y a todos los efectos, sea que emanan de situaciones jurídicas nacidas
antes de la vigencia de la nueva ley o después. Por lo tanto, en principio, la ley nueva
debe aplicarse inmediatamente desde el día fijado para su entrada en vigencia, de
acuerdo con la teoría de la promulgación de las leyes (…)” (énfasis añadido).

En torno al principio general de irretroactividad recogido por nuestra legislación, el Dr. Juan
Larrea Holguín10 indica que:

“(…) El legislador no debe dar efecto retroactivo: 1) violando el principio de justicia o
moral; 2) contra lo dispuesto en la Constitución; 3) en materia penal. Puede en
cambio dar ese efecto: 1) cuando lo exige el orden público; 2) en las leyes
interpretativas; 3) en las leyes penales que favorecen al reo; 4) en las demás leyes,
cuando no se afecta con tal efecto retroactivo a derechos legítimamente adquiridos.

Ahora bien, cuando el legislador considera justo y oportuno dar efecto retroactivo a
una ley, debería en todo caso hacerlo de modo expreso, ya que se trata de un efecto
extraordinario, y se correría mucho riesgo si se dejara a la interpretación ulterior del
ciudadano y del juez el determinar qué leyes son retroactivas.

(…) A veces el legislador recurre a ciertas normas de carácter transitorio para
compaginar las disposiciones de una nueva ley con las del derecho anteriormente

9 Tratado de Derecho Civil, Partes Preliminar y General, Séptima Edición, Tomo Primero, Editorial Jurídica de Chile,
2015, Pág. 223.
10 Larrea Holguín Juan, Derecho Civil del Ecuador, Cuarta Edición, Tomo I Parte General y Personas, Corporación de
Estudios y Publicaciones, Quito, 1984, pág. 131.
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vigente, precisando en lo posible el efecto retroactivo de la nueva ley en todos sus
aspectos. Otras veces, puede el legislador adoptar reglas más menos generales
aplicables para regular la retroactividad en todo caso en que una nueva ley sucede a
la anterior”

De lo antes expuesto se desprende lo siguiente: i) la ley entra en vigencia a partir de su
promulgación en el Registro Oficial y, desde entonces, es obligatoria y se entiende
conocida por todos; ii) la regla general es que la ley no produce efectos retroactivos, salvo
que el legislador así lo haya expresado; y ii) en todo contrato se entenderán incorporadas
las leyes vigentes al tiempo de su celebración.

3. Pronunciamiento. -

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 del Código Civil, y en atención a la
consulta formulada, se concluye que la reforma al artículo 261 de la Ley de Compañías –

realizada a través de la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías para la Optimización e
Impulso Empresarial y para el Fomento del Gobierno Corporativo – resultan aplicables
únicamente a los actos o contratos celebrados a partir de la fecha de su promulgación en
el Registro Oficial. Por lo tanto, no corresponde extender los efectos de dicha reforma a
actos o contratos suscritos o en ejecución con anterioridad a su entrada en vigor.

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra
entidad pública que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio No,

Quito, D.M.,

l1889

t7 JUN 2025

Magister
Guillermo Enrique Avell¡ín Solioes
Gercnte General
BANCO CENTRAL DEL ECUADOR
Presente.

De mi cor»ideración:

Mediante ohcio No. BCE-BCE-2024-0077-OF, de 25 de abril de 2024, ingresado en el
correo institucional de la Procu¡aduría General del Estado al dia siguiente, se

reformularcn las consultas contenidas en los oficiosNo. BCE-BCE-2024-0029-OF y No.
BCE-BCE-2024-0063-OF. de 9 de febrero y 28 de ma¡zo de 2024, en los siguientes
términos:

"Considerando que las disposiciones contenidcts en los arlículos primero y
segundo de la Resolución Nro. JPRF-V-2022-040, de 13 de octubre de 2022, de
la Junta de Política y Regulación Fínanciera enttaron en vigencia a partir de su

expedición, ¿es prucedenle aplicar las medidas coüecfivas y de saneamiento
preúistos en los artlcalos primerc y segundo de la Resolucióa Nro, JPRF-V-
2022-040, ¡le 13 de ocrubrc de 2022, de la Junto de Polltica y Regulacióa
Financierd, ¡especlo de hechos anreriores a lq vigencia de la rclerida ¡esolución
sin conside¡qr el principio de inetroactieidad contenido er el arlculo 7 del
Código Civil?" (El resalhdo p€tenece al texto original).

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguieñe:

l. Atrtecedetri€s. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1. Mediante oficios No. 05581 y No. 05933, de 16 de febrero y 8 de marzo de 2024,
respectivariente. la Procu¡adu¡ía General del Estado solicitó e i¡sistió al Banco
Central del Ecuador (en adelante. "BCr"), que se reformulen las consultas
inicialraente presentadas en oficio No. BCE-BCE-2024-N29-OF , de 9 de feb¡ero de
2024; requerimientos que fueron atendidos con oficio No. BCE-BCE-2024-0063-OF.
de 28 de ma¡zo de 2024, y su alcance contenido en oficio No. BCE-BCE-2024-0077-
OF, de 25 de ab¡il de 2024.

1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atendq su consulta,
m€diaote oficios No. 06608 y No. 06609 de 30 de abril de 2024, la Prccuraduría
Gene¡al del Estado soi¡citó a la Junta de Politica y Regulación Financiera (en
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adelante, '-|P,R-F") y a la Superintendelcia de Compañias, Valores y Seguros (en
adelante, "SC,/S"), rcspectivamenle. que remitan sus criterios jurídicos
institucionales sobre la materia objeto de la consulta, Con oficio No. 06928, de 23 de

mayo de 2024, se insistió en dicho requerimiento a la SCVS.

I .3. Los rcquerimientos de este orgaoismo fueron atendidos por el Presidente, subroga[te
de la JPRF, con oficio No. JPRF-JPRF-2024-01 24-O, al cual se adjuntó el criterio
juridico contenido en I¡fome No. JPRI-CJF-2024-020. ambos de 14 de mayo de

2024. recibidos en el correo iristitucional de este organismo en la misma fecha; sin
que la SCVS haya atendido dichos requerimientos hasta la presente fecha.

1.4. El informejurídico No. BCE-CGJ-026-2024. de 24 de abdl de 2024, suscrito por el
Coordinado¡ Gene¡al Juddico del BCE, citó los articulos 82, 226, 227, 303 y 309 de
ia Constitución de la República del Ecuador¡ (en adelante, CRE"); 14 nttr erc 2,
26, 27.1, 36 núLme¡o 17, 51, 78 y 116 del Lib¡o I del Código Orgránico Mooetario
Financie¡o2 (en adelante, "COMF"): l0 núme¡o 2 del Lib¡o II del COMF3 (en

adela e, "Ley de Mercado de Valores"l;7 del Código Civila (en adelante, "CC");
l, 2, 3 y la Disposición Final de la Resolución No. JPRF-V-2022-0405, a través de la
cual la JRMF refomó la Codificación de Resoluciones Mo¡etarias, Financieras, de
Valores y Seguros; y, las sentencias de la Corte Constitucional No. 184- I4-SEP-CCó,
No. 1127-16-EP/2t7 y No. 23-20-CN/218, No. 2-2l.lA"/23e, No. 86-18-EP/23r0 y No.
1889-15-EP/20rt, con fundamento eo los cuales concluyó lo sigüente:

" 5, C RIT E RIO INSTIT UC IONAL :

Con base en los aitecedekles expuestos, la norrnatil)a aplicable y el atu lisis
jurid¡co efectuado. en »irlud de la consuho que se plantea, se concluye que, las
disposiciones contenaas en los a¡llculos primeru y segundo de la Resolución
N¡o. JPRF-V-2022-010, de 13 de octubre de 2022, aplican a partb de su
úgencia y ,ro tienen efeclo rctroaclivo; pot tanto, no podnín aplicane a hechos
anteriorcs a su vbencia- Así mismo, eí el mercado de valores, en los cqsos en
los que el órgano de coñrol emita una fiedlda corrccth'a y de satesmienlo, de
catdclet adminhtratiea, a un sujelo co ltolado,lales edülas adminisfiativas
se agotadan en su curnplimiento por pa e del sujelo conbolado, sin que puedan
modiJicar o rcrertir los efeclos de hechos anleñorcs a la tige,rcia de ld

-

1 ('RE. publ¡codo en el R¿Aistra Olcial ¡¡0-149 de 2A de actsbe ¿¿ 20A3.
) (OMt . ptubr@do eñ el sesututo tuptewnto del Reqistro O¡ctal No 332. dé l2 de vptieñbre d. 20 t 1

Dtspo .ióñ AeÉml fiqé!@ let .ru ¡@ryo do pot ¿l dielo lot de la 14 R¿Íawtu¡¿ ¿l C,id¡eo OrE¡inEo MNt¿no,
Iitunu¿rc pañ la Dekn9 de la Dolatiactú publ¡cado en el Reeatrc (».¡ol No. 14, de 3 de ñdro de 2O2l .
r L.f d. Mq@da de t'alms, plblicada ?n d Stpl¿tu.to del Reg¡t¡to Olict¿l 2do Nó.3J2 de 12 de repneñbé d¿ 201¿

' Ca, publ¡@do e. 4 :;tpletuit¡ d¿l RegBtu Olriol \o 4ó de 2t d¿ )üto ¿.1 ,l)45
' R$ol,ttóñ lio JPRF-tr2ü2410, ptblicada en el R¿g6to O/ictol No I 8ó de l0 de ñdgñbe d. 2a22
o :bñteDc¡a \o |8¡-ltsEP{c cN)127-¡I-EP,pp 7
' :*dencla Ia. I ¡ 27!6-EPi21. Ntulo 26
" S.nlenc@ no )3-:O-Cl'.'21, Cda .im. 23-201:¡' ) Atuñulatld
' kñt.nc¡d i'¡o )-1 I 11 23. 2 de oqosto.le l02J
t' lie.tencta,\o ¿16. I 8 th 2J, 20 de kp¡'eñl)re d¿ 2023.
tt s."¡.n.t¿ l. 13A9-15-FP|20 25 d¿ nb*ieñttu d¿ )D0
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rcguloción que han generudo derechos, ptes aquellos se encuentran en firme y
eslán añparados por el derccho a la seguridatl jurídica ¡, el princípio de
¡teÍoact iv¡dad.

Pot lo lanlo, las medides coneclivas y de saneamienlo que pudieru ernitir el
óryano de conlrol del mercado de valorc§, no lienen catdcret rcfioactivo y no
puede rcwr7ir siluaciones anle¡iorcs a la eige/,,cia de ls regulaciói, primando el
principio de irrclroacti,id.td eslablecido en el artículo 7 del Código Civíl; lo
snÍeríor, sin periuicio de su facultad correctoru inmed¡ata y hacia el .futuro"
(énfasis añadido).

1.5. Por su parte, el criterio juddico de la JPRF, adem¡is de la normativa invocada por el
consultante, citó los a¡tículos I 1 núme¡o 4 de ta CRE; 430, 431, 432 y 440 de la Ley
de Compañiasl2 (en adelante, ''IC"); y 4 de la Resolución No. JPRF-V-2022-040,
con base en los cuales concluyó:

" Mediante Resolución No. JPRF-V-2022-010 de 13 de octub¡e de 2022. la Juntu
de Política y Regulación Financieru reformó el Libro ll Mercado de l/.tlores de
la Codilicación de Resoluciones Monetotias, Financieros. de Volores y Seguros,
nomando lo concetn¡ehte a las medidas cotectíúas y de saneamiento que podrán
ser d¡spuestqs por el otg.tnisrno .le control del sistema de valores
(Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros). Y, conforme consto de lu
disposición.final de la citada resolución, maería de la presente consuhq, d¡cha
¡esolucíón entró eh úgekcia a pa ¡r de la fecha de su expedición: es decir. a
partir del dia l3 de octubre de 2022.

En respuestu a la consulta planteado, lo dbposición y aplicación de las medidas
correcliúas ! de saneamierrto previstas en la Resolación No. IPRF-V-2022-N0
de 13 de ocrub¡e de 2022, proceden a pattir de ld fecha de eúrada en vigencio
de la fefeúda rcsolucün, en respyardo del derecho cottslit ciohal a la seguridad
juridica, en aplicación del principio de inetmacliyidod eslablecido en le!, y de
contormidod con lo dispuesto en la Disposiciór, Finql de la citada resolación '
(énfasis añadido).

1.6. De los inlbrmes jurídicos citados se aprecia que el crit€rio jurídico del consultante
coincide con el de la JPRF al manifestar que las medidas conectivas y de saneamiento
emitidas por el organismo de control del mercado de valores procede¡ a partir de la
fecha de su eft¡ada en vigor. Es decir, rio tienen ca¡ácter retroactiyo y no pueden
revertir situaciones anteriores a la vigencia de la regulación; por lo tanto, no pueden
aplicarse a hechos anteriores a su vigencia.

1:LC wbhcda ¿" ¿l R.Ert.o lfi?,¿¡ \'o. J ¡ 2 d. 5 d¿ ndienbry d. 1999
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2. Anllisis. -

Para facilita¡ el estudio de Ia materia sob¡e la que trata la consulta, el análisis se referi¡á
a los siguientes puntos: i) Naturaleza de las medidas correctivas y de saneamiento
previstas en los artículos primero y segundo de la Resolución Nro. JPRI-V-2022-040; y,
ii) Vigencia de la Resolución No. JPRF-V-2022-040 y principio de temporalidad de Ia
norma.

2.1. Naturaleza de las medid¡s correctivas y de saneamiento previst¡s en los
artículos primero y segundo de la Resolución Nro. JPRI-V-2022-040.-

Mediante Resolüción No. JPRF-V-2022-040 la JPRF reformó la Codificación de
Resoluciones Monetadas, Financieras, de Valores y Seguos. Erl este contexto, el affculo
1 de la referida resolución reformó el Libro II "Mercado de Valores" de la citada
Codificación. y añadió lo siguiente:

''Medida Co¡¡ectiva y de Saneamiento: Es una orden emsnada oor la
Superihlefidenc¡a de Compañía§- yalores 

)) Sepuros. en su calidad de organismo
de conlrol, en el ejercicío de sus atribuciones legales. di qidas a las compañíag
entídades v demás De6onas que intervenpan en el mercado de valores. q efectos
de prevenir. impedir. suspendel colreqir v/o reve ir una deteminada conducto.
tiustándola al or.lenamieñto iütídico y a l/ls buen(rs ptáclícas. v evitar due .licha
conducta o si¡uación ocurra nuevamente. en salvaguarda del intefts general y la
tutela del interés público (subrayado añadido).

La nedida correclira y de sdneamiento no constítuye un acto udministratito
sdncionador, y setá cumplida deñlro del plqzo dispuesto por el organismo de
contruly de cumpl¡rñiento forzoso-

La medida coÜectiva y de sanedmiento, al ser una disposición de cumplimiento
del ordenamiento jurídico en ld esfera administratitd, no liene na¡utqlezq
indemnizqtoriq: por lo tonto, no ercluye el derecho del perjudicado q presentar
los reclamos o acciones cir,íles y/o penales que le asistan."

Adicionalmente, el articulo 2 de la Resolución No. JPRF-V-2022-040 inco¡poró a
continuación del Capltulo | "Nonna pqtd la Detelminoción de Cap¡tqles Mínimos de lur
Bolsas de Valores. Casas de Valores, Calificadoras de Riesgo, Admínistra.lorur^ de
Fokdos y Fideícomisos, de los Depósitos Centtal¡zados de Compensacióh y Liquidación
de Vulores y de lo Sociedad Proveedora )r Adm¡k¡síadora del Sistemd Uníco Bursátil
S1Ur ", del Título I "Disposiciones Generale.s " del Lib¡o II "Mercodo de Valores" de la
Codificación de Resoluciones Monetarias. Financieras, de Valores y Seguros. el Capitulo
ll "De las Medidas Corrcctiras y de S.rneamierfo " en el que constan 4 aficulos.

En este co¡texto. el articulo I del citado Capítulo II "D¿ la: Medidas Correctieas y de
Saneamiento" señala que el organismo de cont¡ol, en el ejercicio de sus atribuciones
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legales, podrá disponer de manera motivada el cumplimiento de una o va¡ias medidas
corectiv¿rs y de saneamiento a las compañias, entidades y demás personas que
intervengan en el mercado de valores. Además, agrega que la determinaciónde la medida
correctiva y de sa¡ea¡niento debe¡á señala¡ con claridad la situación anómala o irregula¡
det€ctada y el ajuste conespondient€. Pa¡a este efecto, el inciso final del mencionado
aniculo I derermina que la aplicación de la medida correctiva y de saneamiento deberá
sujetarse a los principios de eficaci4 eficiencia y efectividad, "de raodo que su aplicación
conlleve a prevenir, impedir, susperuler, corregir y/o reverti la sit ación detecta¡lu,
precautelando que sima de inst ñefilo pata la prctección del ínterés general y la tutela
del ihler¿s públ¡co".

Por su parte. el a¡tículo 2 del mismo capitulo dispone que el organismo de control deberá
dar seguimiento a las compañías, entidades y demás personas que intervengan en el
mercado de valores, para que cumplan debidamente con las medidas correctivas y de

saneamiento dispuestas. Pa¡a ello, el sujeto controlado estará obligado ajustifica¡ que ha
cumplido, dentro del tiempo otorgado. con la ejecución de las medidas ordenadas por el
orgar¡ismo de contol.

De acuerdo con los incisos tercero y linal del referido articulo 2, el organismo de cont¡ol
verificani el cumplimiento de la medida, requiriendo a los controlados la prese[tación de

medios Fobatorios y realizando las inspecciones correspondie[tes. En est€ sentido, si el
organismo de contol constata que los controlados a quienes se han dispuesto las medidas
conectivas y de saneamiento no las han cumplido, o lo ha¡ hecho de mariem tardia,
parcial o deficiente, adoptani las acciones pe¡tinentes en el marco de las at¡ibuciones
conferidas por la normativa vigente.

El aliculo 3 del señalado Capítulo II, indica que el organismo de contol dispondrá a Ias

compañías. entidades y demás personas que intervenga¡l en el mercado de valo¡es, entre
otras medidas co¡rectivas y de saneamiento, las siguientes:

"a- Orden de da4 hacer o to hacer paru pteveniL impedb, suspende4 corregir
y/o revertir la situación anómala o iregular que ha sido detectada.

b. La realización de awllorías y/o informes especiales de procedimientos
convenidos con una lirma ¿lebidamefite caliÍicada, en los términos y condiciones
que sean aceptables para el orgqn¡stto de control.

c. Cuolquíer otra medida correctiva y de sahedrniehto que, en el ejercicio de sus
atfibuciones legales, corlsidere conveniente y que no cokttaverrgo las normas del
ordenamíento.j uridico " (énfasis añadido).

Finalmente, el artículo 4 del citado Capítulo ll, dete¡mina que el o¡ganismo de contol,
en ejercicio de sus aribuciones, podrá ordena¡ medidas correctivas y de saneamiento a
las compañías, entidades y demás personas que intervengan en el me¡cado de valores,

-
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"medíanle disposición motitad!, enfotma pteyi.!, concomitante o posleríor a l¿, sahción,
cuando estq med¡da correspondo".

De lo manifestado se observa que: r) la JPRF reformó el Lib¡o II "Me¡cado de Valores"
de la Codificación de Resoluciones Monetarias, Financieras, de Valo¡es y Seguros,
agregando e¡ el Glosa¡io de Té¡minos la Medida Conectiva y de Saneamiento, e
incorporó el Capitulo II "De las Medidas Conectivas y de Saneamiento"; i, el organismo
de control dispone el cumplimiento de medidas correctivas y de saneamiento a los sujetos
de control con la finalidad de prevenir. impedir. suspender, coregir y/o ¡evertir la
situación detectad4 a fin de que sirvade instrumento pa¡a la protección delinteÉs gene¡al
y la tutela del interés público; i¡, el sujeto contolado está obligado ajustificar que ha
cumplido, dentro del tiempo concedido, con la ejecución de las medidas ordenadas porel
organismo de conaol, 1o cual será verificado por el referido organismo: y, i, el
orga¡ismo de conaol ordena medidas correctivas y de saneamientq a las compañías,
entidades y demás personas que intervienen en el mercado de valores mediante
disposición motivada, en forma previ4 concomitante o posteúor a la sanción, según
coresponda.

2.2. Vigercia de la Resolución No. JPRF-V-2022-040 y principio de temporalidsd de
l¡ norms. -

El a¡tículo 82 de la CRE prevé que: " El derecho a lu segwídad jurídica se fundamenta
eu el respeto a la Constitución y en la exMerrcia de nomas ju¡ídicos previos, claras,
públicas y aplicadas por las autoridades co¡r¡pelenre§ ' (énfasis añadido).

De acuerdo con Io previsto €n la Disposición Final de la Resolución No. JPRF-V-2022-
040, dicha resolución entró en vigor "a partir de la ¡tresente fecha. sir. peúuicio de su
publicación en el Registro Oicial ", eslo es. l3 de octubre de 2022 (fecha de firma) y fue
publicada en el Registro Oficial No. 186, de l0 de noviembre del 2022.

Con relación al momento a pa¡tir del cual empiezan a regir las lo¡mas, el artículo 6 del
CC determina que: "La ley entrorá en vigencia a partir de su ¡tromulgqción eh el Registro
Oficial y por ewle setá obligatoría y se entendera conoc¡da de todos desde entonces".
Por otra parte, el inciso primero del aliculo 7 ibidem establece el principio general de
inetroactividad de la ley, segrin el Cltal: 'La ley no dispone sino para lo venidero: no
liene efecto rctrcactivo " (énfasis añadido).

Respecto de la iretroactividad de las normas. mediante pronunciamiento contenido en

olicio No. 07453, de 20 de mayo de 2009, Ia Procuraduria Cene¡al del Estado analizó
que:

"En virtud del ptincipio de irretroactivi¿lad, todq nonno liene vigencio
úaicameale hacio elfuturo, pues la retrcactividad defrnida corno 'la basloción
de la vigeacia de una norma jurídica creoda en un detenninado ,nornento
histórico,a an momerrto a terioral desu c.eació,t... (síc) co,rstitule en realidad
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ufia disto/§ión de sa rccta función operutiva. Racionalmente es inadmisible que

un acto de voluntad pretenda modificar el pasado, como lo es tambi¿n q e el
precepto por el cual se i stru enta lóg¡carnente aquel acto rcgule situac¡ones de
hecho ya rcalizadan " (énfasis añadido).

De lo citado se desprende que: i) la ley no dispone sino para lo venidero, no tiene efecto
¡etroactivo; ir) cuando el sentido de la norma es claro, se atenderá su teno¡ literal; y, ii,
según el articulo 6 del Código Civil, la Resolución No. JPR¡-V-2022-040 enüó en
vigencia a partir de su publicación en el Regist¡o Oficial, esto es, el l0 de noviembre de
2022.

3. Pro!ürciamiento. -

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los articulos 6
y 7 del CC y el derecho a la seguridadjurídica previsto en el articulo 82 de la Constitución
de la República del Ecuador. las medidas cor¡ectivas y de saneamiento previstas en los
articulos prime¡o y segundo de la Resolución No. JPRI-V-2022-040 son aplicables a
situaciones que hayan ocurñdo después de la publicación de dicha norma en el Regist¡o
Oficial (10 de noviembre de 2022), en virtud de que no tienen canlcter rchoactivo y no
puede revertir sitüaciones anteriores a la vigencia de dicha regulación.

E[ presente pronunciamiento es o o para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación general normas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales especificos es de exclusiva re ilidad de Ia entidad consultante v de

cualquier ot¡a entidad pública que 1o aplique.

Atent¿mente.

Abg. Juan
PROCU ESTADO
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Dra Ta{,¿.¡ Rodnguez CÍón
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M8s Luis Cabe6-Kl*.c
Sup.riri.nd.¡r. d. Coñp.nh§ V.lor.s ! S.aúror
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I-iceñciádo
Carlos Quispe Pérez

Iefe (E)
CUERPO DE BOMBEROS MUNICTPAL DEL CA¡iTÓN PASTAZA
Presente.

De miconsideración:

Mediante oficio No.0l4-COMAND-CB-MCP, de 26 de feb¡ero de 2025. ingresado en el

correo institucional de la Procumduria Ce¡eral del Estado el mismo dia. se fo¡mularon las

siguientes consultas:

"¿Las instilucioies bomberil¿s deben someterse obligaloria,ne le y en sa ,olaliddtl
a lo dispuesro en la Resolución SGR-017-2023, a.ped¡da por la Secrerarld de

Gestiór, de Riesgos, en lo reÍerunte a cdego¡izución, plañifrcqcióñ de la carrcra,
n¡veles de gest¡ón, estructuto d¿ püestos ! ,fiahdos?

¿Qui¿n ¿s el órgano cornpere e paru aproba¡ la esrrucTu¡a o.ganizocional de los
Cuetpos de Bomberos del pa¡s? ¿Esla Íocultad reca¿ en el Corrril¿ de
Adrninbmciór, y Plarril¡cación o e,, el Alcalde, considerando lo dispueso en el
.tñlculo 9 de la Resolución SGR-017-2023 y el afícülo 60 del COOTAD?

¿El Plon de Coteru de los Cuetpos de Borrrberos debe ser aptubado por el Cornit¿
de Adrninistrocióa y Plorrilicación, de acuerdo con lo esiablecido efi el aílculo 7 de
la Resol uc ió n SGR-0 I 7- 2 023 ?

Eñ caso de qrc el Alcqlde ,errga co,npetencia paru la aptoboción de lo est¡uc¡u¡a
o¡gat izacionol ! el plal de carreru, ¿cóño se armoriiza ests Íacufiod cor la
,ton roliva de la Secrelaría de Gestión de Riesgos y el principio de quror,omla

admiñistruliw de los Cnerpos de Borfib¿ros?".

Frente a lo cual. se manifiesta lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos s€ deprende que:

l.l.El informe juridico suscrito por el Asesor jurídico extemo del Cuerpo de Bomberos
Mur¡icipal del Cantón Pastaza (en adelante "CBMC Pastaza") citó los artículos 225. 264,
numer¿l 13 de la Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante, 'C?8"): 60,

t CRL pubhco.l, eñ al R¿ERto Oj.D¡ t'a tt9 d? 20 rle rabe de )008.
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literales a) e i) y 140 del Código Orgínico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización2 (eñ adelarte "COOTAD '); 1,2, 4, 248. 274. 276.280 y 281 de|
Código Orgánico de Ertidades de Seguridad Ciudadana y Orden Públicor (en adelante
"COESCOP"); l. 3. 6. 32 y 36 de la Ordenanza de Furrcionámiento del Cuerpo de

Bomberos Municipal del Cantón Pastaza4 No. 29 (en adelante Ordenanza No. 29 GADM
P,4STAU^):6 de la Ley de Defensa conta lncendios5 (en adelante "LDCI'\: la
Resolución SGR-017-2023 de la Secretaría de Gestióri de Riesgos6: y. el Pronunciamiento
de la Procuraduría General del Estado contenido en el oficio No. 13527. de l2 de abril de
2021. Con base en dicha norñativa, concluyó ¡o siguiente:

''Ld Autoionía adñinistrativa y fnanciera se ref;ere al grado de independencia y
auhgobieruo que tiene una entidad o instifución para gest¡onat sus ptopios asuntos
inlernos v tonor alec¡s¡(rnes sin la i terlenciól¡ dilecta de uña autorídod superior.

L.t Autonomio adminístrat¡l)a y financierd permite al Cuerpo de Borkberos te et el
control lolal sobre su gesl¡ón, incllqendo la planificac¡ók, otgdnización, dirección y
control de sus recutsolt humanos,fna cieros y ñateriales; esto incluye lo capacitlod
de gestionar sus propios recursos fnancieros siñ kecesidatl ¿le aprcbación erlema.
Tomul decis¡ones sobrc la organización interna y la esÍuc¡ura adt lihistraliva.
Nombrar su propio personal. Adquirir bieñes y servicios sin necesidad de aprobación
exlerno- Geslíonar sus ptopios procesos y ptoceditrienlos inlernos ente olro§.

CRITERIO JUR¡DICO.- Al ser el Jefe del Cuerpo,le Bomberos de conformidad «tn
el Art. 6 de la Ley de Defenso Cohtta I cendios el representante legal y el ejecut¡\)o
de la institución y Art. 32 de la Ordenanza de Funcionamiento del Cuerpo de
Bomberos Municipal del cantón Paslaza, es esta outoridad quien mediante resoluc¡ón
debe expedir EL ESTATUTO DE GESTION ORGANIZACIONAL POR PROC¡.S0.'
Y MANUAL DE FUNC|ONES DEL CUERPO DE BOMBEROS MUNICIPAL DEL
CANTÓN PASTAZ{: ñisño que debe previamente ser puesto en conocímíento del
Conité de Adtlinisttación y Planíficación-"

l.2.Con elobjetivo de contarcon mayores elementos de análisis, la Pmcuraduria Generaldel
Estado solició los criterios jurídicos de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas
(en adelant§ ÁMr")ya la Secretaría de Gestión de Riesgos (en adelante §6R"). En
virtud de que la AME no atendió el r€querimiento en el término previsto, la Procuraduría
insistió mediante oficio Nos. 11035, de 8 de abril de 2025. La SGR atendió el
requer¡miento a través del oficio No. SNGR-SGR-2025-0378-O, de 8 de abril de 2025.
a4¡untando el memomndo No. SNGR-AJ-2025-0254-M, de 7 de abrilde 2025. suscrito
po. su Coordinadora Ceneral de Asesoría Juridica.

l.3.En cuanto al contenido del criterio ernitido por la SGR, además de citar las normas ya

referidas, incorporó los artículos 140. 390 de la CRE; 55 COOTAD; 267. 275 del
COESCOP: 4 de la Resolución No. 0010-CNC-2014 del Consejo Nacional de

-

: I OOI AD. ptbl¡.adb eñ el Sapletu od.lR.gt ro Oli.Dl Na 30i tb 19d¿ @tob4 d¿ 201O
t coLsCoP- pubhcodoeñ ¿l Supletuñto del Reetsno of.ial lid 19 & 21 rle junio ¿¿ )0¡7
' Otd¿nuEa Na 29 (i,4 Dtl l'astüa. publrca.la en el Req§no O.fr.ial Edi.ión E pecial \o t 2 t 7 ¿¿¡ r'i' )a ¿e dtcedhrc ¿e :0:J
' !.Ir| ao¿tli.adón.b L l2t ¿¿ tPt rcoCMna l\ceDd¡os- Pub¡'cd¿o en el Bcsisno Olcúl r"o 815 ¿e 19 de abnl d¿ 1979

" F¿el,.tü «) R-O ¡ 7- 20,3 p¿blkú¿o d ¿l R.g!§ro Olictal No 3ó1 .le 2ó .le júo d¿ 2D3.
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CompetcnciasT;2 y 9 d€ la Resolucióri SGR-017-2023. Con base en dicho marco
normalivo, se concluyó:

.PRONUNCUMIENTO A LAS PREGUNTAS REALIZA.DAS POR EL CB DEL
CANTÓN PASTAZA:
Poslerior al análisis de las normas ya citodas, en concordanciq con el marco
hofñalíro a les expuesto se procede a dar contestación a las consultas realízadas a
e§tat carleru de estado, monifestahdo lo siguienfe:

I (...) Tomando en consíderoción que las dispos¡ciones lrans¡tolios del COESCOP
dieron a esta Cartera de Ettado la obligac¡én de elaborar nonkattua secunda a paru
regir ciefios asryctos generales que ñgen a los Cuetpos de Bomberos, la Resoluciói
SGR-017-2023 es precisa en señalor que su ómbilo de aplicación es poru todos los
Cuerpos de Bonberos del país, el ehte rcctot hacíonal, los Gobiernos Autónonos
Descennalizados Mukícipales, Metropolitanos y Ptoeirrciales, los ciudadanos: y
denás entidades del sector piblico y privado.

2 (..,) De confornidad a lo esldblecido en los artículos 282 del COESCOP, y 9 de la
Resolución SGR-017-2023, el Comité de Adminisbación y Planirtcacíón t¡ene

diversas at buciones, entre la cu.tl se encuentra el 1. Aprobar la planifcación
estralégica instiluc¡onal, el presupuesto instifucional y sus reíormas; 2. Supemisar
la geslióh ad rittistruliva y econóñica de la institución; 3. Aprobor los volores
ecokónticos que recib¡rá el cuerpo de bomberos cohlon e a la notDlativa v¡gente: J.

Conlerir reconocimienlos y estítlulos no ecotuimicos o los bomberos remunerados y
volunto os: y, 5. Las derruis que se eslablezcan en el respectirro teglameilo, así coño
lo oprobación de lo Estructüra Orgonizacional.

3 (,..) Considerundo que el Art. 7 de la Resolución SGR-017-2023, no dete iiho que
órgano debe oprobar el Plan de Canera, es pertinente indtcar que el COESCOP en

su A . 280 y siguieñtes detetuina como estará integrqdo el Comité de

Adrninistración y Planilicación y sus alribuciokes, entre las cuales están '2.

Supenisat la geslión adñinistratiya y econó íca de la institución: y, 5. Las demás
que se eslablezcah ek el rcsryctivo rcgldhehlo'.

1 (,,,) La Resolutión SGR-017-2023, en su Art. 9, establece en su ptirrafo segundo:

'La estr,ctura otganizac¡onal se e coiffará delñída en el Estqtulo Orgáú¡co W
Proceso!¡ instilucionol, instrumen¡o que conforme lo establece la Dispos¡ción
Traúsilor¡a Prifiera del Cótligo Orgánico de las Entidades de Segúidod Ciutlodona
y Orden Público, deberá ser aprobado por cada Cuetpo de bomberos, a lrc,rés del
Comit¿ de Adn¡hisüacióh y Plai¡licación. '

I
!
,
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Lo crdl guatda rclacióh a lo es¡dblec¡do en el Art.282 clel COESCOP,Ie corresponde
ol Comité de A.lninistrac¡ón y Planilcación eflrc tus atribüciones '2. Supen¡sar la
geslión adñin¡slraliva y económica de la institución'-

Es inpo ante señdlar qüe el COESCOP en su Ari 281, detalla la conÍormación del
Comit¿ de Admin¡strac¡ón y Planilict c¡ón, por tanto, ek a¡cgo dl p ncipio de
legalidad, se debe aplicar las normrrs anles señaladas".

l.4.De lo expuesto se observa que el criterio de la entidad consultante difiere del emitido por
la SCR. La primera concluye que el Jefe del Cuerpo de Bomberos es la autoridad
competente para expedir el Estatuto de Cestión Organizacio¡Ál por Procesos y el Manual
de Funciones del Cuerpo de Bomberos Municipal del Cantón Pastaza. En cont¡aste, la
SCR sostiene que le corresponde al COESCOP elaborar la normativa secundaria que
regule aspectos generales aplicables a los Cuerpos de Bomberos; además, enfatiza que la
Resolución SCR-o17'2023 es de aplicación obligatoria para todos loscuerpos bomberiles
del pais y establece que la estructura organizacional definida en €l estatuto debe ser
aprobada por el Comité de Administración y Planificación de cada inst¡tución.

2. Arális¡s. -

Con el propósito de facilitar el estr.¡dio de las consultas planteadas, el presente análisis
desanollará los siguientes puntos: , Naturaleza ju.idica de los Cuerpos de Boñberos y del
Comité de Adminisr¡ación y Planificaciónl y. i, Ambito de aplicac¡ón de la Resolución SCR-
0t7-2023.

2.1. Naturalez¡ jurídica de 1o3 Cuerpos de Bomberos y del Comité de Administrución y
Pl¡nilic¡ción.-

La gestión de los servicios de prevención, plotección, socono y extinción de incendios
constituye una competencia exclusiva de los Gobiemo Autónomos Descentralizádos
Municipales (en adelante GAD municipales), cor¡forme el numeral l3 del anículo 2ó4 de la
CRE y el literal m) del articulo 55 del COOTAD.

De acuerdo con el inciso final del artículo 140 del COOTAD, la gestión de los servicios antes

indicados se ejercerá con sujeción a la ley que regula la m¿teria, e indica que los cuerpos de
bomberos son cohside¡ados coúo "enÍialades adtcfitas a los gobíemos aulónonolt
descentraliza¿los municipales, qu¡eñes funcionarán coñ autonotrlíq arlm¡nistruttivu y
ina cieru, presupuesta a y opercttua, obseriañdo la ley especial y ,rotuotbas tige tes o
las que eslarán sujetos " (el resaltado me corresponde).

En el literal c) del numeral 5 de su articulo 2 COESCOP - no¡ma posterior al COOTAD -.
se incluyen a los cuerpos de boñbems denho de su ámbito de aplicación como entidades
complementarias de seguridad de los GAD municipales y metropolit¿nos. Co¡co¡dante, el
artículo 4 ibídem dispone que sus normas constituyen el Égimen especial para dichas
entidades, y que, en lo no previsto. "se aplicard supletoríamente la ley que rcgglq el servicio
público".
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El artículo 218 del COESCOP reconoce a estas entidades como organismos cor potestad

púbfica dentro de su ámbito de competencia, encargados de br¡nd¿r "apoyo, cooldinoción,
socorro, rescate, alenc¡ók prehosp¡talaia y respuesta qnte desaslrcsy emetgenc¡as ". col. el

objetivo de asegurar una adecuada gestión de esgos.

A su vez, el arlicufo 274 del COESCOP defi¡e a los cuerpos de boñberos como 'entidades

de derecho públin adsct¡tos a los Gob¡en¡os Autónomos Descenttalizados municipdles o
melropolitanos, que prcstan el sefiicio de preyención, prolección, socofto y extihcióh de

¡ncendios", asi aoño aÉloyo en otros eventos adversos de origen natural o antrópico. Estas

entidades cuentan con patrimonio y fondos propios, personalidad jurídica y autonomla
administrativa. financiera, presupuestar¡a y operativa. Además, dicha norma establece que
"Los recursos que les seak as¡gnados pot Ley se transferítán dircclamente a las cuentas de

los Cuerpos de Bomberos".

Con oficio No.01285. de 3l de octubre de 2018, Ia Procuraduría Ceneral del Estado se

pronunció sobre la aplicación de los añiculos 274 det COESCOP y 140 del COOTAD.
mismos que se mantienen vigentes, y concluyó lo siguiente:

"Según ha conclu¡do la Corte Constitucional, sin Wüuício del carácter de

adscr¡tos que correspo¡rde a los cuerpos de bomberos respeclo a los gobiernos
autónohos descentrulizados municipales, el gobiemo de los ocl¡vidades
adrz,irrislralivos, presupuesla¡ias, frrrancietus y operuitivas de esos entidades,
compele col exclusividod a la auto¡idad bomb¿¡ir" (énfasis añad¡do).

En este marco. el atículo 275 del COESCOP dispo¡e que el servicio de prevención.
protección. socono y extinción de incendios "es pofie del Sistenta Nacional Descentalizodo
de Gestión de Riesgos". cuya recto a ejerce la autoridad nacional competente en dicha
materia de gestión de riesgos. Añade que la gestión del se¡vicio contra incendios corresponde
a los GAD dentro de sujurisdicción, en articulación con las políticas, normas y disposiciones
que eñit¿ el ente rector nacio¡al.

Adicionalmente. el oficio No. 0l103, de 28 de febrero de 2023, emitido por est¿ instituc¡ón.
abordó la estructura y funciones del Comité de Administración y Planificación de los
Cuerpos de Bomberos e indicó que:

''el articulo 281 del COESCOP establece al Cornité de Adtti isftación y
PlanÜicac¡óh de los Cuerpos de Bomberosy entre sus dlríbuciones, el numeral I del
dttículo 282 ibideth inclaye la aprobación del presupuesto institucional, sin qu¿

dichu noma ditrynga al efecto la ihteúención del GAD o su postetiot aprcbacióh.
cotko ocurfe fespeclo de los presupuestos de las et prcsas públicas que son anexos
del presupuesto del GAD segin elolticulo 267 del COOTAD.
Por su parte, el anículo 36 de la Ley de Defenso conia Incehdios, ub¡cado eh el
Copílulo y 'De Los Recutsos Económicos', detetmitut qüe 'Los londos público.t de
que dis¡mnen los cuer¡ns de bomberos no podrán ser suprimidos ni d¡sm¡nui.los sin

-
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la respectivo compehsación'y establece la pruhib¡ción de pti\rar a los cuerpos de

bomberos de 'los b¡enes. whícülos, equ¡ps, implemenfos y materiales de que

disponen, n¡ distruerlos de stl.s Jinalidades específcas', salvo la excepción prevísla
en esa nofma".

En concordancia. el artículo 282 del COESCOP atribuve al Comité de Administración v
PIanifi cación las siguientes:

'' l- Aprobar la planif;coción esnaÉgica institucional, el presupuesto inst¡lucional y
sus reformas;
2. Supervisar la gestión administrativa y económica de la ihsti¡ución;
3. Aprobar los valores económicos que rec¡birá el cuerpo de bomberos conlorme o
la úormdÍiva úgefite:
1. Conferir reconocimienlos y eslimulos no económicos o los bomberos remunerados
y voluntarios: y.
5. Los demás que se establezcan en el respectito rcglamento".

De Ioexpuesto se observa que: , la gestión de los servicios de prevención, protección. socono
y extinción de incerdios esde coñpetencia exclusiva de los GADmunicipales; iy' los cuerpos
de bomberos, aunque se encuentaan adscritos a los GAD municipales, cuentan con autonomía
administmtiva, financiera, presupuesta¡ia y op€rativa; ir, confo¡me el articulo 218 del
COESCOP, los cuerpos de bomberos son responsables de brindar atención apoyo,
coordinación. socolro, rescate, atención prehospitalaria y respuesta ante desasres y
emergencias; y, ¡v, el Comité de Adñinistración y Planificación es el órgano competente para

aprobar la planificación estratégica, el presupueso institucional y su ejecución, sin que la

normativa vigcnte preves la intervencióñ de los GAD municipales en dicho proceso.

2.2. Ámbito de apl¡crción de la R€solución SGR{17-2023.-

En el oficio No.03549. de 7 de septiembre de 2023, esta lnstitución analizó el ámbito de

aplicación de la Resolución SCR-o17-2023, y señaló lo siguiente:

"Como se ahalizó oportunamente, en el pronunciaúieñto contenido en el olicio No.
07811, de 07 de febrero de 2020, de conformidad con los qrtículos275 del
COESCOP y 140 del COOTAD, el Comité de la actual SGR, aktes denominado
Servicio Nqcíonal de Gestióh de Riesgos y E etge cias, órgaho competehte de la
Fuhcióh E¡ecüti,ra para ejercer lasfacultades de rectoríd del setuic¡o de pte\)ekció¡\,
ptutecc¡óh, socofto y eitinciórl de itehdios, en su calidatl de órgano rcctor
nacíonal del Sistet a Nacioúal Descer¡troliza.lo de Gestión de Riesgo§, e*pidió la
Resoluc¡óh No. 017-2023 que, en su aftículo 1, delne su objeto hormdlivo eh los
siguiefiles lém¡ihos:

"A . l.- Objeto. - Lo prcsente resolución tiehe por objeÍo eñilír la
Nomat¡w de Categoizacíón, Planifcación de la carrera, Niveles de
geslión, Eslruclura de prcstos y mandos; Reeslrucluracióh de la carrera;
Convocator¡a, selección y adrñisión de bomberos pora el ingreso a la
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caÍero: Petmanehcia en la careru; y, Concurso de Mér¡tos y Oposiciók,
en concordonc¡a con lo pretisto eh elCó¿lígo Orgánico de las Entidades de
Seguridad C iwladana y Orden Público y demás normotívu aplicoble".

En cuanto al ámb¡to de oplicación y alcance de la Resolución No. 017-2023, su
artículo 2 determina que es de "obligatorio curnplimieñlo para todos los Cuerpos
¡le Bomber¡.¡s del país, el eñte rector nacional, los GobíernoN Au¡ónomos
Descentral¡zados Municipales, Metropolitanos y Prorit¡ciales, lon ciudadanos: y
demás entidades del sectol ltiblico y privado". (El rcsohado me cotesponde)
En ese conleflo el afiículo 7 de la Resolucíóñ No. 017-2023 detalla la planilicación
de lo cateru. ni\teles de gestión, esltuctura de puestos y mandos respecto de los
bomberos. en concordancio el a ículo 9 de la m¡smd rcsoluciói prevé:

" La esttuctura organizoc¡onal se enconl lrá deln¡da en el Estatuto Otgan¡co
por Procesos ínstitucional, instruñento que conforme k¡ es¡ablece lo
Dispos¡c¡ók Trars¡toria Pr¡ñera .lel Código Orgánico de las Ehtidqdes de
Seguridad Ciudadana y Orden Públíco, deberd se¡ aptobado por cada
Cuetpo de Bornbetus, a truvés del Comité de Adml islfic¡ón y
Planifrcación. (el resaltado he cofiespoúde).

Al respeclo. la Disposición Generol Cuarta de la Resolución No. 017-2023 establece
que : " Los Cue¡pos de Bornberus cuJo ñeel dircclit'o esté confo¡rrudo por bornberos
rolhdlarios ¿n fu¡rciones o la fecha, se regulonír, corrÍotn e d las Ordenanzos
Seccionales que rigen el fúnciolarrrienlo" (elresaltado me correspontle).
Ad¡ciohalñeñte, la Disposición Final Prinera de la Resolución No. 017-2023
deterüina que la this ta "entrará en viÍior a partir de suemisióh".'

En consecuenoia: , la SCR, er su calidad de órgano rector nacional del Sistema Nacional de
Cestión de Riesgos, emitió la Resolución No. 017-2023, que es de oblisatorio cumplimiento
Dam los cueroos de bomberos de todo el Daísl norna que se encuentra vigente desde su
publicación en el registro oficial; i, la planificación de carrem, niveles de gestión, estructura
organizacional de los Cuerpos de Bomberos debe ser aprobada por cada entidad, ¡ traves
de su respectiyo Comité de AdministracióD y Pl¡nil¡cacióD; y. iiil en los casos en que el
nivel directivo esté conformado por bomberos volu¡taios en funciones. se aplicdrá lo
dispuesto en las orderranzas seccionales cof¡espo dientes.

3. Pronunciamiento, -

En ate¡ción a los términos de la primem consulta. se concluye que los Cuerpos de Bomberos

del país, los Cobiemos Autónomos Descentraliz¿dos Municipales. Met¡opolitanos y
Provinciales, los ciudadanos, así como las demás entidades del sector público y privado.
deben someterse obligaloriamente a lo dispuesto en la Resolución SGR-o17-2023, expedida
por la Secretaria de Gestión de fuesgos. Esta normativa regula aspectos relativos a la
categorización, planificación de la carrem, niveles de gestión, y estructura de puestos y
mandos, según lo previsto por los articulos 2 y 7 de dicha resolución.

Respecto de la segunda consulfa, se determiña que coúesponde a los Cuerpos de Bombelos,
a tmvés de su Comité de Administración y Plahificación, aprcbar la estiuctum organizacional

-
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institucional, de conformidad con Io establecido en el a¡ticulo 9 de la Resolución SGR-017-
2023.

En consecuenc¡a. en tomo a las consultas teraera y cuarta, se concluye que es competencia
del Comité de Administración y Planificación aprobar Ia planificación estatégica
institucional, la cual incluye el funcionañiento operativo y podrá irico¡porar el Plan de

Carrera de los Cuerpos de Bomberos, de acuerdo con lo previsto en los artlculos 281 y 282
del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público (COESCOP),
así como en la nomativa intema que para cl efecto emita dicho comité.

El p¡esente P¡o¡unciamiento es obligatorio para la Administración Públ¡ca y se limita a Ia

específicos es de exclusiva responsabi
entidad pública que lo aplique.

de la entidad consultante y de cualquier otra

Atentamente,

Abg. Juan

DEL ESTADO

c.c. Patricio Maldonado Jiñénez
Presidente de l. Aso{irción de Mur¡ciprlld¡des Ecu¡tor¡¡nss

Jorge Carillo Tutivé¡,
Secret¡¡io dc Gestión dc Riesgos
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OIicio No.

Quito, D.M.,

I 199{

2 § JUN 2025

Doctor
Ricardo Wadimi¡ Morales Vela
DEFENSOR PÚBLICO GENI,RAL
DEFENSORÍA PÚBLICA DEL ECUADOR
Presente.

De mi consideración:

Mediante oficio No. DP-DPG-2024-0735-O, de l9 de septiembre de 2024, ingresado en
la Procu¡aduría General del Estado el mismo día, se fo¡muló la siguiente consulta:

"¿Aplica el Régimen de rehabililación (conteiido en el artículo 14 de la Ley
Oryánica de Servicio Público) rclatito a la devolación pü indemnización ¡t
compensación econtj ica rccibida pot pañe de quien vqú a ostentat algato de
los cargos que ,ro peúenezcan a las caneras ile la Fu\ciónjudicial (sic) segúrt
lo preristo en los arllculos 42 y 43 del Cótligo Orgdaico de la Función
Judicial?"

Frente a lo cual. se madfiesta lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprcode que:

l l.A fin de contar con mayores e¡ementos de anáisis, con oficios Nos. 08756 y 08757,
de 24 de septiembre de 2024, esta P¡ocuaduría requirió el c¡iterio jurídico
institucional al Consejo de la Judicatua (en adelante, "CI") y al Ministe¡io del
Trabajo (en adelar]d:e, "MDT"). Con oficio No. 09021, de 10 d€ octub¡e de 2024, se
insistió en el requerimiento de criterio institucional dirigido al CJ.

l.2.El MDT arendió el requerimiento formulado mediante oficio No. MDT-SN-2024-
0771-0. de 4 de octubrc de 2024, ingresado al cor¡eo institucional de este organismo
el mismo día. Por otm pafie, el CJ contestó con Oñcio-CJ-DG-2024-1737-OF, de l5
de noviemb¡e de 2024, ingresado el l9 del mismo ¡nes y año y susc¡ito por el Di¡ecto¡
General del CJ, al que se adjuntó el cdterio del Director Nacional Jurídico, contenido
en Memorando-CJ-DNJ-2024- 1 759-M- de 14 de noviembre de 2024.

1.3.El informejurídico, contenido en memorando No. DP-DASJ-2024-0387-M, de 18 de
septiembre de 2024, suscrito po¡ el Director de Asesoria Jurídica de la Del'ensoría
Pública, citó los articulos 61 núme¡o 7, 82" 176. 192. 208. 228 v 229 de la
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Constitución de la República del Ecuadorr (en adelante, "CRE');14.17 y 83 leta d)
de la Ley Orgrtrica del Servicio Público2 (en adelante, 'ZOSEF); 42, 43, '7'7 y 136
del Código Orgránico de Ia Fulción Judicial3 (en adelante. "CO¡y'); y, sobre la base

normadva previamente citada, expuso y concluyó lo siguiente:

"ANÁLISIS

De la revísión de lqs notfiqs tra sctit.ts, rcsulta necesario teñer en cuenta que
pot normd constitucíonal la designación de la primera aulor¡dad de los órganos
autónomos de la Función Ju¡licíal, es un senidor designado por el Consejo de

Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), después del respectívo
concutso .le ñé tos y oposición y posesionatlo por la Asamblea Nacional. La
petsona que sea designada por el CPCCS asume la función de la m¡jxim¿
tiutotidad pot un determinado período, conforme se encuentra establecido en la
Constitución de la Repúbl¡ca. Est.ts d¡gn¡dades se enap lrq cqlalogados dentro
tlel Nível Jerárquico Superior.

Por otro lado es indispensable tener en cuenta que la naturaleza del cargo de

eslas d toridades, así como de otros serúdores judicial expresdmente delinidos
en l.t kotmatira, no puede ser encasillada dento de las canetas de la función
judicial, p<tr expresa d¡sposició del artículo 42 del Código Orgánico de la
Función Judicial.

(...)

Ahora bien, tekie do cofio prcmisds que, los mentados funcionarios no
perfe ecen a nínggrna de lao' carreras de la Función Judicial, lampoco le sería
aplicable de forma subsidiaria la Ley Orginica de Senicio Público, en la med¡dd
que conforme el contenído del segundo inciso del artículo 43 del Códig<t Orgánico
de la Funcíén Judiciol, únicnmenfe pre'oé la subsidiariedad para quienes se

eficuentren bajo alguno de los rcgímenes de catera, como sería el caso de la
Cdfteta Administraliva de los servidorcs ¡le la Función Judicial, conforme el
i ciso tercero del afiículo 136delCOF,].

Esta s¡tuac¡ónjuraico tamb¡é se wfirtca en el régimen del servicio público, toda
wz que por d¡sposición expresa del lileral d) del qrtículo 83 .le la Lel Otg.in¡ca
de Servicio Público la primera autoridad de let Defensoría Pública tambiék se

ehcue fi'a excluido del sistema de cqrrela qdñ¡nistrativt general contemplada en

d¡ c ho cuerpo normat¡vo.

(...)

I ( RE, tublnada en el Regis¡o alc¡al io 419 d¿ 2a de actubre de 2448.
1 LosEP. ptblica¿a ¿ el s.sunda Suphnenta delReg¡tbo Olcidl No.294. tx 6de @tabre d.2aI0
t COFJ, ptb,ca.lo eh ¿ I S,pl¿Nnto d¿l Registro Olcidl No 54 de 9 .1¿ tuÉa ./. 2009.

-

I
E
,
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DEFENSORIA PUBLICA

Un antecedente claro aplicable al caso es el emítido en el Oficio No. MDT-MDT-
2021-0348-0 de 1 l de ju io de 2021 suscrífo por el Ministlo de Trubajo en el que
absuelve una consulta para los vocales del Consejo de ld J dicatuta que por
disposición etcpresa de las notmati'as aquí akql¡zadas, no pertenecen a ninguna
carrera de la Función Judic¡al, ki administrativa del régimen de seflic¡o público
general, y en la que absuelve que a estos .funcionarios no le es aplicable la Ley
Oryánica .le Se»ício Públíco, ni tampoco las inhqbilidades preristzs en el
artículo 77 del Código Oryánico de la Funció JudiciaL

CONCLUSIÓN:

Los cargos estableci.los eh el inc¡so fercero del artículo 12 del Código Orgánico
de la Función Judicial, excluye de./brma expresa a los distintos tipos de carrcta
judicial a las maximas autoidades de los órganos autónomos q e coñprckden la
Funciófi Judicial, de ¡gual mahera estas autoridades se encuentran expresamenÍe
exclui¡las de la caffera admínistratíva conforme lo prevé el literal d) del ffticulo
83 de la LOSEP, en ese senl¡do tlichas primeras autotidades de la Función
Judicial que no forman parte de inguna carrcra, o le es qplicable el r¿gimek
de inhabilidades y rehabilitaciones prcrislas ek la Ley Orgánica de Sen'icio
Público para los seroi¡1orcs de lq carrera udministraf^)a y de manerd subsidiaria
a los servidores de cafieta adminístrutíva de estos entes autónomos pre\tislas en
el Código Orgánico de la Función Judicial; por lo Ídnto no le seúa ex¡gible la
obligación de detolvet los 'ralorcs recíb¡dos por indemnización o compcnsación
económica pdta reingr.sar al sector público conforme lo establecido en el
artículo l1 de la Ley Orgdnica de Servicio Público."

1.4.E1 MDT citó. ademrís de las no¡mas i¡vocadas por el consultante, los artículos 3 de la
LOSEP, 1, 10, l1 y 15 del Reglünento General a la Ley Orgrínica del Se¡vicio
Públicoa (en adelanle,"RGLOSEP"), y expuso lo siguiente:

" 2.- ANILLISIS NORMATIVO Y PRONUNCLAMIENTO:

(..)

Ahora bie , de la reyisión del Oficio de petición de la Defensoia Pública del
Ecuador, así como del criterio jurídico de esa Institución se desprende que la
consuhd está eñfoc.tda para conocer si un serv¡dor público qrclu¡do de las
¡liversas catetas de la Función Judicial, es decir, los que se señalak en el último
inciso del Att. 12 del COFJ, detallados e el pátaJo precedente que hubiere
recib¡do indemn¡z.1ció o cotupe sación
económica por re¡iro rolultafio, wnld de rc wti.t y otras frglras similares, debe

o fio, aplicdr el proceso de rehabilítación establec¡do en la Ley Orgánica del
Senic¡o Pública prcrio a su reihgreso al sector público.

tt991

" RGLOSEP, ptblicado en ¿l Stpleren.o d¿l Re'4!/oA¡cDl No 113 d¿ I de dbl¡lde 2A11.
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En razón de lo expuesto y co forme a los términos de la consulta planteuda pot
la Defensoria Pública del Ecuador, el prcceso de rchabilitación detemina.lo en

el artículo 11de la Ley Orgánica del Senício Público así como en l.t Notma paro
el Registro y Rehabililac¡ón de Prohibiciones. Inhabili¡lades e Impedimentos
Legales para Desempeñar Caryo Público, rcspecto a la detolución pot
indemnización o compensación económica recibicla por p..tfe ele quien raya a
ostentar algu o de los cargos que ho pe enezcdn a las carteras de la Función
Judicial según lo previsto eh los .ttlículos 12 y 4j del Código Orgánico de la
Función Judicial, si les es aplicable a lossenidorcs delallados et el último inciso
del Att. 42 del COFJ, pot cua to los t tismos al no peúenecet a ai ga adelas
caneras de la Función Judicial ! pot lo mismo al tégirnen laboral del COFJ,
peñenecen al úgimen de la LOSEP, por lo dispuesfo en el AtL 3, nume¡al I de
la señalada Ley OrgÍnica del Semicio Pública" (énfasis aladido).

De otra parte, en referencia a su petición cle copia del Oficio No. MDT-MDT-
2021-0318-0 de 11 de junio de 2021 (ddjunto) y que es mencionado en el informe

¡urídico de la Defensoría Pública del Ecuador, es furulamenlal resaltar que el
documento en cueslión no rc.fleia el c/iterio de ¡o qctual admikistración, ademá§
de que ha sido objeto de acciones jurisdiccionales. Fínalmente, este Ministerio
solic¡ta, que el ctíte o 'r¡nculante que ra a ser emitído por pafie de la
Procuradutía General del Estado seoreñit¡do a estq Cartera ¡le Estado" (énfasis

añadido).

l.5.El criterio ju dico del CJ concluló lo siguiente:

"Toda wz que, el artículo 83, literal d) de la Ley Orgánica del Semicio Público
delimita de manera expresa la aplicacíóh de dicha normaftuq 6los ser.)¡dofes
judiciales de carrera y de aEtellos que no pertenecen d lat carreras de la Función
Judicial, se puede concluir que el artículo 14 de la referída Ley no les sería aplícable
dado el leconocimienlo de la katululeza especial cle esta funciók, la cual ex¡ge un
trqtamienfo normatíto partícular y diferenciudo del resto de lo admifiislració
pública, tal como lo consagran los urtículos 42 y 43 del Código Orgák¡co de la
Función .ludicial

V. CONCLUSIÓN. -

De conformidad coh todo lo anÍes expuesto, y de conformidad con lo previsto en los
artículo§ 12 y 13 del Código Oryánico de la Función Judicial, sobre la pregunta
concretatue fe fornlltlada se concluye que el articulo 14 de la Ley Orgdnica de
Seflicio Públ¡co, no seria aplicable a quienes vayem a oslentdr cargos que no
perte ece a las cafleras ¡le la Función Judicial, en concordqncia a lo establecido
en el a ículo 83 literal d) de la Ley Orgáníca del Servicio Público que e:tpresamente
excl\te de su aplicabilidad a los que no pertehecen d la carrera judic¡.t|" .

-
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l,6,De los criteriosjuridicos previan¡ente citados se observa que la Defensoía Pública y
el MDT difieren. Asi, la Defetrsofia y el CJ consideran que no es exigible la
devolución de indemnizaciones o compensaciones económicas percibidas por un ex
se¡vidor público que reingresa a un cargo excluido de las care¡as de la Función
Judicial, como es el caso de Ia ruixima aütb¡idad de la Defensoria, y tampoco le son
aplicables las i¡habilidades ni el procedimiento de rehabilitación para el reingreso
previsto por la LOSEP y su reglamento.

Por el conuario, el MDT expresa que el proceso de rehabilitación para el reingreso al

servicio público, regulado por el articulo 14 de la LOSEP, y específicamente la
devolución de los valores percibidos por un ex servidor público con motivo de su

cesación por las figuras previstas en esa lorma, es aplicable a los servidores que

reingresen a cargos que no pertenezca¡ a las ca¡reras de la Función Judicial. po¡ estar
i¡cluidos en el áLrnbito de aplicación de la LOSEP.

2. Aoilisis. -

Para facilitar el estudio de la consult4 el análisis se referini a los siguientes puntos: ,
Regimenes jurídicos aplicables a los servido¡es públicos; y, i, Regulaciones sobre
reingreso al servicio público.

2.1. Regímeaes jurídicos apücables a los servidores públicos. -

De acuerdo con el prime¡ inciso del adiculo 229 de la CRE, son servidores públicos
"todas las personos que en cualquiet for a o q cualquier tílülo Íabqjen, prcslen
servícíos o ejerzah un cargo, función o dignidad dentro del sector ptlblico". ldéntica
previsión consta en el anículo 4 de la LOSEP.

Respecto de Ia Función Judicial, el a¡tículo 177 de la CRE prcvé que se compone de
órganos jurisdiccionales, adminisaadvos, auxiliares y autónomos, y precisa que la ley
determinará su esúuctur4 fimciones, atribuciones, compelencias y todo lo necesario para
la adecuada administración de justicia. El artículo 178 de la CRE señala que "¿a
Defensorio Pública y la Fiscalíq General del Estudo son órganos autónomos de lo
Función Judicief', lo cual es reiterado por el adiculo 191 ibidem respecto de la
Defensorfa Pública.

Por su pfie, el articulo 3 de la LOSEP incluye en el iímbito de su aplicación a "1. ¿¿¡r

organismos y depeadencios de las Junciones Ejec tira, Legislatba, Judicial (...)"
(énfasis añadido).

Luego, el tercer inciso posterior al numeral 4 del afículo 3 de la LOSEP se refie¡e a

servidores públicos sujetos a regímenes juridicos especiales, entre ellos "el penoaol de
cqr¡era jadicial . pteviendo que se regirán "por sus leyes específicas y s bsidiariatfiente
por esta ley en lo que fuere aplicable" (énfasis añadido).
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Sobre el ingreso a las carreras en la Función Judicial, el aniculo 170 de la CRE dispone
q\e "(...) se obsenalán los criterios de ¡gualdad, equidad, probielad, oposic¡óh, mélitos,
publicidad, impugnación y pafiicipacíóh ciudsdana". En el contexto del sistema de

carrera, el segundo inciso del mismo articulo impone al Estado el deber de garantizar la
profesionalización de los servido¡es judiciales mediante el establecimiento de
" condiciones indispensables para la promoción y pelma encid en la catera judicial ".

De su parte. el articulo 35 del COFJ establece que las carreüs de Ia Función Judicial,
"constituyen un sistema me.l¡ante el cual se regula el ingreso, formacióñ y capac¡tacíón,
prcmocióh, estqb¡lidad, evaluoción. régimen disciplinafio y peruanencia en el senicio
dentro de la Función Judicial", y el utícu,lo 42 ibidem detalla y diferencia los sistemas
de carrera a los que pertenecen los servidores de la Función Judicial.

Por otra pa¡te. en ¡elación a las primeras autoridades de los órganos autónomos de la
Función Judicial. esto es la Defensoría Pública y Ia Fiscalia General. los artículos 192 y
19ó de Ia CRE, respectivamente. establecen los requisitos específicos aplicables para la
designación de dichas autoridades, asi como el periodo durante el cual ejerce¡án sus
funciones. Adicionalmelte, tales servidores son designados por el Consejo de
Participación Ciudadana y Control Social, de conformidad con el número 11 del artículo
208 de la CRE.

A lo expuesto corresponde agregar que, de conformidad con el inciso final del añículo 42
del COFJ. las p¡imeras autoridades de los órganos autónomos de la Función Judicial,
entre otras autoridades judiciales expresamente incluidas en esa noma- no pertenece¡ a
ninguna de las carreras de la Función Judicial, Io que guarda armonía con la lsta d) del
articulo 83 de la LOSEP. que también excluye del sistema de ca¡rera a dichos servidores
públicos.

No obstante, es pertinente considerar que el inciso final del mencionado a¡ículo 83 de la
LOSEP expresamente disporc que "¿¿ e.rraálecido en los capltulos 2f 3 del Tírulo II de
eslq ler- setd de obsen'a¡cia obligatoña bajo lodos los ¡eglmenes prcl,istos ek la mísmo"
(énfasis añadido). lo que incluye a las regulaciones relacionadas con el reirigreso.

Así. respecto del rcingeso al servicio público, el artículo 14 de la LOSEP, ¡eformado
mediante la Ley Orgánica de lntegridad Pública5. establece las condiciones para el
reingreso, así como las excepciones aplicables, Dicha norma está ubicada en el Capítulo
2"Del hepotismo, inhabilidades y prohiáicio¿e§ ", del Titulo Il"De las se*^idoras y los
semidores públicos", de la LOSEP; y, por lo tanto, es de observancia obligatoria bajo
todos los regímenes de servicio público, según el tenor del mencionado inciso final del
aniculo 83 de la LOSEP.

De lo expuesto se desprende que: , todas las personas que ejerzan funciones en
organismos y dependencias del sector público, incluidas las p¡imeras autoridades de los
órganos autónomos de la Función Judicial. son servidores públicos; i, el ejercicio de

t 
L¿.\ O¡Kkt.a de li¿gridad Púb¡ka- wbltcada en el rqat Supt¿w,b tL I Resdrc OJi.úl )'a. C3, dt 2ó de tú¡o tl! 202t
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funciones públicas se sujeta a vados regímenes ju¡idicos; ii, la LOSEP incluye
expresamente en su ámbito de aplicación a Ia Función Judicial. Dicha norma establece
inhabilidades y prohibiciones generales para el ejercicio de cargos en el sector público,
entre ellas las relacionadas con el reingreso; iv) las primeras autoridades de los órganos
autónomos de la Función Judicial son servidores públicos excluidos del sistema de
ca¡rera; su selecció¡ y designación corresponde al Consejo de Panicipacién Ciudadana y
Control Social.

2.2. Regulaciones sobre reingreso el servicio público, -

El rein$eso al servicio público es materia rcgulada por el aÍiculo 8 del Mandato
Constituyente No. 2,6 así como por el articulo 14 de la LOSEP, sobre cuya aplicación
trata la consulta.

El aliculo 14 de Ia LOSEP, conforme se examinó en el acápite anterior, es r¡na no¡rDa de
aplicación general. Asi. el refe¡ido afículo indica lo siguiente:

"AtL 11.- Condiciones para el reingreso al sector públíco.- Quien hubiere sido
indemnizado por ef¿clo de la supresión de puesto no podrá rcingrcsar al seclot
público baio la modalidqd de nomb¡amiento oe¡manenle. durante el periodo de 5
qños con ados desde la Íecha en que se prudajo su sepanción. Podrd hace o en
cualquiet tiempo siempre que devuelva el ,nonto de la inde nización, menos lo
dewngado.

La misma corulición de reingreso a la administración pública se aplicará par.l
quíen hubiere rccibi.lo compensación económícq por ret¡ro \)olühtario, compra de

rcnuncia cok indernnizución y otras Jigtras simildrcs-

En lo relacionqdo a los clescuentos, suspensiones y limites de pago de pensiones,
se es¡atá a lo dispuesto en las leyes de seguridad social respecfitas" (énfasis
añadido).

Por su parte, el número 2 del articulo 14 del RGLOSEP, norma que establece los
requisitos para la rehabilitación de las personas impedidas de reingresar, dispone: "2.
Cuando sea procedenre, ce ilicado de habet deruelto los valores cofiespondientes de
la indemfización, e ilido por la institucién que los recibió. o copia cetiJicada de la
declaración patrimonial juranentada de la cual conste el respecÍ¡\)o convenio de pago '

(énfasis añadido).

Del análisis jurídico efectuado se aprecia que: I el ejercicio de funciones públicas se

sujeta, en principio. a varios regimenes jurídicos, el general previsto por la LOSEP y los
especiales, entle ellos el previsto por el COFJ para los servidores de ca¡rera de la Fu¡ción
Judicial; l¡) las m¿iximas autoridades de los órganos autónomos de la Función Judicial son
servidores públicos sujetos a periodo. Dichas autoridades no deben incur¡ir en

--tiltPnod;orú 6g¡r De ¡snoo

" ¡lut luto ('ons¡itutente lo. J. publrcado.a el Suplenenta del Ressno Olckl la. 2ól ¿e ::J tl¿ ¿ne¡o.h 2U)8

101



Edifi¿l.amzoMs A.E
I av. Añazon¿r N39r23 y A/6q.

:r:.r ir:i !)r:l

*o*o\¡,!#:fi

inhabilidades generales para el desempeño de fiuciones públicas. de conformidad con el
inciso final del articulo 83 de la LOSEP; y, ir,/ no podrá reingresar al sector público, bajo
l¡ Eod¡lidad de tropbrauie¡to permanepte (du¡a e el periodo de 5 años contados
desde la fecha en que se produjo su sepamción) Ia persona que haya sido indemnizada
con supresión de puesto, comp€nsación económica por retiro voluntario, compra de
renuncia con indemnización y otras figuras similares. Sin perjuicio de lo anterior, esta
persona podrá hacerlo en cualquier tiempo siempre que devuelva el monto de la
indemnización, menos lo devengado.

3, ProDunciamiento, -

Del análisis jurídico realizado se concluye que la inhabilidad de reingreso que regulada
en el a¡ticulo l4 es aplicable ¡lg¡iqglg para aquellas personas que pretendan volver al
sectorpúblico bajo la modalidad de nomb¡amiento permanente. Por lo tanto, la misma no
es oponible a quien vaya a ostentar alguno de los cargos que no pertenezcan a las car¡eras
de la Funciónjudicial.

El presente pronunciamie¡to es obligatorio pa¡a la Administración hiblica y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales específicos es de exclusiva.responsabilidad de la entidad consultante y de
cualquie¡ otra entidad pública que lo apliq

Atenta¡nente,

DEL ESTADO

-
tIn

Abg. Ivonne Núnez Iigueroa
Mioistmde¡ Tr¡b¡jo

Abg. Jorae Mauricio MaruriVecilla
Dirc.tor C.Dlr¡l d.lCo¡lcjo d.l¡ Jüd¡crtur¡

Abg. Juar Carlos
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Oficio No. 12011

Quito D.M., 27 de junio de 2025

Señor
Aquiles Álvarez Henriques
Alcalde
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
GUAYAQUIL
En su despacho.

De mi consideración:

Mediante oficio No. AG-AAA-2025-03067, de 5 de junio de 2025, ingresado en el
correo institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se
presentó la siguiente consulta:

“En aplicación del artículo 23 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de
Contratación Pública, ¿se puede incorporar en los contratos administrativos
para la prestación de servicios públicos una cláusula que prevea un
mecanismo de reajuste proporcional del valor total del contrato, basado en la
variación real y comprobada del volumen de toneladas métricas
efectivamente recolectadas o dispuestas, considerando la naturaleza variable
de este tipo de servicios y con el fin de garantizar la continuidad del servicio
durante el plazo originalmente previsto?”

Frente a dicha consulta, este organismo manifiesta lo siguiente:

1. Antecedentes. -

Del oficio remitido y los documentos adjuntos se deprende que:

Mediante oficio No. 11634, de 28 de mayo de 2025, este organismo solicitó al
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Guayaquil (en
adelante “GADM Guayaquil”) que las consultas inicialmente planteadas en los
oficios No. AG-AAA-2025-02756 y No. AG-AAA-2025-02814, ingresados en la
Dirección Regional 1 de esta institución el 21 y 26 de mayo, respectivamente,
sean reformuladas de manera que traten sobre la aplicación general de normas
jurídicas. Asimismo, se requirió la remisión del informe jurídico suscrito por el
Procurador Síndico respecto del objeto de la consulta. Este requerimiento fue
atendido con el oficio citado al inicio del presente escrito.
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El informe jurídico adjunto, contenido en oficio No. DAJ-2025-3845, de 4 de
junio de 2025, suscrito por el Procurador Síndico Municipal del GADM Guayaquil,
se fundamentó en el MEMORANDO-MIMG-DGCP-2025-774, de 3 de junio de
2025. En dicho memorando, el Director General de Compras Públicas de la
referida entidad citó los artículos 31 y 314 de la Constitución de la República del
Ecuador1 (en adelante “CRE”); 23 y 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional
de Contratación Pública2 (en adelante “LOSNCP”); 346 del Código Orgánico
Integral Penal3 (en adelante “COIP”); y, 32 de la Ley Orgánica de Defensa del
Consumidor4 (en adelante “LODC”), con base en los cuales concluyó:

“III

CRITERIO JURÍDICO DE LA PROCURADURÍA SÍNDICA MUNICIPAL

En virtud del principio constitucional de continuidad de los servicios públicos,
previsto en el artículo 314 de la Constitución de la República del Ecuador, la
Administración Pública tiene el deber de garantizar su prestación
ininterrumpida, especialmente cuando se trata de servicios esenciales como el
saneamiento ambiental. De igual manera, el principio de equilibrio económico-
financiero de los contratos administrativos, reconocido en la doctrina y la
jurisprudencia constitucional, impone la obligación de preservar las condiciones
económicas inicialmente pactadas, evitando que las partes —y en particular el
contratista— asuman cargas desproporcionadas derivadas de circunstancias
imprevistas y sobrevinientes que alteren sustancialmente las condiciones de
ejecución.

En este contexto, y considerando la naturaleza variable de la demanda de
servicios públicos como la recolección de desechos sólidos, que puede fluctuar
por factores demográficos o sociales, se estima jurídicamente viable la
incorporación en los contratos administrativos de cláusulas de reajuste
económico proporcional. Dichas cláusulas permitirían adaptar el valor del
contrato a la variación real y comprobada en el volumen de toneladas métricas
recolectadas o dispuestas, bajo estrictos parámetros de razonabilidad, control
y verificación, sin afectar la planificación ni constituir una modificación
contractual en los términos restringidos por el artículo 87 de la Ley Orgánica del
Sistema Nacional de Contratación Pública.

Por tanto, atendiendo al mandato constitucional de garantizar la eficacia,
calidad y continuidad en la prestación de los servicios públicos, así como al
principio de seguridad jurídica y equilibrio contractual, resulta jurídicamente
procedente, en aplicación del artículo 23 de la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Contratación Pública, la inclusión de mecanismos de reajuste
proporcional en los contratos de prestación de servicios públicos. Este
mecanismo contribuiría a asegurar la sostenibilidad financiera de la

1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008.
2 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008.
3 COIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 180 de 10 de febrero de 2014.
4 LODC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 116 de 10 de julio de 2000.
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contratación y la protección del interés general, cumpliendo además con las
facultades de regulación, adaptación y control reconocidas a la Administración
Pública por la Corte Constitucional”. (Lo subrayado me corresponde).

A fin de contar con mayores elementos de análisis para atender la consulta,
este organismo solicitó, mediante oficios No. 11778 y No. 11779, de 9 de junio
de 2025, los criterios jurídicos del Servicio Nacional de Contratación Pública (en
adelante “SERCOP”) y de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (en
adelante “AME”), respectivamente. No obstante, hasta la presente fecha, no se
ha recibido respuesta por parte de dichas entidades.

2. Análisis. -

Con el propósito de facilitar el estudio del tema planteado en la consulta, el
análisis desarrollará los siguientes puntos: i) documentación técnica
preparatoria en la contratación pública; y, ii) el reajuste de precios en contratos
administrativos bajo el sistema de precios unitarios.

2.1. Documentación técnica preparatoria en la contratación pública. -

El artículo 41 del RGLOSNCP clasifica cuatro fases dentro de los
procedimientos de contratación pública: preparatoria, precontractual,
contractual o de ejecución de contrato y de evaluación.

Referente a la fase preparatoria, el artículo 42 del RGLOSNCP dispone que el
órgano administrativo requirente “realizará la identificación específica,
detallada, clara y concreta de la necesidad de contratación”. Esta necesidad, de
acuerdo con el artículo 44 ibidem, deberá incluir un “análisis de beneficio,
eficiencia o efectividad, considerando la necesidad y la capacidad institucional
instalada, lo cual se plasmará en el informe de necesidad de contratación”.

Complementariamente, el inciso primero del artículo 23 de la LOSNCP exige
que, antes de iniciar un procedimiento precontractual, y según la naturaleza de
la contratación, la entidad “deberá contar con los estudios y diseños completos,
definitivos y actualizados, planos y cálculos, especificaciones técnicas,
debidamente aprobados por las instancias correspondientes”, los cuales
deberán estar vinculados al Plan Anual de Contratación de la entidad (lo
subrayado me corresponde).

En concordancia, el inciso primero del artículo 46 del RGLOSNCP agrega que,
de acuerdo con la naturaleza de la contratación, la entidad contratante deberá
contar con los “estudios y diseños completos, definitivos y actualizados, planos
y cálculos, especificaciones técnicas o términos de referencia, análisis de
precios unitarios -APUS- de ser el caso”, así como el “presupuesto referencial” y
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demás información necesaria para la contratación, debidamente aprobados por
las instancias correspondientes, vinculados al Plan Anual de Contratación de la
entidad, según corresponda (lo subrayado me corresponde).

En este contexto, el numeral 27 del artículo 6 de la LOSNCP5 define el
presupuesto referencial como el: “Monto del objeto de contratación
determinado por la Entidad Contratante al inicio de un proceso precontractual”
(lo subrayado me corresponde). Así mismo, el artículo 24 de la LOSNCP y el
artículo 54 disponen que debe existir certificación de disponibilidad
presupuestaria para cubrir las obligaciones derivadas de la contratación,
incluyendo la identificación de las partidas presupuestarias respectivas.

El artículo 51 del RGLOSNCP establece la obligación de contar con las
especificaciones técnicas, o términos de referencia, definidos como “las
condiciones específicas bajo las cuales se desarrollará la consultoría o se
prestarán los servicios”. Dichos términos deben incluir, como mínimo, los
aspectos señalados en el numeral 3 del artículo 53 del RGLOSNCP:

“3. Los términos de referencia para la contratación de servicios incluidos los de
consultoría contendrán obligatoriamente los siguientes aspectos:
a) Antecedentes;
b) Objetivos;
c) Alcance;
d) Metodología de trabajo;
e) Información que dispone la entidad;
f) Productos o servicios esperados;
g) Plazo de ejecución: parciales y/o total;
h) Personal técnico/equipo de trabajo/recursos; y,
i) Forma y condiciones de pago.”

Sobre este punto, la Procuraduría General del Estado ha señalado en el oficio
No. 05028, de 28 de diciembre de 2023, que:

“Vale precisar que las disposiciones citadas imputan a la entidad contratante
con la obligación de disponer de ‘todos los documentos técnicos’ que hayan
servido para justificar la contratación. Si bien no enumera taxativamente qué
documentos son necesarios para cada caso, enfatiza en que deben ser lo
suficiente para respaldar plenamente la adquisición de dichos bienes y
servicios.

5
Conforme a las reformas a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, publicadas en el Tercer

Suplemento del Registro Oficial No. 68 de 26 de junio de 2025, el artículo 6 de dicha ley fue reformado y ahora se
establece que el Reglamento General de la Ley contendrá las definiciones que consideren necesarias para el normal
flujo y seguridad jurídica en el desarrollo de las contrataciones.
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Por tanto, es la entidad contratante quien tiene responsabilidad de producir,
solicitar y recabar los documentos técnicos que considere conducentes y
adecuados para respaldar la contratación y el régimen adoptado, a la luz de las
circunstancias particulares del bien o servicio requerido”.

Adicionalmente, el SERCOP, como órgano rector del Sistema Nacional de
Contratación Pública, conforme el artículo 10 numeral 8 de la LOSNCP, está
facultado expedir “modelos obligatorios de documentos precontractuales y
contractuales, aplicables a las diferentes modalidades y procedimientos de
contratación pública”, en concordancia con lo determinado en los artículos 27
ibídem y 55 del RGLOSNCP (lo subrayado me corresponde).

Entre los modelos de uso obligatorio, se encuentran los pliegos los cuales, de
conformidad con el numeral 24 del artículo 7 de la LOSNCP, son “Documentos
precontractuales elaborados y aprobados para cada procedimiento, que se
sujetarán a los modelos establecidos por el Servicio Nacional de Contratación
Pública”. Respecto de estos documentos, el artículo 31 de la LOSNCP señala:
“Los Pliegos contendrán toda la información requerida para participar en un
proceso de provisión de obras, bienes o servicios, incluidos los de consultoría.
Los Pliegos contendrán toda la información técnica, económica y legal
requerida en un proceso como planos, estudios, especificaciones técnicas,
condiciones económicas, legales y contractuales” (lo subrayado me
corresponde).

De las normas citadas se observa que: i) al inicio de un procedimiento de
contratación pública, la entidad contratante debe contar con los estudios
completos que incluya la formulación del presupuesto referencial, la
certificación de disponibilidad presupuestaria, especificaciones técnicas o
términos de referencia, y en general toda la documentación técnica pertinente
que justifique la contratación; ii) el SERCOP es la entidad encargada de emitir
los modelos obligatorios de documentos precontractuales y contractuales,
aplicables a las diferentes modalidades y procedimientos de contratación
pública; iii) los términos de referencia y pliegos, principalmente, constituyen el
marco fundamental bajo el cual se efectuará la participación de oferentes y su
calificación, así como posteriormente determinará las condiciones técnicas y
legales de ejecución contractual.

2.2. El reajuste de precios en contratos administrativos bajo el sistema de
precios unitarios. -

Mediante oficio No. 00986, de 16 de febrero de 2023, la Procuraduría abordó el
análisis jurídico los contratos administrativos suscritos al amparo de la
LOSNCP y la aplicabilidad de la figura del reajuste de precios en los siguientes
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términos:

“El artículo 1561 del Código Civil6 (en adelante ‘CC’) prevé que: ‘Todo contrato
legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser
invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales’, en tanto
que, el artículo 1562 ibídem prescribe que: ‘Los contratos deben ejecutarse de
buena fe, y por consiguiente obligan, no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a
todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación’, o
que, por la ley o la costumbre, pertenecen a ella. (Énfasis corresponde al texto
original).

Por su parte, el artículo 125 del Código Orgánico Administrativo7 (en adelante
‘COA’) define al contrato administrativo como un acuerdo de voluntades, en el
que intervienen dos o más sujetos, ‘de los cuales uno ejerce una función
administrativa’. Respecto al régimen jurídico aplicable, dicho artículo prevé que:
‘Los contratos administrativos se rigen por el ordenamiento jurídico específico
en la materia’, efectuando en consecuencia un reenvío a la LOSNCP.

El artículo 1 de la LOSNCP, al contemplar su objeto y ámbito señala que dicha
ley establece el Sistema Nacional de Contratación Pública (en adelante ‘SNCP’)
y determina los principios y normas para regular los procedimientos de
contratación para la ‘adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras
y prestación de servicios, incluidos los de consultoría’, que realicen, entre otros,
‘1. Los Organismos y dependencias de las Funciones del Estado’.

(…) Con relación al sistema de reajuste de precios de los contratos de
adquisición de bienes o de prestación de servicios, cuya forma de pago
corresponda al sistema de precios unitarios, el artículo 82 de la LOSNCP, objeto
de su consulta, establece como regla general, que: ‘se sujetarán al sistema de
reajuste de precios de conformidad con lo previsto en el Reglamento a esta Ley’.
En este contexto, el artículo 267 del RGLOSNCP8, en su inciso segundo9

adiciona:

‘En todo caso, la aplicación del sistema de reajuste de precios se basará en
aplicación del principio del equilibrio económico de los contratos, siempre que
se demuestren causas ajenas a la voluntad de los sujetos de la relación
contractual y que las mismas no pudieron ser previstas al momento de la
suscripción del contrato’ (el resaltado corresponde al texto original).

6 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005.
7 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017.
8 RGLOSNCP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.87 de 20 de junio de 2022.
9 Previo a la vigencia del artículo 126 del RGLOSNCP como consta en la cita, el artículo 126 del derogado RGLOSNCP
que fue publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 588 de 12 de mayo de 2009 y derogado por la Disposición
Derogatoria Única del vigente RGLSNCP, tenía un único inciso que señalaba: “Art. 126.- Sistema de reajuste.- Los
contratos de ejecución de obras, adquisición de bienes o de prestación de servicios a que se refiere la Ley, cuya forma
de pago corresponda al sistema de precios unitarios, se sujetarán al sistema de reajuste de precios previsto en este
capítulo. En consecuencia, aquellos contratos, cuya forma de pago no corresponda al sistema de precios unitarios no
se sujetará al sistema de reajuste previsto en este capítulo”.
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(…) De lo manifestado se desprende que: i) los contratos en general, y el
contrato administrativo en particular, constituyen ley para las partes y deben
ejecutarse de buena fe; ii) los contratos administrativos se rigen por un
ordenamiento jurídico especial, contenido en la LOSNCP, su reglamento y las
resoluciones del SERCOP; y, iii) el reajuste de precios tiene por finalidad velar
por la aplicabilidad del principio de equilibrio económico financiero del
contrato y constituye la regla general para los contratos cuya forma de pago
corresponde al sistema de precios unitarios, siempre que se demuestren
causas ajenas a la voluntad de los sujetos de la relación contractual y que las
mismas no pudieron ser previstas al momento de la suscripción del contrato”
(el énfasis me pertenece).

En este marco, el artículo 268 del RGLOSNCP, ubicado en la Sección Segunda
“Del Reajuste de Precios” del Capítulo II sobre los requisitos y forma de los
contratos, define al sistema de precios unitarios como aquel susceptible de
“desagregar los rubros o componentes que conforman una obra, un bien o un
servicio” de manera que los rubros o componentes “se descompongan y
determinen los costos directos e indirectos”. Señala además que: “los
contratos cuya forma de pago se sujeten al sistema de precios unitarios son
aquellos en los cuales los pagos se efectúan por las cantidades de rubros o
componentes efectivamente ejecutados o utilizados, al costo unitario que
conste en el análisis de precios unitarios que se traslade a una tabla de
cantidades y precios”; en caso de no ser posible dicha descomposición de
componentes, la forma de pago “no corresponderá al sistema de precios
unitarios” (el subrayado me corresponde).

Adicionalmente, el artículo 281 del RGLOSNCP, respecto del reajuste en
contratos de prestación de servicios no relacionados con consultoría —objeto
de la consulta analizada— dispone que:

“Art. 281.- Reajuste en contratos de prestación de servicios que no sean de
consultoría.- En los contratos de prestación de servicios que no sean de
consultoría sujetos a la Ley y cuya forma de pago corresponda al sistema de
precios unitarios, se estipularán la fórmula o fórmulas de reajuste de precios,
sobre la base de los componentes del servicio, las mismas que serán
elaboradas por la propia entidad, siguiendo igual procedimiento que para el
contrato de ejecución de obra” (el subrayado me pertenece).

Complementariamente, el artículo 270 del mismo Reglamento dispone la
obligación de que el contrato incluya “la o las fórmulas aplicables al caso con
sus respectivas cuadrillas tipo, que se elaborarán sobre la base de los análisis
de precios unitarios de la oferta adjudicada”. En su inciso segundo, agrega

“Constarán como componentes principales aquellos que, independientemente o
agrupados según lo previsto en los pliegos, tengan mayor incidencia en el costo
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total de la obra, su número no excederá de diez. Sin embargo, si la totalidad de
componentes no alcanzara a esta cifra, se podrá considerar como principales a
todos”.

En conclusión, del análisis normativo se establece que: i) el reajuste de precios
es aplicable únicamente a contratos cuya forma de pago corresponda al
sistema de precios unitarios; ii) el objeto contractual debe ser susceptible de
desagregación en componentes con costos individualizados; y, ii) la tabla de
análisis de costos de la oferta adjudicada deberá incorporarse al contrato, de
manera que se establezca la fórmula de reajuste aplicable cuando exista
variaciones en los costos de los componentes de los precios unitarios.

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad con
lo previsto en los artículos 82 y 87 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de
Contratación Pública, así como en los artículos 267, 268 y 274 de su
reglamento general, el reajuste de precios es aplicable a los contratos de
servicios públicos cuya forma de pago se sujeta al sistema de precios unitarios,
siempre que existan variaciones en los costos de los componentes detallados
en dichos precios, originadas por causas ajenas a la voluntad de las partes y
que no hayan podido ser previstas al momento de la celebración del contrato.

El presente Pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se
limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a
casos institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad
consultante y de cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Atentamente,

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Tecnóloga
Zoila Amelia Id.ovo Mafinez
Alcaldesa
GOBIENNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
BIBLIÁN
En su despacho.- I i

De mi conside¡ación:

Mediante oficio No. GADMCB-A-2025-0380-OE, de 6 de junio de 2025, ingresado en
la Procuradu¡ía General del Estado en la misma fecha, se formuló la siguiente consulta:

"¿De conformidad con el a¡tículo 30 de la Ley de Minería; un concesiona¡io o
condómino minero, que hala adquirido dicho de¡echo sea pot perición dirccta
o sucesión, reqqierc de algúr, tipo de autorización o mds de las que exige la Le!
de Minería y la legisloción conexa para el ejercicio pleno del derecho perconal
en relación a la explolació dentrc de su concesión y come¡cialización de los
mirrefales ¡esultantes, respelarrdo e caso de condóminos mine¡os, las

utilidades que les conespondan en virtud de sus parlicipociones' una vez

camplidas las obligociones con el Estado?"

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

L Artecedentes.-

Del oficio remitido y los documentos adjuntos se desprende que:

El informe jurídico contenido en el memorando No. GADMCB-PS-2025-0364-M, de 6

de julio de 2025. suscrito por el Procurador Sindico del Gobiemo Autónomo
Descentralizado Municipal del Cantón Bibli¡in (en adelante "GIDM Bióli¿r"), citó los

anículos 237 de la Constitución de Ia República del Ecuado¡l (en adela¡te "CR¿"); y los

afículos 26, 30, 3l y 49 de la Ley de Minería2 (en ¿delar|ie "LM'). Con base en esta

normativa, se concluyó lo siguiente:

''(...) De las prccitada\ normas queda claro que el ¿lerecho que se olotga a u titalor
mineru por medio de una concesión, es un detecho penonal ! que por tanto paru el
ejercicio pleno d¿l misrno no se rcouie¡e aulorización de lerceros oa¿ ,ro sean el Eslado
como orcpiatario de los tucursos ,nirreruIes, por lo que una vez ohtenido el derecho

C FE, ptbluda e. e I ReE5tto Ofic@l \o J19 d¿ 20 d¿ &tthrc de 2A08
: L\t, ptblcela ei el S,rle@ñló ¿¿¡ ReEñ¡ró Oj.Dl \o J I 7 & )9 d¿ enerc ¿e )009
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ninero afavor tle una persona naturol j urí.lica ésta- solo esú oblilatla a cuñplit coi las
autotizaciones que el Eslado y rtus organisnot de control dispongan, el ejercicio de este
derecho personal no eslani lirtitodo por lerceros quieñes üean tenet derccho dentro
del árct concesionada.

En ,rirtud de la regulación de la Ley de Minería citdda, es clitefio de lo Procuraduria
Sínd¡ca MunicípúL que un corrcesiona¡io minero oslenla un derecho personal ya sea
porque este derecho le füe directoñente obtgado. ya sea potque ho §!Eg!&h en dicho
de¡echo; pot lo que, no requ¡ere de autorizoción adicional a lar que están previstas en
la Le)' de M¡neria )) lt lcgisl.jción co exa pald el ejercicio de este derueho y que podrá
entonces los titulares de este tipo de derechos. explotat y co erciuliz.ü libremente los
rccursos que resulten de ejercerlo, rcspetando, en el coso de terre ná§ de in tilalar o
condómino dentro de urra co¡cesión, ¿l porcentaje que le co espondo e la
pa¡licipación de cada ,ltulo ,nifiero una vez cumplidas las obliglciones Irefite al
¿rralo. (énfasis añadido).

2. Análisis. -

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que se trata la consulta, el análisis
desanollará los siguientes puntos: i) Derechos mineros y las auto¡izaciones para el inicio
de actividades; y, i, Adquisición de de¡echos mineros por sucesión, así como los
derechos y responsabilidades dcl condómino mi¡ero.

2.1. Derechos mineros y autorizaciones para el inicio de actividades. -

El articufo 30 de la LM define a las conc€siones mine¡as como "un octo odministrativo
que otorga un títub minero, sobre el cual el titular tieae un derecho perconol, que es
lransfetible prcúa la califrcaciótt obligototia de la idoneidad del cesionatio de los
dercchos mineros por paúe del Minisleño Secrotial, y sobre éste se podrán establecer
prendos, cesiones en gatantía y ottas gdran¡ías preústas eh las leyes, de acuerdo con las
prescripciones ,- requisitot contemplu.los en la ptesente ley y su rcglamento generaf'
(édasis añadido).

A su vez. el anículo 3l ibidem prescribe:

''Art. 3l.- Ofotgahíenb de concesiones üiúerds.- El Eslado otorgorá excepciondhne te
concesiones ñineras d trdv¿s de un uclo ad¡niiistrufívo aJaxtr de personas naturales o
jufidials, nacionales o extranjeras. públicas, mixras o prfuadas, comun¡t¡¡rias,
a\ocíatfias y de auto gestíón, confotme a k¡s prescripciones de la Constitución de l.t
Repúblku. esru ley 1 su reglunenro general-

Eltitulo nihe¡o sin pedet su carácter petsonal confrere a tu tituler el derecho exclusivo
a p¡ospeclar, aqlor r, explotar, benertcia¡, fuadir, ¡e.lind¡, comerclalizat ! erraJenar
lodas los st §rancfu$ minerales que puedm exístir J) obtenerse en el área de dicha
rcncesión, hac¡éndose benefrciario de los rédiros económicos que se ohtengan de dichos
procesos, dentro de los limites establec¡¿los en lo presente nofiñativa y hego del
cumplímiento de sus ohligaciones tñbuta ait, el colceslomttio minero solo puede
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ejecatat los dclivldades que le corr.liere este lírulos und wz cu plidos los ¡equisitos
es rdblec idos e n el oríc ulo 2 6 (... ) . lEntasis añadido ).

De manera complementaria. el aÍiculo 22 del Reglamento General de la Ley de Minerial
(en adelante "RGIM) detalla que podnin ser titulares de de¡echos ñinetos "las personds
naturales legalmente capaces: aquellos comprendidos en la Ley Orginica de la
Economia Popular y Solidaria; y, lasjurídicas, nacionales y extrunjeras, públicas, mklas
o privadas, comunitarias y de autogestión, cuyo objeto social co prcndo la rcqlización
de acl¡t¡dades ñineras en las fases a las que se rcfiere la Ley de Minería y sus

rcglamehtos".

EI mismo articulo precisa que:

"Elejerciciode lacalidad de njetos dederechos mineros estó supedita¿a a ladelegación
qre pueda confer el Eslado a s favor por intermedio de¡ Ministe o Secloríal, previo
el cuñpliír¡enro de los prucedirnientos estoblecidos e| lo Le! de Mnerío ! su
Reglamento o de los ¡equisitos patu el olotgarrrlenlo de concesio es minerus en ge eral
o bajo rcgimenes especiales, para la obtención de outoizacioúes plra i stalar y operar
plantas de beneJicio, fundición o relindcióú o de procesamiento: paru licenci¡t de

comerciallzación; para autoriznciones de libres aprovecharnie os de ,floteiales de
conslrucciór¡: y, de penn¡sos para rcolizor labores d¿ minería a¡lesanal y stl
correspoidiente ¡nscipc¡ón e4 el Req;ist/o Mínero d catgo de la Agencía de Regrlación
y Control Mtuero" (énfasis anadido).

Eri este contexto, los titulares de derechos mineros pueden ser beneficiarios de

concesiones mineras, licencias y auto¡izaciones pam actividades deteminadas, bajo las
cuales debeún cumplir los procesos y requisitos aplicables en cada caso, previstos en la
LM, su rcglamento y demás nomativa inherente a la actividad autorizada.

Respecto de las autorizacio¡es para iniciar actividades mineras. el artículo 26 de la LM
füe abordado por esta P¡ocuraduria en el pronunciamiento contenido en el oñcio No.
09775, de 13 de diciembre de 2024. donde se estableció:

"(...) Por su parte, la LM en su aúiculo 2ó d¡spone que, para ejecutar acrieidades
mirre.os, 3e rcalúerc de ñoneru obligatotia actos ddministativos motivados I
farorables, otorgados preria efite pot las siq:uientes institucio\es: (énfasis añadido).

'a) Del Mil¡iste o .lel Ambie te, Ia rcspectiro l¡cencia ambiental deb¡danlente otorgadd:

v,
b) De la Autotí¿lad Unica delAgua. rcspecto de lo eventtml afectación a cuerpos de agua
suryr¡cial y/o, subte ánea y del cumplimiento al ordeú de prelación sobre el derecho al
at:ceso al a¿ya,

Adicionalñente, el concesionario fiíneru presentará al Minisletio Sectorial uno
declctraciói jüanenldda redlizddd ohle otatio efi la q e exprcse conocet que las
acfi|idddes míneras fio aÍeclan: c¿ r1it1os, infraestrtctwa pública, puertos habilitados,
playas de nar y fondos marinos; redesde teleco unicaciones; inslalaciones,nilitares:

) RA,,M. p"úlrcado en ¿ I Supl¿wtto,bl ReEtno O-fidal67 d¿ Iód. notÉBbrc ¡le:009. úl¡iw relüm ¿l3l ,l ¿netod. zotc.
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inlraestructura petrolera; instalaciones aeronáu¡¡cas; redes o ¡nfraestrucfura eléclricas:
o vestigios aryueohigicos o de patrimonio natural ! cuhural.'

Por otro lado, el misño drticulo antes citado, en sl inciso cuaflo indica que: 'Sí la
ruixima aubridod del seclor mi/tero de ojicio o a pelición de parte adrirtierc que las
acliridades del solicil.rttle pudieren afectar a los rekridos bienes o pafri¡nonio, solicitará
la respecliva aulotiz(rción a la entidad competente, la que debetá emitir s
pronuncíamiento en el término de teínta dios. D!!9,L!9!!!99!§9!gs9,y jg!g!!92!
oue io adste oposicür, ,ti irnpedin errlo para .l inicio d. los octii,idades ,nine¡os. y el
furrciona?io responsable serd destituido. Resoecto de la ¿misiún de los infom¿s de tales
aclos adminislralivos se eslará a la aplicacün de los no¡üas del orocediriierrto ¡u dico
adrrrinistrativo de la Función Eiecuriva.' (énfasis coresponde al texto original)-

Sobre el ototgamiento de la lice cid a b¡ehtal pard las actividades mineft$, el p met
inciso del artículo 711 de la LM, ubicado e el Cdpítulo Il De la presemación del nedio
ambíenfe'dentro del Tílulo IV 'De las obligaciones de los titulares mineros'. establece
que los titulares de derechos mineros. preyio a inic¡ar sus actividades, deben elaborar 1
presentar 'eslúlios o documentos ambientales, para ptevenír, miligar, conlrolar !
reporar los ¡mpactos ambientales y socíales deriyados de st/.t actiyídades; estudios o
documentos que debeún ser aprobados por lo Autotidad Ambientdl competente'.
Asimismo, prey¡o a lu enisión de Ia autorización adrrlinisttati|o añbientQl deberón
presentdr 'los garantia\ econó icos determ¡ñodas en la notnatiya minero amb¡ehtal
aplicable .

Fifidl¡nenle, el úhitfio ¡nriso del artíctlo ibidem señqla que: 'Una yez que los titularcs de
derechos fiiúeros, curbplan de maneru satisÍacloria col loc ¡equisitos establecfulos en
la nor atira apl¡cable, ln aprobnción de los docuirento§, estu¡lios o licencias
amhienlales, debeñn oloryone en el pldzo , írhtu de seis meses conlados a po.lir de
su p¡esenlaciórl De ,ro hacerlo e ese plazo, se entenderá oue no efisle ooosic¡ón ni
irnpeditnealo pdro el inic¡o de los octieidndes mirreros. El _funcionario cu.va oñisión
perrnilió el silencio adfiin¡slrativo positivo será desf¡l,¡ido (énfasis corresponde al texto
original).

De la normatira preúdmente analizada podemos ñanfestat que: i) elEstado administra,
regula y controla los act¡yidades que puedan aheru\ destruir o dectat la conseryac¡ón
de ecosístemas, o puedon ocasionar la alÍeración pemdnente de ciclos natwales; ii) el
Estado tiene competencia exclusiya sobre los sectoret; estrut¿gicos, e be elbs los
rccursos minerales: iii) el MAATE, de coúforr idad o tus competencias, clasificará el
¡mpacto ambiental de la obru, pnryecto o aclit¡¡dttd y otorgaú el rcgistro ambiental o
licencia ambiental correspondiente, autotización que dcredita el cumplimiento del
debido proceso de reguldrización y contiene los téminos y condiciones paru su
ejecucióh; A lo LM, en su a¡ culo 2ó, dispone que pora ejecutar acTiridades ,nirreros
se aeqa¡¿rcr, dos oclos adñirrisiolitos ,iotieados y lavorubles: licencia arnbi¿rrral !
oulorización .le ño ofectoción il depcho de p¡elación del aguo, an bos errriÍidos por el
MAATE; y. si lo m.Lx¡ma autoridad del sector minero de ofic¡o o a petición de park!
adrirliere que las dct¡tidades del solic¡tunte pudieren afectar caminos, i fiaesiucturu
pública, puerkrs hahilitados, pldyas de mar y _íondos ñarínos; redes de
telecoñlmicaciones; instalaciones militures; infraestructüra pattuleru: instaldcionel
derontiuticas; redes o inÍraesfructula eléctticas: o \)estigios atqueológicos o de
patiñonio hatüral y c lt ral, solicifa¡á la respect¡va auto¡ización o la e tiddd
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compererrle, lo cuol debefli ¿rnitir su prorrmciamiento en el lérriirro de lreinta días- De
no hacerlo en csc lapso, se entenderá qae no existe oposición n¡ inpedimenlo pura el
inick, de las octivial&les mineres; ),. v) uN eez que los titulúes de de¡echos ,nineros
hayai curnplido salislacloriome e col los ¡equisi¡os pa¡o la obtención d¿ la licencia
ambiental, docun entos o e adio§, Íe deberán oprobo¡ deit¡o del plazo ,ruL\imo de sek
meses. En caso de que no se otorgdre la l¡cencia ambíental, documentos o estutlios dentro
del plozo antcs indicado, se entenderá que no existe impedimento ni oposición paru e
inich de las octiti¿lodr,t minercts "

De acuerdo con el pronunciamiento a¡tes citado, la LM norma especial de la materia -
contempla los actos administrativos que deben sercumplidos por los titulares de derechos
mineros como requisito previo para Ia ejecución de sus actividades. En complemento, el
último inciso def a¡tículo 26 de la misma ley establece que: "los Gobietnos Municipales
y Metropolitano; ch el eiercic¡o de sus competencias. med¡ante ordenanzo, deber¡in
regulur, aubrizar y contruldr la explotación de mateúqles átídos y p¿beos". En yirtud
de lo anterior, la explotación de materiales ¡fuidos y pétreos se encuenha sujeta a Io
dispuesto en la ordenanza municipal que rija para cada jurisdicción. constituyendo esta
una exigencia adicional de carácter local que debe observarse de manera obligatoria (para
el caso de la explotación de materiales á¡idos y pétreos).

En consecuencia: i) las concesiones mineras son actos admidst¡ativos que otorgan
derechos personales para la exploración, explotación, comercialización, ent¡e otros. de
sustancias minerales, conforme los términos y condiciones en que haya sido expedido el
titulo minero; y, ii./ tanto los titula¡es como cesiona¡ios de derechos mineros deberán
cumplir con las autorizaciones y requisitos establecidos en la LM y demás normativa
aplicable.

2.2. Adqu¡sicióo de derechos mineros por sucesión, derecbos y respo¡sabilidad€s del
cotrdómino minero. -

El articulo 603 dei Código Civil{ (en adelante "CC') determina que la sucesión por causa
de muerte es uno de los modos para adquirir el dominio. En compleme¡to. el articulo 3

de la LM dispone que la normativa civil será aplicable como norma sup¡etoria en materia
rninera."en lodo lo que corrcsponda y no esté exprcsa eñte rcgulqdo en la presente le¡f'.

En este marco, el articulo 125 de la LM regula expresamente la tmnsfe¡encia de derechos
mineros por sucesión y establece que los "derechos minetos eh genetal son susceptibles
de cesíón y lrawferenciu, pteúa a tofización de la Agencia de Regulación y Control
Minero. y de libre l¡ansmisibilidad por causa de muerte". Pa¡a perfeccionar esta
transferencia. debe fuscdbirse "e¡1 ¿/ /iálo correspondíenÍe del Regittro Minero a catgo
tle la Agencia de Regulación y Control Mineto: Los ¡lercchos de registrc sertjaún en el
Reglamenlo Generul d¿ ¿sra /¿y" (énlbsis añadido).

En efecto, el literal h) de su artículo 11 del RGLM establece que el Registro Minero
contendrá el "Registro, insc pción y marginación de poses¡oles ekctivas en caso de

-
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ban§rrrisión de derechos por sucesiór, pot causa de muerte, a el¿ctos de lo
ddm¡nístación de la concesión". Por su parte, el literal h) del articulo 12 del mismo
cuerpo normativo dqflne como rmo de los instrumentos objeto de inscripción en el regisuo
minero a las "l?esol¡rcíoúes ñediante las c ales, por vía judicial o,rotarial, se otorgte la
poses¡ón electita rcspeclo de derechos mineros de míne a arlesanql, en cqsos de
transmbióa de derechos mineros por sucesión por causo de mue e (...)" (énfasis

añadido).

En lo que respecta al égimen de condominio mitrero, el artículo l3l de la LM establece
que "f...,) §¿ conslituye coidohinio sob¡e unt concesión minera, cuando el Eslado
ototga el lítulo minero q vañas pefionas atutales que la hayan solicitado mediante
una sola peticiók, r¡ujelándose a las disposiciones perfinentes de esta lef'(énfasis
añadido).

El atículo 26 del Instructivo del Registo Minero de la Agencia de Regulación y Control
Mineros (en adela¡te. "lnstructivo del Registro Minero"\ señala que la coNtitución del
condominio minero " será rcalizoda nediu te escitura pública e inscrito en el Registro
Minero correspondiente, dentro del término de teinta días a part¡ de la susct¡pc¡on".
Asimismo, el inciso segundo de dicha disposición establece que los condóminos deberá¡
designar un procurador comrrn"mediafite escritürd pública, y se iñscribiá en el Registro
Minero correspondie te, dento del ténniño de treinta días a partir de la s sct¡pción".

Es importante aclamr que el condominio minero "r¡o supone lo existencia de una
compoñía legalmente constitu¡da" y que la responsabilidad de sus condóminos es de
carácter solidario'por las obligaciones emahadas de la tituldridad minera que ejercen",
conforme lo dispone el articulo 132 de la LM.

Dado que la LM, su Reglamento y la nomativa conexa no regula expresamente sobre la
paficipación de las personas riaturales que conforman el condominio minero, resulta
aplicable el artículo 1957 del CC, el cual defi¡e a Ia sociedad o compañía como un
"cohlrulo en que dos o ñás persoñas estipulan poner dlgo en común, con elrtn de dividir
enbe sl los benelicios que de ello protengan " (énfasis añadido).

En este sentido, el articulo 133 de la LM reconoce que los condóminos dedicados a

actividades mineras'?oz.¡n de los mismos derechos: tíenen la,t mismas obligacione: que

esta Ley estqblece para los titularcs de derechos mi eros y pueden asociarse y susctibir
lodo típo ¡le conlrdtos mineros con personas atulales o .jurídicas, nacionales o
eÍlfqnjefas."

De la normatiya invocada se desprende lo siguie[te: , sí es posible la tansmisión de
derechos minercs por sucesión po¡ causa de muerte; y, i¡) el condominio minero goz-a de

los mismos derechos y obligaciones previstos en la LM para los titulares de derechos
mineros.

'In tu. rodrtRcr\n¿uñ¡ü ttubl'.ada ¿a ¿l R?ssúootral \o aAr de lódedneÁbrcd. )n¡ó-
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3, Pronutrciamiento. -

En atención a los términos de la consulta formulada se concluye que, de conformidad
con Io dispuesto en el artículos 603 y 1957 del Código Civil; los aticulos 26. 49. 50, 125.
131, 132 y 133 de la Ley de Mineria; asi como los articulos I I y 12 del Reglamento
General de la Leyde Minería, Ios concesiona¡ios mineros que hayan adquirido tal calidad:
i) por sucesión por causa de muertei o, ii) otorgamiento directo, deben conta¡ únicartene
con la auto¡ización emitida por el Estado a través de las entidades correspondientes
para el ple¡o ejercicio de sus derechos personales con ¡elación a la exploración,
explotación y comercialización de los recüsos minerales. El o los titulares que se

beneficien de los rccursos minercs en un condominio mine¡o. deberán respefa¡ los
derechos de otos condóminos, entregando la pane de los Autos, ganancia o utilidad que
legítimamente les corresponde, previo as¡mir el pago de pateDtes, regalías mineras y otras
tasas.

El presente p¡onunciamiento es obligatorio para la Administración Púbiica y se limita a
la inteligencia y aplicación general de nomas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales especiñcos es usiva responsabilidad de la entidad consultante y de
cualquier otra entidad pública que lo

Atentamente.
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